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Presentación


 El patrimonio local, además de sustentar buena parte de los servicios que prestan los entes locales, cumple con algunas de las obligaciones y responsabilidades a ellos atribuidas. El mismo no debe concebirse como algo estático, vinculado siempre a iguales cometidos, sino sujeto a los cambios y adaptaciones exigidos por la cambiante y compleja realidad local. Es con esta perspectiva desde donde se analiza la materia. El conocimiento de los resortes que brinda el Ordenamiento jurídico es requisito fundamental para, de una parte, articular la respuesta de las Entidades locales a las demandas y necesidades sociales y, de otra, rentabilizar los medios disponibles.

Los bienes que lo integran son, pues, una cuestión de indudable trascendencia. Son el soporte físico que permite a las mismas cumplir las funciones a ellas encomendadas. Esa relevancia contrasta, sin embargo y a pesar de lo indicado, con cierto descuido a que se ven sometidos los mismos, fundamentalmente en lo relativo a su conservación, protección y defensa. La precariedad de medios en la que habitualmente se desenvuelven los entes locales es la causa fundamental de dicha situación.

Ello no debe hacer cundir el desánimo, sino, al contrario, servir de referencia para articular su corrección. Tomar conciencia de la necesidad de disponer de un patrimonio apto y en condiciones para cumplir los cometidos asignados debe ser el primer paso en este proceso. Aunque la carencia de medios es, como decimos, un importante escollo para cumplir cualquier obligación impuesta, tal circunstancia no puede ser la permanente excusa para ignorar la materia. Apostar en tal dirección, además de reportar indudables beneficios a las Entidades locales, ha de contribuir a la generación de una mayor confianza ciudadana. La especial visibilidad de los bienes públicos, y su adecuada protección y gestión por las Entidades responsables, incidirá positivamente en la valoración política que al respecto se realice.

El objetivo de la obra ha sido analizar, desde la óptica referida, el régimen jurídico que afecta a los bienes locales. El trabajo parte de las determinaciones contempladas al particular en la Ley del Patrimonio de las Administraciones Públicas y en su Reglamento General de desarrollo —en sus preceptos de aplicación general o de carácter básico— y en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, vinculando tal regulación a las previsiones existentes en la normativa autonómica y restante normativa estatal en materia de bienes, en especial al Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y ello sin descuidar las aportaciones doctrinales y la jurisprudencia sobre la materia. También han sido incorporadas las previsiones de las más recientes Leyes del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y de Contratos del Sector Público, así como del Reglamento Europeo de Protección de Datos de Carácter Personal. En cuanto a la sistemática, se ha seguido la que proporciona el citado Reglamento de Bienes, si bien se han intercalado aquellas materias que, a nuestro juicio, tienen cierto interés. Se pretende así brindar al lector un más cómodo acercamiento al régimen patrimonial. Pero el objetivo último de la obra es brindar al especialista y operador local, con el fin de facilitar su labor, una amplia y variada gama de formularios, hasta alcanzar el número de 51. Este componente práctico simplifica y favorece, en un mundo desbordado por la inmediatez de actuación y respuesta, la tarea de los profesionales.

Se abordan, entre otros, temas referidos al sistema de fuentes normativas, a las clases de bienes locales y su diferente régimen jurídico, al disfrute y aprovechamiento de los mismos y al desahucio por vía administrativa. Hemos incidido, no obstante, en algunas de las materias que más dudas o interés suscitan. Especial atención merecen las más desatendidas por las Entidades locales, tales como el régimen de conservación y tutela de los bienes, o aquellas otras vinculadas al tráfico de los mismos, como la adquisición y transferencia de ellos. Nos hemos acercado también a los planes integrados del patrimonio local, que demandan también su puesta en valor. Pero, a pesar de la incidencia en estas específicas materias, no se ha querido dejar ninguna zona de sombra sobre el régimen de bienes analizado; el estudio tiene una dimensión global y el tratamiento de los temas una profunda reflexión y análisis.

La visión actualizada y, sobre todo, práctica que se brinda de dicho régimen nos permite disponer de una herramienta útil de consulta y trabajo, ofreciendo solución y respuesta a algunos de los problemas que afectan al mismo.








Capítulo I Fuentes normativas del patrimonio local






1. Fuentes normativas del patrimonio local


 El sistema de fuentes normativas que afecta al patrimonio local es una cuestión de indudable trascendencia. La adecuada ordenación nos permitirá acercarnos al estudio de esta materia con un mayor rigor y seguridad jurídica. Su importancia no siempre vino acompañada de la necesaria atención por la doctrina —que parece presuponer un adecuado entendimiento por todos aquellos agentes relacionados con el mundo local—, y cuando esta se pronuncia sobre la misma no siempre lo hace con igual opinión. CASTILLO BLANCO (1)  analiza el régimen aplicable al patrimonio de las Entidades locales que, según su opinión, se regirá: en primer lugar, por la legislación básica del Estado en materia de régimen local y por la legislación básica de este reguladora del régimen jurídico del patrimonio y bienes de las Administraciones públicas; en segundo término, por la legislación que en el ámbito de sus competencias dicten las Comunidades Autónomas; por las Ordenanzas propias de cada Entidad; en defecto de la legislación a que se refieren los apartados anteriores, por la legislación estatal no básica en materia de Régimen Local y bienes y patrimonio público; y, por último, por las restantes normas de los ordenamientos jurídicos, administrativo y civil. Por su parte, TORRES MARTÍNEZ (2)  realiza la siguiente ordenación del régimen de los bienes de las Entidades locales: normativa básica y de aplicación general resultante de la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas; legislación estatal en materia de bienes de las Entidades locales; legislación básica del Estado reguladora del régimen jurídico de los bienes de las Administraciones públicas; legislación que en el ámbito de sus competencias dicten las Comunidades Autónomas; legislación estatal no básica, de carácter supletorio, en materia de régimen local y de bienes; Ordenanzas propias de cada Entidad, con especial relevancia en lo relativo a la regulación de los bienes comunales, donde la costumbre y las Ordenanzas Locales constituyen fuente tradicional; y normas de los Ordenamientos jurídico-administrativo y civil, que serán de aplicación con carácter supletorio. Más recientemente, MIRÓ MIRÓ (3)  señala: «… se puede concluir que el régimen jurídico vigente aplicable a los bienes de las Entidades locales viene determinado por: la legislación básica del Estado en materia de régimen local, concretamente en los artículos 79 a 83 de la Ley 7/1995, así como las normas básicas contenidas en el RDL 781/1986 y con idéntica naturaleza se contengan en el RD 1372/1986, de 13 de junio, sobre bienes de las entidades locales; la legislación de aplicación directa en materia de patrimonio de las Administraciones públicas, contenida en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, así como la legislación básica en materia de patrimonio contenida en esta última ley; la legislación que, en el ámbito de sus competencias, hayan dictado o puedan dictar las Comunidades Autónoma; y las ordenanzas propias de cada entidad local. En defecto de las anteriores normas, será de aplicación: la legislación estatal no básica en materia de régimen local y bienes públicos, comprendida en el RDL 781/1986, de 26 de abril y en el RBEL, aprobado por RD 1372/1986, de 13 de junio; supletoriamente, por las restantes normas del ordenamiento jurídico, administrativo o civil.» La posición ordinamental de las Ordenanzas locales es el punto central de divergencia.

A nuestro juicio, la normativa patrimonial que resulta de aplicación a las Entidades locales es la que seguidamente se expresa y por el orden prelativo que se indica:

a) Normativa estatal de aplicación general y básica sobre Patrimonio de las Administraciones Públicas.


	
—  Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. Aquellos preceptos de la misma que, conforme a lo dispuesto en su disposición final segunda, sean de aplicación general o tengan atribuido el carácter de legislación básica.Respecto a las normas que tienen el carácter de legislación básica, el apartado tercero de la Exposición de Motivos de la LPAP establece que derivan del «... ejercicio de la competencia atribuida al Estado por el artículo 149.1.18ª de la Constitución para aprobar las "bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas"...», señalando a continuación que «La aprobación de esta legislación básica satisface dos requerimientos esenciales, desde el punto de vista técnico jurídico, para el ordenamiento patrimonial: por un lado, cerrar, por su vértice superior, el bloque regulador de los bienes de las Administraciones públicas satisfaciendo una demanda planteada no sólo por normas estatales, sino también por los ordenamientos autonómicos y, por otro, eliminar la inseguridad jurídica que genera tener que extraer las bases de la legislación sobre patrimonio por vía interpretativa de unas normas que no han sido dictadas con esta finalidad, problema que ha aflorado en los contenciosos que han llegado al Tribunal Constitucional y que repercute negativamente en la labor legislativa autonómica, que ha de moverse en una zona caracterizada por su indefinición.» Por lo que se refiere a las disposiciones de aplicación general a que se hace mención en la citada disposición final segunda, la citada Exposición de Motivos señala «Además de esas normas básicas, otras disposiciones de la ley serán aplicables a todas las Administraciones públicas por tratarse de normas civiles (artículos 149.1.8ª), normas procesales (artículo 149.1.6ª), normas sobre régimen económico de la Seguridad Social (artículo 149.1.17ª), o legislación sobre expropiación forzosa (artículo 149.1.18ª).»

Tanto los preceptos de aplicación general como los de carácter básico están dictados por el Estado al amparo de las competencias exclusivas atribuidas al mismo por la Norma Suprema del Ordenamiento jurídico. No obstante, unos y otros tienen una diferente posición jerárquica. Los preceptos de aplicación general ostentan una posición superior a los de carácter básico, y ello por resultar de aplicación plena. Los preceptos de carácter básico, cuyo desarrollo normativo corresponde a las Comunidades Autónomas, se sitúan al mismo nivel normativo que los contenidos en otras normas de similar carácter, tal como, y en lo que aquí interesa, la LRBRL, norma que, como a continuación veremos, se encuentra en el siguiente escalón jerárquico normativo patrimonial. Hemos de advertir, sin embargo, que en caso de colisión entre preceptos básicos de la LPAP y de la LRBRL debe prevalecer, por razón de su especialidad normativa, los contenidos en esta última.



	
—  Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas. Aquellos preceptos del mismo que, conforme a lo dispuesto en su disposición final única, sean de aplicación general o tengan atribuido el carácter de legislación básica. Damos aquí por reproducido lo expuesto con anterioridad sobre diferenciación entre preceptos de aplicación general y de carácter básico, así como su escalonamiento jerárquico.



b) Normativa estatal básica sobre Régimen Local.


	
—  Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. En materia de bienes son aplicables los artículos 47.2.i), j), m), n), ñ) y 79 a 83.

	
–  Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local. En materia de bienes tienen el carácter de legislación básica los artículos 54.3 y aquellos del Capítulo I del Título VI —artículos 74 a 87— de los que, conforme a lo dispuesto en su disposición final séptima, se infiera dicho carácter. Sobre el carácter básico o no de los preceptos de dicho Título, en opinión de LÓPEZ PELLICER (4)  «... no parece inferirse el carácter básico de ninguno de ellos, por lo que entendemos que no existe legislación básica del Estado distinta de la LRBRL...». También resulta especialmente esclarecedora en la materia la STC de 21 de diciembre de 1989.



c) Normativa autonómica sobre Régimen Local o sobre el régimen de los bienes locales.

Las escasas previsiones existentes sobre la materia en la LRBRL y en la LPAP y su Reglamento General de desarrollo —en sus preceptos de aplicación general o de carácter básico—, otorga un amplio margen normativo a las Comunidades Autónomas; sin embargo estas no han prestado, como se observa del siguiente marco regulador, especial atención a la misma:


	
—  Andalucía: Ley 5/2010, de 11 de junio, de autonomía local de Andalucía —artículos 50 a 53—; Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía; y Decreto 18/2006, de 24 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía.

	
—  Aragón: Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón —artículos 169 a 176—; y Decreto 347/2000, de 19 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón.

	
—  Islas Baleares: Ley 20/2006, de 15 de diciembre, municipal y de régimen local de las Illes Balears —artículos 124 a 147—.

	
—  Islas Canarias: Ley 7/2015, de 1 de abril, de municipios de Canarias —artículos 128 a 130—; y Decreto 8/2015, de 5 de febrero, para la agilización y modernización del patrimonio de las Corporaciones Locales de Canarias.

	
—  Cataluña: Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de la ley municipal y de régimen local de Cataluña —artículos 199 a 233—; y Decreto 336/1988, de 17 de octubre, por el que se aprueba el reglamento de patrimonio de los entes locales.

	
—  Galicia: Ley 5/1997, de 22 de julio, reguladora de la Administración Local de Galicia —artículos 263 a 285—.

	
—  Madrid: Ley 2/2003, de 11 de marzo, de Administración Local de la Comunidad de Madrid —artículos 88 a 95—.

	
—  Navarra: Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de Administración Local de Navarra —artículos 97 a 178—; y Decreto Foral 280/1990, de 18 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las entidades locales de Navarra.

	
–  La Rioja: Ley 1/2003, de 3 de marzo, de Administración Local de La Rioja —artículos 169 a 192—.

	
—  Valencia: Ley 8/2010, de 23 de junio, de Régimen Local de la Comunitat Valenciana —artículos 178 a 191—.



d) Normativa estatal no básica sobre Régimen Local o sobre el régimen de los bienes locales.

El artículo 1.2.d) del RB —afectado por la declaración de inconstitucionalidad contenida en la STC de fecha 21 de diciembre de 1989 anteriormente citada— no hace sino cumplir las determinaciones del último inciso del 149 de la CE, que previene que el Derecho estatal es supletorio del Derecho de las Comunidades Autónomas. Pues bien, siguiendo tal previsión, es de aplicación a la materia analizada la siguiente norma:

	
—  Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales. Serán de aplicación los preceptos de este que no contradigan o se opongan a la normativa estatal o autonómica anteriormente citada.


Las escasas previsiones de carácter básico contenidas en la LPAP y su Reglamento General de desarrollo y en la LRBRL en materia de bienes locales, o de aplicación general en el caso de las primeras de tales normas, y la falta de desarrollo legislativo y de ejecución respecto a la referida materia por la mayoría de las Comunidades Autónomas, sitúa al RB en norma de obligada referencia y a cuyo estudio dedicaremos buena parte de nuestra atención.

e) Ordenanzas propias de cada Entidad.

La potestad reglamentaria no hace sino reconocer a estas facultades normativas. Su regulación más precisa está contenida en el artículo 55 del TRRL, que determina que dichas entidades, en la esfera de sus competencias y con respeto a las determinaciones de la Ley, podrán aprobar Ordenanzas y Reglamentos, y los Alcaldes dictar Bandos, acotándose, de esta manera, con un doble límite, las referidas facultades normativas: por un lado, estableciendo que han de enmarcarse en el ámbito de las competencias atribuidas a dichas entidades; y, por otro, que no han de vulnerar el Ordenamiento jurídico.

Las características que definen las Ordenanzas, y que, en definitiva, son el soporte que las sustenta como fuente del Ordenamiento jurídico, son las siguientes:


	
1.  Son una clara manifestación de la autonomía de las Entidades locales.

	
2.  Responden a las facultades normativas reconocidas a dichas entidades.

	
3.  Tienen un específico procedimiento de aprobación.



Hemos de subrayar que las Ordenanzas locales sobre utilización y aprovechamiento de los bienes de dominio público son pieza clave para la adecuada ordenación, en sus aspectos jurídico y técnico, de este tipo de bienes. Vendrán siempre acompañadas con otras de naturaleza fiscal para exigencia de las correspondientes compensaciones económicas a los usuarios —son estas la doble pata que mantiene erguido al mismo cuerpo—. No olvidemos que el interés prevalente de las autorizaciones y concesiones demaniales no es otro que la explotación del dominio público.

f) Normativa integrante del Ordenamiento jurídico administrativo y civil.

El cierre del sistema de fuentes lo proporciona la normativa del orden administrativo y civil. Cualquier vacío normativo resultante de la aplicación de las fuentes antes referidas debe ser completado por las normas del mencionado orden.

Respecto al administrativo, resultarían de aplicación la LPAP y el RGLPAP, en particular aquellos de sus preceptos que no sean de aplicación general o tengan carácter básico. La novedad con la que dichas disposiciones regulan alguna de las materias y la supletoriedad de sus preceptos para el ámbito local cubre buena parte de los vacíos normativos existentes en el mismo. Resultarían también de aplicación, en defecto de normas específicas, la LCSP y el RGLCAP —en los términos y con el alcance que a continuación se indica—, así como, entre otras, la LPAC y LRJSP. En cuanto al orden civil, serían de aplicación las previsiones contenidas en el CC en materia de bienes —Libro II—.
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2. La Ley de Contratos del Sector Público y el patrimonio local


 2.1.  Relaciones, negocios jurídicos y contratos excluidos

Más allá del propio sistema de fuentes normativas del patrimonio local, necesario siempre para abordar esta materia, interesa también conocer si la LCSP introduce alguna novedad que contribuya a despejar dudas o generar un más sólido sustento normativo.

Para obtener alguna respuesta, habremos de partir de las previsiones contenidas en los artículos 9 y 26, que establecen:


Artículo 9. Relaciones jurídicas, negocios y contratos excluidos en el ámbito del dominio público y en el ámbito patrimonial.

1. Se encuentran excluidas de la presente Ley las autorizaciones y concesiones sobre bienes de dominio público y los contratos de explotación de bienes patrimoniales distintos a los definidos en el artículo 14, que se regularán por su legislación específica salvo en los casos en que expresamente se declaren de aplicación las prescripciones de la presente Ley.

2. Quedan, asimismo, excluidos de la presente Ley los contratos de compraventa, donación, permuta, arrendamiento y demás negocios jurídicos análogos sobre bienes inmuebles, valores negociables y propiedades incorporales, a no ser que recaigan sobre programas de ordenador y deban ser calificados como contratos de suministro o servicios, que tendrán siempre el carácter de contratos privados y se regirán por la legislación patrimonial. En estos contratos solo podrán incluirse prestaciones que sean propias de los contratos típicos regulados en la Sección 1.ª del Capítulo II del Título Preliminar, si el valor estimado de las mismas no es superior al 50 por 100 del importe total del negocio y, a su vez, mantienen con la prestación característica del contrato patrimonial relaciones de vinculación y complementariedad en los términos previstos en el artículo 34.2.

Artículo 26. Contratos privados.

1. Tendrán la consideración de contratos privados:

a) Los que celebren las Administraciones Públicas cuyo objeto sea distinto de los referidos en las letras a) y b) del apartado primero del artículo anterior.

b) Los celebrados por entidades del sector público que siendo poder adjudicador no reúnan la condición de Administraciones Públicas.

c) Los celebrados por entidades del sector público que no reúnan la condición de poder adjudicador.

2. Los contratos privados que celebren las Administraciones Públicas se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, en defecto de normas específicas, por las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro Segundo de la presente Ley con carácter general, y por sus disposiciones de desarrollo, aplicándose supletoriamente las restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, las normas de derecho privado, según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. En lo que respecta a sus efectos, modificación y extinción, estos contratos se regirán por el derecho privado. No obstante lo establecido en el párrafo anterior, a los contratos mencionados en los números 1.º y 2.º de la letra a) del apartado primero del artículo anterior, les resultarán de aplicación, además del Libro Primero de la presente Ley, el Libro Segundo de la misma en cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán aplicables las normas de derecho privado, salvo lo establecido en los artículos de esta Ley relativos a las condiciones especiales de ejecución, modificación, cesión, subcontratación y resolución de los contratos, que les serán de aplicación cuando el contrato esté sujeto a regulación armonizada.

3. Los contratos privados que celebren los poderes adjudicadores que no pertenezcan a la categoría de Administraciones Públicas mencionados en la letra b) del apartado primero del presente artículo, cuyo objeto esté comprendido en el ámbito de la presente Ley, se regirán por lo dispuesto en el Título I del Libro Tercero de la misma, en cuanto a su preparación y adjudicación. En cuanto a sus efectos y extinción les serán aplicables las normas de derecho privado, y aquellas normas a las que se refiere el párrafo primero del artículo 319 en materia medioambiental, social o laboral, de condiciones especiales de ejecución, de modificación del contrato, de cesión y subcontratación, de racionalización técnica de la contratación; y la causa de resolución del contrato referida a la imposibilidad de ejecutar la prestación en los términos inicialmente pactados, cuando no sea posible modificar el contrato conforme a los artículos 204 y 205.

4. Los contratos que celebren las Entidades del Sector Público que no posean la condición de poder adjudicador, se regirán por lo dispuesto en los artículos 321 y 322. En lo que se refiere a sus efectos, modificación y extinción se regularán por las normas de derecho privado que les resulten de aplicación.



De la lectura de dichos preceptos podemos extraer, en síntesis, y por lo que afecta a las Entidades locales, las siguientes conclusiones:

	
1ª.  Que las autorizaciones y concesiones sobre bienes de dominio público y los contratos de explotación de bienes patrimoniales se encuentran excluidas de la LCSP y se regularán por su legislación específica, salvo en los casos en que expresamente se declaren de aplicación las prescripciones de la citada Ley.En cuanto a las autorizaciones y concesiones demaniales, hemos de indicar que se trata de actos administrativos, no de contratos, y de ahí su exclusión de la LCSP. No obstante, la doctrina sentada por el Tribunal Supremo, en materia de concesiones, matiza dicha afirmación. Valga por todas la STS de fecha 29 de abril de 1988. Señala esta que la concesión de bienes «... de naturaleza indiscutiblemente administrativa tiene por origen una oferta al público que formula la Administración y una simétrica propuesta de los particulares, estructura bilateral y además sinalagmática que, una vez perfeccionada sustantiva y formalmente crea un complejo entramado de derechos subjetivos y obligaciones recíprocas.» Ello le hace afirmar que «... ofrece un marcado, aún no exclusivo, carácter contractual». Ese carácter contractual parece entreverse también en la disposición adicional segunda de la propia LCSP cuando realiza el reparto competencial entre sus diferentes órganos locales en materia de contratación pública. Incluye, dentro de los contratos, la adjudicación de las concesiones sobre los bienes de las Entidades locales, pero ese desliz en la técnica regulatoria no es argumento suficiente para alterar su naturaleza.

Esta previsión engarza con lo dispuesto en los artículos 5.4 y 84.3 de la LPAP —ambos de carácter básico—. Establece el primero de ellos que los bienes y derechos de dominio público se regirán por las leyes y disposiciones especiales que les sean de aplicación y, a falta de normas especiales, por dicha Ley y las disposiciones que la desarrollen o complementen, señalando que las normas generales del derecho administrativo y, en su defecto, las normas del derecho privado, se aplicarán como derecho supletorio. Por su parte, el segundo de dichos preceptos señala que las concesiones y autorizaciones sobre bienes de dominio público se regirán en primer término por la legislación especial reguladora de aquellas y, a falta de normas especiales o en caso de insuficiencia de estas, por las disposiciones de esta Ley.

Pero no son las únicas referencias normativas a tener en cuenta. El artículo 78.2 del RB previene que las concesiones se otorgarán previa licitación, con arreglo a las previsiones del mismo y a la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones locales. En iguales términos se pronuncian los Reglamentos de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía —artículo 58.2—, de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón —83.1—, de Patrimonio de los Entes Locales de Cataluña —60.2—, y de Bienes de las Entidades Locales de Navarra —99.1—. Habrá que entender, en base a lo expuesto en el párrafo anterior, que se refieren ahora a la LPAP, pero esas indicaciones ya nos advierten, en conexión con el sistema de fuentes del patrimonio local expuestas con anterioridad, que, a la falta de regulación sustantiva o procedimental en la normativa patrimonial, habrá que estar a lo dispuesto en la LCSP. Se alza la misma en norma de obligado tránsito en la materia analizada. A mayor abundamiento, su artículo 4 establece que se aplicarán los principios contenidos en la misma para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse. Este es el criterio que también se extrae del informe 6/2012, de 7 de junio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Cataluña, cuando analiza una concesión de bienes de dominio público.

A similar conclusión pude llegarse en cuanto se refiere a la explotación de bienes patrimoniales. Y decimos esto porque son continuas las remisiones, desde la normativa patrimonial, a la legislación contractual. El artículo 83 del TRRL establece que el arrendamiento de bienes patrimoniales de las Entidades locales se regirá, en todo caso, en cuanto a su preparación y adjudicación por las normas jurídico-públicas que regulen la contratación. Igual pronunciamiento realiza el RB. Su artículo 93 determina que el arrendamiento y cualquier otra forma de cesión de uso de bienes patrimoniales de las Entidades locales se regirá, en todo caso, en cuanto a su preparación y adjudicación por la normativa reguladora de contratación de las Entidades locales. También la LPAP aborda esta cuestión, aunque, dada la existencia en la misma de previsiones más amplias al respecto —artículos 105 a 114—, la sitúa por delante de la legislación contractual. Tras indicar en su artículo 106.2 que serán de aplicación a la explotación de bienes y derechos patrimoniales las normas contenidas en el Capítulo I del título V de la misma, relativo a la gestión patrimonial, señala a continuación, en el artículo 110.1 —primer precepto de dicho Capítulo I—, que los contratos, convenios y demás negocios jurídicos sobre bienes y derechos patrimoniales se regirán, en cuanto a su preparación y adjudicación, por esta ley y sus disposiciones de desarrollo y, en lo no previsto en estas normas, por la legislación de contratos de las Administraciones públicas. Sus efectos y extinción se regirán por esta ley y las normas de derecho privado. Habrá que acudir, por tanto, a la legislación específica para llevar a cabo cualquier operación jurídica de esta naturaleza.





 Resulta de lo indicado que la legislación contractual estará siempre presente tanto en las autorizaciones y concesiones sobre bienes demaniales como en los contratos de explotación de bienes patrimoniales.



	
2ª.  Que los contratos de compraventa, donación, permuta, arrendamiento y demás negocios jurídicos análogos sobre bienes inmuebles, valores negociables y propiedades incorporales, a no ser que recaigan sobre programas de ordenador y deban ser calificados como contratos de suministro o servicios, se encuentran también excluidos de la LCSP, los cuales tendrán siempre el carácter de contratos privados y se regirán por la legislación patrimonial. Con esta afirmación tan categórica, de que tendrán siempre el carácter de contratos privados, introducida por la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, se cerró el debate doctrinal y jurisprudencial abierto sobre si dichos contratos privados podían tener otra diferente naturaleza. La postura mantenida hasta entonces por el Tribunal Supremo era la de atribuirles, en tanto quedasen vinculadas las operaciones en ellos contenidas a satisfacer una necesidad pública, el carácter de administrativos especiales. Así lo hace la Sentencia de fecha 18 de marzo de 2002 en relación a permuta cuyo objeto era conseguir la adquisición de unos locales destinados a la instalación de servicios y oficinas municipales. Es la naturaleza de los contratos la que determina su calificación. En palabras de dicho Tribunal, «el carácter administrativo de un contrato solo puede deducirse de un análisis sustantivo del mismo» —SSTS de fechas 11 de marzo y 26 de noviembre de 1985 y 17 de julio de 1995—. Matiza, sin embardo, el artículo 9.2 analizado que en estos contratos patrimoniales solo podrán incluirse prestaciones que sean propias de los contratos típicos regulados en la Sección 1ª del Capítulo II del Título Preliminar, si el valor estimado de las mismas no es superior al 50 por 100 del importe total del negocio y, a su vez, mantienen con la prestación característica del contrato patrimonial relaciones de vinculación y complementariedad en los términos previstos en el artículo 34.2. Habrá que entender, a sensu contrario, que si en tales contratos se incluyen prestaciones que desborden dicho precepto tendrán la naturaleza del contrato típico que corresponda. Esta matización tiene, como veremos a lo largo de esta obra, importantes consecuencias jurídicas, especialmente en lo que se refiere al contrato de permuta de inmueble por obra futura.


No obstante lo anterior, la principal novedad la encontramos en el escalonamiento normativo que se realiza y en la acotación de los preceptos aplicables de la Ley para la preparación y adjudicación de estos contratos, al establecer que, en defecto de normas específicas —las ya referenciadas, por el orden prelativo también detallado—, regirán, con carácter general, las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro Segundo de la presente Ley o, expresado en términos más claros y comprensibles, las disposiciones generales de los contratos de las Administraciones públicas —artículos 115 a 187—, y sus disposiciones de desarrollo y, supletoriamente, las restantes normas de derecho administrativo o, en su caso, de derecho privado, según corresponda por razón del sujeto o entidad contratante. En cuanto a los efectos, modificación y extinción de dichos contratos se mantiene el régimen de regulación precedente, al regirse por el derecho privado. Conecta también todo ello con el argumento extraído del informe n.o 11/00, de 11 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, relativo a que «... las normas específicas a que se refiere el artículo 9.1 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas no pueden tener un alcance ilimitado de excluir los contratos, por dichas normas específicas que los regulan, de la total aplicación de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, como sucedería, por ejemplo, si sometiesen la preparación y adjudicación al derecho privado, sino que tienen que referirse a aspectos específicos y concretos que no dejen vacío de contenido el principio y regla generales del citado artículo 9.1 de que los contratos privados, en cuanto a su preparación y adjudicación, se rigen por la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas y sus disposiciones de desarrollo, debiendo limitarse estas normas específicas, como les resulta propio, a consagrar determinadas especialidades en la preparación, adjudicación, efectos y extinción y no un régimen jurídico completo referente a estos extremos.»

Se descarta, por tanto, la aplicación de cualquier otro precepto de la LCSP para la preparación y adjudicación de los contratos privados, si bien se señala en esta, concretamente en su artículo 4, que se aplicarán los principios contenidos en dicha Ley para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse. Hemos de indicar, sin embargo, que en las disposiciones adicionales segunda y tercera se contemplan, respectivamente, previsiones sobre competencias en materia de contratación de las Entidades locales y sobre normas específicas de contratación pública referidas a las mismas.


 En definitiva, y a modo de conclusión inicial, la LCSP es también de aplicación a los contratos patrimoniales, y ello porque tanto la LPAP como su Reglamento de desarrollo, imprecisos y con lagunas y vacíos en determinados campos, dejan margen, para el caso de inexistencia de legislación autonómica sobre la materia, para la entrada en juego de algunos de sus preceptos —artículos 115 a 187—, así como también de los principios en ella contenidos. El régimen patrimonial se ha regulado con más deseo y voluntad que con ambición de objetivos, por lo que, hasta tanto no se aborde por el legislador la materia con este diferente enfoque, al igual que se ha hecho con el régimen contractual, la normativa que articula este último estará siempre presente.



2.2.  Aspectos más importantes a tener en cuenta

Pero no podemos cerrar el asunto con esta simple explicación, sino que queremos todavía ser más precisos en relación a varios aspectos fundamentales que afectan a las relaciones jurídicas, negocios y contratos vinculados al ámbito del dominio público y patrimonial.

1ª. Autorizaciones y concesiones demaniales.

a) Condiciones para ser titular.

Las previsiones normativas sobre el particular son muy escasas pero, a los efectos que aquí interesan, creemos que suficientes. A tenor de lo dispuesto en el artículo 92.1 de la LPAP, pueden ser titulares de las autorizaciones aquellos que reúnan las condiciones requeridas. Habrá que estar, en consecuencia, a lo dispuesto en el correspondiente condicionado que articule su otorgamiento para saber de las exigidas a los mismos, sirviendo de referencia, aunque sean actos administrativos y no contratos, lo dispuesto en la LCSP, especialmente en todo lo relativo a la concesión, por ser un título de ocupación más potente y reforzado que la licencia y, por tal razón, precisa de un similar condicionado al de los contratos típicos.

b) Prohibiciones para contratar.

Conforme al artículo 94 de la LPAP, en ningún caso podrán ser titulares de concesiones sobre bienes y derechos demaniales en quienes concurra alguna de las prohibiciones de contratar reguladas en la LCSP. Tal es la contundencia del mandato que si, con posterioridad al otorgamiento, el titular incurriese en alguna de ellas se producirá la extinción de la concesión.

c) Procedimiento de adjudicación.

En cuanto al procedimiento de adjudicación se refiere, será el resultante de la legislación patrimonial, tanto estatal como autonómica.

La LPAP contiene las siguientes previsiones al particular:








	Negocio jurídico
	Forma de contratación



	
Autorización

(Art. 92.1 LPAP: precepto básico)


	
Otorgamiento directo

Régimen de concurrencia

Sorteo





	
Concesión

(Art. 93.1: precepto básico)


	
Régimen de concurrencia

Otorgamiento directo







En similares términos se pronuncian los artículos 77 y 78 del RB respecto a las licencias y concesiones, respectivamente.

Tales preceptos deben conectarse con el artículo 131.2 de la LCSP. Establece este que la adjudicación se realizará, ordinariamente, utilizando una pluralidad de criterios de adjudicación y utilizando el procedimiento abierto o restringido.

d) Publicidad.

El RB es poco clarificador en la materia. Únicamente alude, en su artículo 78.2, a que las concesiones se otorgarán previa licitación. Más concreta y contundente es, a los efectos que aquí interesan, la LPAP. Su artículo 96 —de aplicación supletoria a las Entidades locales—, determina, en relación a las autorizaciones y concesiones en régimen de concurrencia, que precisarán, tanto en procedimientos iniciados de oficio como de oficio a petición de particulares, su publicación en el Boletín Oficial del Estado, de la comunidad autónoma o provincia, según cual sea la Administración actuante, sin perjuicio de la posibilidad de utilizar otros medios adicionales de difusión.

Pues bien, en conexión con tales preceptos, y con las previsiones de los artículos 63 y 135.1 de la LCSP, es necesaria también la publicación del anuncio de licitación, para garantizar la total transparencia y el acceso al público a la correspondiente información, en el perfil del contratante. Y decimos que es necesaria, porque el perfil del contratante es el punto de referencia de actividad licitatoria de la entidad, y es precisamente dicha situación la que nos lleva a esta conclusión, recogiendo así el mismo toda la actividad licitatoria, contractual o no, de la entidad. Los licitadores tendrán, de esta manera, una sola ventarse a la que asomarse.

e) Presentación de proposiciones por medios electrónicos.

En cuanto se refiere a las concesiones demaniales, y más concretamente a los procedimientos en régimen de concurrencia, habrá que estar a lo dispuesto, salvo previsión en contrario de la normativa autonómica, en los artículos 78 y siguientes del RB, de los que se infiere, a pesar de su escasa precisión, que las ofertas se presentarán en sobre —artículo 87.7—, determinación que, aunque referida a las concesiones iniciadas a instancia de parte —modo habitual de iniciación del procedimiento y, por tal razón, con una regulación más completa—, sería extensible también a las iniciadas de oficio, por la propia Administración, dando así unidad de tratamiento en lo que atañe a la forma de presentación de las proposiciones. Ello no sitúa en el artículo 80 del RGLCAP. Se establece en este que la documentación se presentará por los licitadores en sobres cerrados, identificándolos, en su exterior, con la indicación de la licitación a la que concurran y firmados por el licitador o la persona que lo represente e identificación del nombre y apellidos o razón social de la empresa.

Respecto a las autorizaciones demaniales, que otorgan un título de ocupación más frágil que la concesión, deberá tenerse en cuenta, además de la correspondiente regulación estatal y autonómica, las previsiones de las Ordenanzas y Reglamentos locales sobre utilización y aprovechamiento de los bienes de tal naturaleza. Buena parte de ellas determinan el procedimiento de concesión. 

No olvidemos que se trata de actos administrativos, y no de contratos y, por tal razón, no deben quedar sometidos, salvo, como decíamos, que la legislación autonómica disponga lo contrario, a las rigurosas exigencias sobre utilización de medios electrónicos prevista en la LCSP —reservadas a los contratos regulados en la misma—. Son también válidas las razones esgrimidas más adelante respecto a los contratos patrimoniales.

f) Protección de datos de carácter personal.

El Reglamento General de Protección de Datos UE 2016/79, de 27 de abril, del Parlamento Europeo y del Consejo es determinante al respecto. Conforme a su artículo 6.1.a), se precisa el consentimiento del interesado para el tratamiento de sus datos personales necesarios gestionar su solicitud.

Será en esta o, en su caso, en la convocatoria o pliego de cláusulas administrativas particulares, a través de la inclusión de una cláusula específica, en la que se informe al solicitante de las prevenciones a que alude el artículo 13.

2ª Contratos patrimoniales.

a) Reenvíos de la legislación patrimonial a la de contratos y viceversa.

La técnica de los reenvíos de la legislación patrimonial a la de contratos o de esta última a la patrimonial evidencia, de una parte, el carácter no preferencial para el legislador de la contratación patrimonial sobre la contratación regulada en la LCSP y, de otra parte, y como consecuencia de lo indicado, la insuficiente regulación de la legislación patrimonial para cubrir todos los aspectos regulados en la misma. Y ello es así porque los contratos a que se refiere la primera, especialmente los de obras, servicios y suministros, constituyen el núcleo fundamental de la contratación pública, con asignación a ellos de la mayor parte de los recursos económicos de las diferentes Administraciones, circunstancia que ha venido arrastrando al legislador a fijar su atención, con carácter preferencial, en este tipo de contratos, con el fin de establecer las mayores cautelas y garantías para su correcta aplicación, en detrimento siempre de otras relaciones contractuales que no suponen esa importante asignación de recursos. Esto supone, a la postre, un estrepitoso fracaso del legislador, en cuanto representa la renuncia a la creación de dos regímenes jurídicos, el contractual y el patrimonial, perfectamente diferenciados, sin interferencias que los confundan y generen inseguridad jurídica.

Esta situación obliga, como no puede ser de otra manera, a cubrir los vacíos o lagunas de la legislación patrimonial, que, aunque definida en sus aspectos más fundamentales, tanto sustantivos como procedimentales, no deja de aflorar en su articulado significativas carencias. La LCSP se convierte, pues, en un importante referente, dentro del escalonamiento normativo que más adelante detallamos, para solventar este problema. Sin embargo, no todo parece así de claro y preciso, sino de más complicada solución. Así lo ha puesto de relieve los dos siguientes informes. El informe 25/2008, de 29 de enero de 2009, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa entiende que «… el régimen jurídico aplicable a los procedimientos y formas de adjudicación de los contratos patrimoniales celebrados por una entidad local como consecuencia de quedar los mismos excluidos del ámbito de aplicación de la Ley de Contratos del Sector Público, es el que resulta de las normas establecidas en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas y de las normas que la complementan y, en especial, por el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, así como, en su caso, por las normas promulgadas sobre tal materia por las Comunidades Autónomas respecto de las normas declaradas no básicas, siendo de aplicación las normas sobre preparación y adjudicación de contratos de la Ley 30/2007, cuando la las normas patrimoniales así lo expresen». Por el contrario, el informe 10/2017, de 27 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón, concluye en sentido inverso. Sostiene esta que «La adjudicación de los contratos patrimoniales se rige por sus normas específicas. Como puso de relieve esta Junta en sus informes 4/2009, de 15 de abril, y 10/2010, de 15 de septiembre, conforme al artículo 4.1.p) TRLCSP, los "contratos patrimoniales" —entendiendo por tales aquellos contratos regulados en la normativa patrimonial de las Administraciones Públicas— están excluidos de la aplicación del TRLCSP y esa exclusión hace que los reenvíos de las normas patrimoniales a las disposiciones de la normativa de contratación pública resultan en la práctica carentes de efectividad.»

El asunto no es una cuestión menor, sino de capital importancia, ya que existen reenvíos de la legislación patrimonial local a la contractual en todos los contratos onerosos de la expresada naturaleza: adquisiciones —artículo 11.1 del RB—, arrendamientos —artículo 92.1 del RB y 83 del TRRL— y enajenaciones —artículo 112.1 del RB—.

La respuesta a este complejo laberinto ha de venir de la superación del actual orden jurídico, con el adecuado desarrollo normativo del régimen patrimonial por parte de las Comunidades Autónomas. Mientras estas no proporcionen a las Entidades locales un régimen patrimonial completo, estaremos siempre en un mar de confusión, con continuos problemas de interpretación para los operadores locales. El régimen patrimonial debe tener la misma categoría y entidad normativa que la de los contratos típicos, y dejar de ser, de una vez, uno de los grandes ignorados del legislador autonómico. Únicamente las Comunidades Autónomas de Andalucía, Aragón, Cataluña y Navarra disponen de una legislación patrimonial acorde con la importancia de la materia, pero ni siquiera esta cierra adecuadamente la misma. Hasta tanto eso ocurra, y a la vista de la nueva redacción del artículo 26.2 de la LCSP, que parece clarificar algo la cuestión, procedería la aplicación de la normativa patrimonial existente —estatal o autonómica—, y solo, en defecto de esta, las previsiones contenidas en los artículos 115 a 187 de la LCSP. La Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón fue una adelantada en esta materia y trazó muy bien el camino a seguir.

b) Capacidad para contratar.

Otro asunto de particular interés es el relativo a la capacidad para realizar negocios jurídicos con la Administración en el ámbito patrimonial. Su regulación está contenida en los artículos 22.1, 79.1 y 95.1 del RGLPAP —de aplicación supletoria a las Entidades locales— en lo relativo, respectivamente, a la adquisición, explotación y enajenación de bienes y derechos patrimoniales, determinándose en todos ellos que podrán concertarlos las personas físicas y jurídicas que gocen de capacidad de obrar de acuerdo con lo previsto en el Código Civil. Precisan también dichos preceptos que, cuando tales negocios se realicen por concurso, podrán recogerse en el pliego de condiciones particulares otros requisitos adicionales a exigir al titular del bien, al adjudicatario del aprovechamiento o al adquirente, en atención al objeto del concurso y, en este último caso, a los fines perseguidos con el mismo.

No genera problema alguno de identificación y tratamiento de las personas físicas y jurídicas, cuya regulación está contenida en los artículos 29 a 39 del CC —integradas estas últimas, a tenor del artículo 35, por corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés público reconocidas por la ley, así como por asociaciones de interés particular, sean civiles, mercantiles o industriales, a las que la ley conceda personalidad propia, independiente de la de cada uno de los asociados—. Tanto las unas como las otras son titulares, por así reconocerlo el Ordenamiento jurídico, de derechos y obligaciones. Carecen, por el contrario, de personalidad jurídica aunque, por reconocimiento también del Ordenamiento jurídico, disponen de capacidad de obrar, es decir de facultades para el ejercicio de derechos y obligaciones o, en otras palabras, para actuar jurídicamente, el siguiente grupo:


	
—  Las Comunidades de Bienes —conjunto de bienes o derechos que pertenecen pro indiviso a varias personas: artículo 392 del CC—: carecen de personalidad jurídica, aunque cuentan con capacidad de obrar en el tráfico jurídico, especialmente en materia tributaria y de seguridad social —artículos 35.4 de la LGT y 18.3 del TRLGSS, respectivamente—. (1) Se concluye de ello que las comunidades de bienes no disponen de personalidad jurídica distinta de la de sus componentes, es decir de las personas naturales que la integran, pero tienen la capacidad de obrar que les reconoce el Ordenamiento jurídico. Es precisamente esta capacidad de obrar la que les faculta para licitar en los contratos patrimoniales. El informe n.o 10/2010, de 15 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón es concluyente al respecto. Tras señalar en su Consideración Jurídica tercera que «... en el condominio hay una pluralidad de sujetos que se confunden en una unidad, sin constituir una persona jurídica, y que requiere para la disposición del bien —enajenación— la unanimidad de los partícipes, según se deduce, a contrario sensu, de lo dispuesto en el artículo 398 del Código Civil, (2) » indica a continuación «... que las normas de capacidad de obrar en los contratos patrimoniales, al igual que en el resto de los contratos del sector público, son las propias de los ordenamientos civil y mercantil, y el ordenamiento civil sí que reconoce capacidad de obrar a la comunidad de bienes, cuando actúa por acuerdo unánime de los copropietarios, para la enajenación de los bienes que le pertenecen.»



	
—  Las Sociedades Civiles —contrato por el cual dos o más personas se obligan a poner en común dinero, bienes o industria, con ánimo de partir entre sí las ganancias: artículo 1665 del CC—: carecen de personalidad jurídica aquellas cuyos pactos se mantengan secretos entre los socios y en que cada uno de estos contrate en su propio nombre con los terceros. En tal caso estas sociedades se regirán por las disposiciones relativas a la comunidad de bienes —artículo 1669 CC—.

	
—  Las Uniones Temporales de Empresas: disponen de capacidad para desarrollar o ejecutar una obra, servicio o suministro concreto, dentro o fuera de España, así como para desarrollar o ejecutar obra y servicios complementarios y accesorios del objeto principal —artículos 7.2 y 8 b) de la LUTE—.Sobre las enajenaciones, GOSÁLBEZ PEQUEÑO (3)  afirma que no pueden participar en los procedimientos de enajenación de bienes de titularidad pública las agrupaciones lícitas de personas o bienes a las que nuestro Derecho Positivo no les reconoce una personalidad jurídica propia e independiente de cada uno de sus miembros. Más concretamente, y en lo que atañe a las Uniones Temporales de Empresas, señala que dichas entidades sin personalidad jurídica no pueden ser adquirentes, mediante contrato de enajenación, de un bien patrimonial, y ello por las dos siguientes razones: primera, porque la habilitación establecida en la legislación contractual, con un objetivo principal —posibilitar la participación de las pequeñas y medianas empresas en los contratos públicos—, no concurre ni puede concurrir en la enajenación del patrimonio público, y segunda, que haría falta una habilitación similar a la establecida en la legislación contractual para que las Uniones Temporales puedan ser adquirentes de los bienes públicos.



	
—  Las Herencias Yacentes —masas patrimoniales que, con la muerte del causante, quedan sin titular hasta que, mediante su aceptación, pasen a propiedad de los herederos—: disponen igualmente de capacidad de obrar en materia fiscal y tributaria —artículo 35.4 de la LGT—, así como para ser parte en los procesos ante los tribunales civiles —artículo 6.1.4º de la LEC—.



Por lo que se refiere a la capacidad de obrar, la misma habilita a la persona, tal y como se ha indicado, para el ejercicio de los derechos y obligaciones que le reconoce el Ordenamiento jurídico. Conforme al CC, tienen limitada la capacidad de obrar las personas sujetas a tutela, curatela o guarda de hecho —artículos 222 y siguientes en relación con el 1263 y siguientes—.

c) Prohibiciones para contratar.

Sobre la aplicación, a los contratos privados de la Administración, de las prohibiciones de contratar previstas en el artículo 71 de la LCSP, existen diversidad de criterios y opiniones. El informe 25/2008, de 29 de enero de 2009, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, con anterioridad citado, sostiene: «… podemos afirmar que las normas contenidas en la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas, su Reglamento de aplicación y el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, se complementan por así disponerlo los artículos que se han citado, con la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas hasta su derogación y posteriormente por la Ley de Contratos del Sector Público, pero esta no por resultar de aplicación directa, sino en tanto en cuanto regulan aspectos concretos de desarrollo del procedimiento de adjudicación sin las cuales aquellas normas no podrían ser aplicadas. Lo contrario nos llevaría a una conclusión absurda como es que una persona física o jurídica que conforme a lo dispuesto en los artículos 49 y 50 de la Ley de Contratos del Sector Público se encontrase en una situación de prohibición de contratar, por una interpretación rigurosa del artículo 4.1, letra p), podrían sin límite ser adjudicatario de un contrato patrimonial al no aplicarse tal Ley, situación que no se producía durante la vigencia de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas al aplicarse la misma a tales supuestos. Es evidente que tal no ha sido la voluntad del legislador…». A igual conclusión llega el informe 6/2014, de 28 de abril de 2015, de la Junta Consultiva de Contratación Pública de Andalucía, emitido en respuesta a consulta sobre la adquisición de unos terrenos para su adscripción al patrimonio público de suelo. Señala este que continúan vigentes las remisiones de la legislación patrimonial al TRLCSP, en aplicación del apartado segundo del artículo 4, resultando de ello que las prohibiciones no se encuentran reguladas en la legislación patrimonial, por lo que son de aplicación las tasadas en el TRLCSP. Puede oponerse a uno u otro el informe 9/2017, de 26 de julio, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón. Concluye el mismo que «la exclusión con carácter general de los contratos patrimoniales en el TRLCSP, como consecuencia de la Directiva 2014/24, de 26 de febrero, tiene como consecuencia que no son de aplicación a los mismos las prohibiciones de contratar del artículo 60 del TRLCSP». Precisa, sin embargo, un informe anterior de esa misma Junta Consultiva, el 4/2009, de 15 de abril, con similar conclusión a la expuesta, que «… es posible argumentar, sobre la base de los referidos principios del artículo 8 LPAP que no existe óbice jurídico para que, a través de los pliegos de condiciones que han de regir la adjudicación de estos contratos patrimoniales, se establezcan de forma motivada previsiones, a modo de supuestos de exclusión, equivalentes al cuadro de prohibiciones de la LCSP siempre que no resulten desproporcionadas, ni tengan por efecto una discriminación no justificada, y atiendan a la concreta naturaleza y características del contrato en particular así como a garantizar los principios de igualdad y objetividad en la concurrencia del procedimiento de adjudicación». Por nuestra parte, a la vista de la redacción del apartado 2 del artículo 26 de la LCSP, que parece aportar algo de claridad en la materia, nos inclinamos por la aplicación, ante la falta de normas específicas en la legislación patrimonial para la adquisición de bienes inmuebles y explotación de bienes y derechos patrimoniales, de las prohibiciones de contratar contempladas en el artículo 71 —en cuanto resulten compatibles con este específico negocio jurídico—, y no así para las enajenaciones de bienes inmuebles patrimoniales, por disponer de previsiones normativas al respecto.

d) Solvencia económica y financiera y profesional o técnica.

Deberá exigirse aquella solvencia que mejor se adapte a las características del contrato y garantice su total cumplimiento. Sobre este particular, los artículos 22.1, 79.1 y 95.2 del RGLPAP establecen para las adquisiciones onerosas, explotaciones de bienes y enajenaciones de estos, respectivamente, la posibilidad de recoger en los pliegos de condiciones particulares requisitos adicionales que se exijan a los adjudicatarios en atención al bien o derecho objeto del concurso o, para el caso de las enajenaciones, a los fines públicos perseguidos con el mismo.

e) Procedimiento de adjudicación.

En cuanto al procedimiento de adjudicación, será el resultante de la legislación patrimonial, tanto estatal como autonómica.

La normativa estatal contiene las siguientes previsiones al particular:









	Negocio jurídico
	Forma de contratación
	Procedimiento de adjudicación




	
Adquisición de inmuebles

(Art. 116.4 LPAP)


	Concurso
	Abierto
	Restringido



	Adjudicación directa
	 
	 



	
Explotación de bienes y derechos patrimoniales

(Art. 107.1 LPAP: precepto básico)


	Concurso
	Abierto
	Restringido



	Adjudicación directa
	 
	 



	
Enajenación de inmuebles

(Art. 80 TRRL,

112.2 RB, 137.1 de la LPAP y 109 RGLPAP)  (4) 


	Subasta
	 
	 



	Permuta
	 
	 



	Concurso
	Abierto
	Restringido



	Adjudicación directa
	 
	 





En caso de silencio de una u otra normativa, estatal o autonómica —que también contempla el procedimiento negociado—, podrá acudirse, conforme a lo ya indicado, a la normativa contractual, que prevé los siguientes:


	
—  Procedimiento abierto —contiene también una versión simplificada—. Todo empresario podrá presentar una proposición, quedando excluida toda negociación de los términos del contrato con los licitadores —artículo 156.1 de la LCSP—.

	
—  Procedimiento restringido. Solo podrán presentar proposiciones aquellos empresarios que, a su solicitud y en atención a su solvencia, sean seleccionados por el órgano de contratación —artículo 160.2 de la LCSP—.

	
—  Procedimiento negociado —con y sin publicidad—. La adjudicación recaerá en el licitador justificadamente elegido por el órgano de contratación, tras negociar las condiciones del contrato con uno o varios candidatos —artículo 166.1 de la LCSP—.

	
—  Diálogo competitivo. La mesa especial de diálogo competitivo dirige un diálogo con los candidatos seleccionados, previa solicitud de los mismos, a fin de desarrollar una o varias soluciones susceptibles de satisfacer las necesidades y que servirán de base para que los candidatos elegidos presenten su oferta —artículo 172.1 de la LCSP—.

	
—  Asociación para la innovación. Tiene como finalidad el desarrollo de productos, servicios u obras innovadores y la compra ulterior de los suministros, servicios u obras resultantes, siempre que correspondan a los niveles de rendimiento y a los costes máximos acordados entre los órganos de contratación y los participantes —artículo 177.1 de la LCSP—.



No serían de aplicación a los contratos patrimoniales, por razón de incompatibilidad con sus propias previsiones, el procedimiento abierto simplificado ni tampoco los procedimientos de diálogo competitivo y asociación para la innovación.

f) Formulación del pliego de condiciones.

Los artículos 28, 83 y 97 del RGLPAP imponen, para la adquisición, aprovechamiento y enajenación de bienes patrimoniales, respectivamente, la formulación del correspondiente pliego de condiciones, y ello siempre que tales operaciones jurídicas se lleven a cabo por concurso o, en el caso de las enajenaciones, también por subasta.

No se impone tal obligación para las adquisiciones directas —artículo 27 del RGLPAP—, ni tampoco para los aprovechamientos y enajenaciones directas de bienes patrimoniales —artículos 82 y 94 de dicha disposición reglamentaria, respectivamente—, para los que se exige la aportación al expediente de una serie de documentos relacionados con el concreto negocio jurídico a realizar. Ello no impide que se incorporen los mismos al procedimiento, sobre la base de la siguiente traza argumental:


	
—  Que existe un marcado paralelismo o correspondencia entre la adjudicación directa prevista en la legislación patrimonial, en el que, como se indicado, no se exigen tales pliegos, y el procedimiento negociado sin publicidad contenido en la LCSP, en el que sí se impone su formulación. Tal es así que parte de la legislación patrimonial autonómica local, al regular el procedimiento de adjudicación para la adquisición onerosa de bienes o el aprovechamiento de bienes patrimoniales, alude al procedimiento negociado y no a la adjudicación directa. En los Capítulos III y V de esta obra se puede constatar dicho extremo.

	
—  Que la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, en informe 10/2010, de 15 de septiembre, emitido en relación al procedimiento negociado previsto en el artículo 17.3 del Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón, subraya que, a pesar de la exclusión de los contratos patrimoniales de la LCSP, dicha exclusión no significa que no sea necesario la elaboración de un pliego de condiciones de ejecución del contrato. Señala el mismo, en la Consideración Jurídica segunda, que «la lógica del procedimiento negociado aconseja la aplicación analógica de las reglas del artículo 93 LCSP, que regula la iniciación y el contenido del expediente de contratación y que exige la incorporación al expediente del pliego de cláusulas administrativas particulares y del de prescripciones técnicas que hayan de regir el contrato.» Concluye su argumentación de la siguiente forma: «En definitiva, de cara a preservar la esencia del procedimiento de enajenación, y en ausencia de regulación específica, debe existir en el expediente un "pliego de condiciones" que defina y determine el objeto del contrato, su régimen jurídico, sus efectos, duración del contrato, criterios de negociación (en el procedimiento negociado), pago del inmueble, cumplimiento y extinción, especificación del régimen fiscal (sujeción al Impuesto del Valor Añadido o al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados); y contener los pactos o condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del contrato, y las demás menciones que sean necesarias para el buen fin del contrato.»

	
—  Que la emergencia del pliego en cualquiera de dichos procedimientos patrimoniales de adjudicación directa en ningún caso le hace incompatible con los mismos, siempre y cuando se observen las determinaciones específicas previstas para ellos.



g) Mesas de contratación.

Sobre este asunto habrá que estar a lo dispuesto en el apartado 7 de la disposición adicional segunda de la LCSP, que no genera problema alguno de interpretación. Únicamente indicar, en orden a la constitución de la Mesa, que dicha previsión no queda afectada, tal y como señala el artículo 326.5, por la contemplada en este, relativa a que no podrán formar parte de la Mesa el personal que haya participado en la redacción de la documentación técnica del contrato de que se trate. Y ello es así porque, en caso contrario, y dada la escasez de medios personales en las Entidades locales, no podrían constituirse las mismas en la mayoría de ellas. Tal situación no es óbice para que, en aquellas de mayor tamaño, con medios personales suficientes, pueda observarse la mencionada previsión, y procurar así la máxima separación entre la fase preparatoria y de adjudicación del contrato —objetivo principal pretendido—.

h) Publicidad de las licitaciones.

La normativa patrimonial no alude a un específico medio de difusión para la adquisición, explotación o enajenación de bienes, sino a la necesidad de dar publicidad a la correspondiente convocatoria —artículos 29, 84 y 103 del RGLPAP, respectivamente, aplicables a las Entidades locales de manera supletoria—, lo que conlleva la facultad de estas, en orden a hacer factible y real la concurrencia, para determinar el concreto medio a utilizar. El BOP se alzaría como el medio más acreditado y solvente para dar cumplimiento a las referidas finalidades.

Ello no obsta a la utilización, con el fin de reforzar la difusión, de otros medios complementarios, tal y como podría ser el tablón de anuncios o la página web municipal, aunque es quizá la inserción en el perfil del contratante, previsto en la LCSP para los contratos regulados en la misma, y con el riguroso y exigente régimen jurídico que a continuación se indica, el que mejor se adapta a las finalidades pretendidas. Según su artículo 63, el perfil pretende asegurar la transparencia y el acceso al público, a través de internet, a la información relativa a la actividad contractual de los órganos de contratación. En los pliegos y documentos equivalentes, así como en los anuncios de licitación en todos los casos, deberá hacerse constar la forma de acceso al mismo. Más adelante, el artículo 135.1 señala que el anuncio de licitación para la adjudicación de los contratos de las Administraciones públicas, a excepción de los procedimientos negociados sin publicidad, se publicará en el perfil del contratante. El incumplimiento de tal obligación será causa, conforme al artículo 39.2.c), de nulidad de los contratos celebrados por los poderes adjudicadores.

i) Presentación de proposiciones por medios electrónicos.

La LPAC y LRJSP representan la más decida apuesta de transformación de la Administración, convirtiendo esta en electrónica, en plenamente digital, con supresión del papel en las diferentes fases del procedimiento. Pero esto no es algo novedoso, sino el final de un camino por el que ya se venía transitando. La contratación no resulta ajena a este proceso, imponiendo la LCSP la presentación de ofertas y solicitudes de participación con utilización de medios electrónicos —apartado tercero de la disposición adicional decimoquinta—. También la LPAP y su Reglamento de desarrollo apuntan en igual dirección. Concretamente, el artículo 33.1 de este último se refiere a la adquisición de bienes inmuebles o derechos mediante licitación con empleo de medios electrónicos. Por su parte, el artículo 137.1 de la Ley, referente a la enajenación, señala que podrá acudirse al sistema de subasta electrónica. De igual manera, el artículo 93.3 de dicha norma reglamentaria, referido también a la enajenación a través del procedimiento de subasta, señala que en la subasta de bienes y derechos de la Administración General del Estado mediante procedimientos electrónicos, informáticos o telemáticos, se seguirá el procedimiento que se acuerde por orden del Ministerio de Economía y Hacienda. Más adelante, los artículos 108.a) y 112.c), relativos a la enajenación por subasta y concurso, respectivamente, determinan que en la convocatoria se señalará la modalidad seleccionada, con indicación, entre otros particulares, del registro ante el que podrá presentarse la documentación requerida o los medios telemáticos admitidos.

Pero esta primera reflexión no debe llevarnos a concluir que, en la gestión patrimonial, el procedimiento de adjudicación es totalmente electrónico, con eliminación absoluta del papel, sino solo en aquellas fases del mismo que las diferentes normas o decisiones corporativas así lo amparen, conciliando adecuadamente unas y otras, y ello por las dos razones principales que pasamos a exponer:


	
—  Los licitadores que concurren a dichos contratos no son, en la mayor parte de los casos, empresas, con estructura consolidada de esta naturaleza, sino particulares interesados en un determinado negocio jurídico patrimonial con la Administración pública, agotándose la relación establecida, también en la mayor parte de los casos, con la entrega o recepción del bien.Sobre ese asunto hemos de indicar que, conforme al artículo 14.2 de la LPAC, están obligados a relacionarse electrónicamente con la Administración determinados sujetos —personas jurídicas, entidades sin personalidad jurídica, quienes representen a un sujeto que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la Administración, etc.—, pudiendo, además, las Administraciones establecer reglamentariamente la obligación de relacionarse con ellas por medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros medios quede acreditado que tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios, sin que tal obligación pese, en los términos expuestos, sobre estos licitadores.



	
—  La imposición de un procedimiento totalmente electrónico traería consigo, antes que un beneficio para la Administración o ventaja para los particulares, una restricción de la concurrencia, en cuanto que los posibles interesados, abrumados por tantas exigencias y requisitos formales, y carentes, en la mayor parte de los casos, por su condición de personas físicas, del soporte técnico preciso, huirían despavoridos, como conejo acosado, de las licitaciones patrimoniales, con el consiguiente perjuicio económico para aquella. El procedimiento electrónico debe quedar reservado para operaciones de cierta entidad o relevancia económica, tal y como pudieran ser las relacionadas con el patrimonio público de suelo, en las que los previsibles licitadores sean personas jurídicas o físicas con capacidad económica y técnica suficientes.



j) Protección de datos de carácter personal.

La LCSP es bastante concluyente en cuanto a la observancia de la normativa en materia de protección de datos de carácter personal. Determina en su apartado primero de la disposición adicional vigésima quinta que, para los contratos regulados en dicha Ley que impliquen el tratamiento de datos de carácter personal, deberá respetarse en su integridad la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y su normativa de desarrollo.

Debemos preguntarnos si la mencionada normativa es también de aplicación a los contratos privados celebrados por la Administración. Para encontrar la respuesta hemos de acudir al Reglamento General de Protección de Datos UE 2016/79, de 27 de abril, del Parlamento Europeo y del Consejo —de aplicación directa a los Estados miembros de la Unión Europea, sin necesidad, al no tratarse de una directiva, de norma alguna de trasposición—, concretamente a su artículo 13, en el que se establece dicha obligación para los contratos celebrados por las Administraciones Públicas, sin distinción de cuál sea su naturaleza. Respecto al medio para trasladar la información a los licitadores a que alude dicho precepto, se considera que debe ser el pliego de cláusulas administrativas particulares, a través de una cláusula informativa específica.






	 (1) 

	Las Comunidades de Propietarios de la LPH encuentran su fundamento jurídico en las Comunidades de Bienes del CC, careciendo, igualmente, conforme a la LPH referenciada, de personalidad jurídica propia, aunque les reconoce capacidad de obrar. El ejemplo más claro lo encontramos en su artículo 13.3, que otorga legalmente al Presidente de la misma capacidad para representar a la Comunidad, en juicio y fuera de él, en los asuntos que la afecten.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	El expresado informe núm. 10/2010, de 15 de septiembre, de la Junta de Contratación Administrativa de la Comunidad Autónoma de Aragón, se hace eco también de la STS de fecha 28 de marzo de 1990, que subraya que «... la falta de capacidad de contratar de los partícipes de la comunidad cuando no hay unanimidad, como falta de consentimiento, requisito que, unido al objeto cierto y a la causa de la obligación, son los necesarios para la existencia de todo contrato.»


	 Ver Texto 




	 (3) 

	GOSÁLBEZ PEQUEÑO, Humberto, Régimen jurídico general de la enajenación del «patrimonio privado» inmobiliario de la Administración Pública, Ediciones Lex Nova, Valladolid 2002, págs. 71 y 72.
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	 (4) 

	Las formas de concurso y adjudicación directa, previstas para las enajenaciones de inmuebles, serán aplicables a las Entidades locales por aplicación supletoria de la LPAP y su Reglamento General de desarrollo.


	 Ver Texto 










Capítulo II Concepto y clasificación de los bienes






1. Concepto de patrimonio


 Como cualquier persona, física o jurídica, pública o privada, las Entidades locales pueden disponer de patrimonio para el cumplimiento de sus fines. El soporte normativo lo encontramos ya en el CC. Su artículo 29 establece, respecto a las personas naturales, que el nacimiento determina la personalidad. Es por ello por lo que, a partir de ese momento, dichas personas son objeto de derechos y obligaciones. Por su parte, el artículo 38 prevé que las personas jurídicas pueden adquirir y poseer bienes de todas clases, así como contraer obligaciones y ejercitar acciones civiles o criminales, conforme a las leyes y reglas de su constitución.

Pero es la LPAP la que determina en qué consiste el patrimonio de la Administración pública. Según su artículo 3.1 —considerado de carácter básico—, el patrimonio de las Administraciones públicas está constituido por el conjunto de sus bienes y derechos, cualquiera que sea su naturaleza y el título de su adquisición o aquel en virtud del cual les hayan sido atribuidos. El artículo 79.1 de la LRBRL va más lejos en la determinación del patrimonio de las Entidades locales, pues, además de los bienes y derechos, señala que el mismo está constituido también por las acciones que les pertenezcan. A este particular, MIRÓ MIRÓ (1)  señala «… la acción no es más que un derecho ex novo que tiene el titular de un derecho para obtener su reconocimiento y protección. Estas acciones así concebidas se integran, igualmente, en el patrimonio de las personas y, en consecuencia, en el de las entidades locales. No obstante, no hay que olvidar que todas las acciones no tienen trascendencia patrimonial, solamente tendrán esta naturaleza aquellas que vayan referidas a un derecho de carácter económico y únicamente éstas serán las que podrán integrarse en aquél».

La LPAP se ha preocupado incluso de acotar en un sentido negativo el patrimonio de las Administraciones públicas. Establece en su artículo 3.2 —considerado también de carácter básico—, que no se entenderán incluidos en su patrimonio el dinero, los valores, los créditos y los demás recursos financieros de su hacienda ni, en el caso de las entidades públicas empresariales y entidades análogas dependientes de las Comunidades Autónomas o Corporaciones Locales, los recursos que constituyen su tesorería.

Para JIMÉNEZ HERNÁNDEZ (2)  el patrimonio local tiene, además de este concepto descriptivo, comprensivo del inventario de todos los bienes, derechos y acciones de la Entidad local, sean de dominio público o patrimoniales, el de recurso de la Hacienda local, derivado del artículo 3.2 del TRLRHL, que engloba los recursos o ingresos presupuestarios de la Entidad local, es decir, los de derecho privado o de naturaleza patrimonial, dejando a salvo los que puedan generar los bienes de dominio público, y el contable, resultante de las Instrucciones de Contabilidad, referido a las variaciones del activo y del pasivo entre principio y fin de ejercicio económico, para concretar el líquido patrimonial.






	 (1) 

	MIRÓ MIRÓ, Romá, El Régimen Jurídico del Patrimonio de las Entidades Locales, Bayer Hnos, Barcelona 2010, pág. 30.


	 Ver Texto 




	 (2) 

	JIMÉNEZ HERNÁNDEZ, Antonio, El patrimonio local —obra incluida en la colección «El Manual del Alcalde»—, Banco de Crédito Local, Madrid 1989, págs. 9 a 13.
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2. Clasificación de los bienes


 2.1.  Clases de bienes

El CC contiene ya una clasificación de los bienes de las Entidades locales. Sus artículos 343 y 344 se refieren a los bienes de uso público y patrimoniales:


Artículo 343. Los bienes de las provincias y de los pueblos se dividen en bienes de uso público y bienes patrimoniales.

Artículo 344. Son bienes de uso público, en las provincias y los pueblos, los caminos provinciales y los vecinales, las plazas, calles, fuentes y aguas públicas, los paseos y las obras públicas de servicio general, costeadas por los mismos pueblos o provincias.

Todos los demás bienes que unos y otros posean, son patrimoniales y se regirán por las disposiciones de este Código, salvo lo dispuesto en leyes especiales.



La distinción que realizan los citados preceptos del CC, entre bienes de uso público y patrimoniales, ha quedado superada por las previsiones contenidas en la LPAP y, sobre todo, en la LRBRL. El artículo 4 de la primera Ley citada, considerado de aplicación general, clasifica a los bienes que integran el patrimonio de las Administraciones públicas como de dominio público o demaniales y de dominio privado o patrimoniales. Por su parte, el artículo 79.2 de la LRBRL clasifica a los bienes de las Entidades locales como de dominio público o patrimoniales. A su vez, el artículo el artículo 5.1 de la LPAP, considerado también de aplicación general, establece dos categorías dentro de los bienes de dominio público, los afectos al uso general o al servicio público. Dichas categorías se recogen también en el artículo 79.3 de la LRBRL.

De los preceptos referidos se desprende que las Entidades locales son titulares de dos clases de bienes, de dominio público —de uso y de servicio público— y patrimoniales. Junto a estos se sitúan los bienes comunales, que son aquellos cuyo aprovechamiento corresponde al común de los vecinos —artículo 79.3 LRBRL— y que solo pueden pertenecer a los municipios y entidades locales menores —artículo 2.4 del RB—. Respecto a la pertenencia o titularidad de bienes por estas últimas, sean de una u otra naturaleza, debe advertirse que, conforme a lo establecido en el artículo 3.2 de la LRBRL, en su redacción dada por la LRSAL, pierden la condición de Entidades locales —aunque perviven como forma de organización desconcentrada—, si bien, conforme a lo previsto en el apartado primero de su disposición transitoria cuarta, mantienen su personalidad jurídica las existentes al momento de la entrada en vigor de dicha Ley, salvo para el caso de no presentación de sus cuentas ante los organismos correspondientes del Estado y de la Comunidad Autónoma, en cuyo caso incurrirán en causa de disolución, con subrogación del Ayuntamiento en todos sus derechos y obligaciones.

2.2.  Bienes de dominio público y comunales

2.2.1.  Bienes de dominio público

El dominio público debe entenderse como aquel conjunto de bienes de la Administración destinados a la atención de funciones públicas. Sobre este particular SÁNCHEZ ISAC (1)  señala: «Desde los primeros tiempos de la atención doctrinal al dominio público se ha conectado la definición del mismo a la afectación a un fin de interés general, uso o servicio público, de modo que tal afectación es una de las notas fundamentales de la aparición de la institución demanial». Ya más concretamente, el artículo 5.1 de la LPAP, considerado, como decimos, de aplicación general, determina como bienes y derechos de dominio público los que, siendo de titularidad pública, se encuentren afectados al uso general o al servicio público, así como aquellos a los que una ley otorgue expresamente el carácter de demaniales.

Una cuestión que ha venido interesando a la doctrina es la relativa a la naturaleza jurídica del dominio público. Las posiciones mantenidas al particular han sido diversas y, en ocasiones, no exentas de polémica. GONZÁLEZ GARCÍA (2)  ha recogido las posturas predominantes: aquella que considera al demanio como propiedad o aquella otra que lo considera como título de intervención. (3)  Respecto a la primera postura, señala el mismo que «La posición que durante buena parte del siglo XX ha sido mayoritaria sobre la naturaleza del dominio público es la que lo ha reconducido a una manifestación del derecho de propiedad, con ciertas modificaciones derivadas de su servicio a los intereses generales ». En cuanto a la segunda, indica dicho autor que, en la actualidad, la doctrina se inclina por considerar al dominio público como «... un título de intervención de que disponen los poderes públicos para conseguir garantizar el destino de servicio a los intereses generales del bien».

Respecto a los requisitos que deben de concurrir para considerar un bien como de dominio público, COLOM PIAZUELO (4)  determina los siguientes: elemento subjetivo, el titular del dominio público es un ente público; elemento objetivo, las porciones del suelo, los edificios, los bienes muebles y los incorporales o inmateriales pueden ser objeto del dominio público; elemento finalista, la finalidad pública de los bienes, limitándose en las Corporaciones locales al uso o servicio público; y elemento normativo, la sujeción del bien a un régimen jurídico exorbitante. Pero estos requisitos no son algo que la doctrina haya fijado recientemente. MANUEL BALLBÉ (5)  ya hablaba de los elementos subjetivo, objetivo, teleológico y normativo del dominio público, coincidiendo en sus contenidos con los anteriormente expuestos.

En cuanto al elemento subjetivo, hemos de subrayar que, además de las Administraciones territoriales, los organismos públicos vinculados o dependientes, pueden ser titulares de bienes de dominio público. Señalan los artículos 101.1 y 107.1 de la LRJSP —de aplicación a las Entidades locales a tenor de lo establecido en el artículo 85.bis.1 de la LRBRL— que los organismos autónomos y las entidades públicas empresariales tendrán, además de un patrimonio propio, el que les adscriban las Administraciones de las que dependan para el cumplimiento de sus fines, realizándose la gestión y administración del conjunto del mismo conforme a lo dispuesto en la LPAP. Sobre la adscripción de bienes y derechos habrá que estar a lo dispuesto en los artículos 73 a 79 de dicha ley patrimonial —de aplicación supletoria a las Entidades locales—. Determina el primero de tales artículos que los bienes y derechos patrimoniales de la Administración General del Estado podrán ser adscritos a los organismos públicos dependientes de la misma para su vinculación directa a un servicio de su competencia, o para el cumplimiento de sus fines propios. En ambos casos, la adscripción llevará implícita la afectación del bien o derecho, que pasará a integrarse en el dominio público, sin que la misma altere la titularidad sobre el bien. Respecto a los consorcios, establece el artículo 122.5 de la LRJSP, que se regirán por las normas patrimoniales de la Administración pública de adscripción, pudiendo disponer igualmente, de bienes de dominio público.

Por lo que se refiere a los fines de tales bienes, que es, en definitiva, el centro principal de interés, la LRBRL distingue, como decíamos, entre bienes destinados al uso y al servicio público. En los artículos 74 del TRRL y 3 y 4 del RB se relacionan los que tienen uno u otro destino. Según el artículo 3.1. de este último, son bienes de uso público local los caminos, calles, paseos, parques, aguas de fuentes y estanques, puentes y demás obras públicas de aprovechamiento o utilización generales cuya conservación y policía sean de la competencia de la Entidad local. Por su parte, el artículo 4 de dicha norma reglamentaria considera bienes de servicio público los destinados directamente al cumplimiento de fines públicos de responsabilidad de las Entidades locales, tales como Casas Consistoriales, Palacios Provinciales y, en general, edificios que sean de las mismas, mataderos, mercados, lonjas, hospitales, hospicios, museos, montes catalogados, escuelas, cementerios, elementos de transporte, piscinas y campos de deporte, y, en general, cualesquiera otros bienes directamente destinados a la prestación de servicios públicos y administrativos. De tales previsiones podemos concluir que la afectación de los bienes al dominio público tiene como objetivo asegurar su uso público o permitir la prestación de un servicio público.

La naturaleza demanial del suelo arrastra, en consonancia con la previsión establecida en el artículo 12.2 del TRLSRU —referente al contenido y facultades del derecho de propiedad—, al subsuelo y vuelo. Así lo confirma expresamente el artículo 20 del TRLRHL, que establece la posibilidad de establecer tasas por la utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público local, en el que se incluye, además del suelo, el subsuelo y el vuelo. Sobre este particular, la STS de fecha 8 de febrero de 2000 declara en su Fundamento de Derecho quinto: «... el aprovechamiento del suelo, vuelo o subsuelo de las vías públicas municipales ha sido siempre objeto de tributación, por formar parte del demanio local». Es preciso dejar bien claro y sentado este extremo, sobre todo por lo que más adelante se dirá en cuanto a la posibilidad de desafectación de algunas de las superficies superpuestas de un inmueble.

Por lo que se refiere a los principios que han de regir la gestión y administración de los bienes y derechos demaniales por las Administraciones públicas, el artículo 6 de la LPAP —considerado de carácter básico—, determina lo siguiente:


6. Principios relativos a los bienes y derechos de dominio público. La gestión y administración de los bienes y derechos por las Administraciones públicas se ajustarán a los siguientes principios:

a) Inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad.

b) Adecuación y suficiencia de los bienes para servir al uso general o al servicio público a que estén destinados.

c) Aplicación efectiva al uso general o al servicio público, sin más excepciones que las derivadas de razones de interés público debidamente justificadas.

d) Dedicación preferente al uso común frente a su uso privativo.

e) Ejercicio diligente de las prerrogativas que la presente Ley u otras especiales otorguen a las Administraciones públicas, garantizando su conservación e integridad.

f) Identificación y control a través de inventarios o registros adecuados.

g) Cooperación y colaboración entre las Administraciones públicas en el ejercicio de sus competencias sobre el dominio público.



2.2.2.  Bienes comunales

El origen de los bienes comunales hay que buscarlo en la Edad Media, durante la Reconquista. Con el fin de hacer más atractiva la repoblación de los territorios conquistados, los reinos cristianos otorgaron a los nuevos pobladores un patrimonio colectivo para su aprovechamiento y uso. Como señala BERMEJO GIRONÉS (6)  «... a raíz de la Reconquista, los reyes, a la vez que "pueblan", dotan en la propia Carta a los moradores de bienes comunales...». El régimen jurídico de tal patrimonio encontraba su soporte en el germánico de propiedad en mano común. Los Ayuntamientos surgidos de esos nuevos asentamientos fueron asumiendo la titularidad de dichos bienes, si bien mantuvieron el aprovechamiento y uso vecinal.

Fue precisamente la constatación de dicho aprovechamiento y uso vecinal el que excluyó a dichos bienes de las leyes desamortizadoras del Siglo XIX, y que ha permitido su pervivencia hasta el presente. La Ley de Desamortización General de Pascual Madoz de 1855 preveía la venta de los bienes propios y comunes de los pueblos, con excepción de los terrenos de aprovechamiento común, previa declaración de serlo, hecha por el Gobierno —artículos 1.6 y 2.9—.

Tras esta breve reseña histórica, procede hacer referencia a la naturaleza y perfil que definen a esta categoría de bienes. Sobre la primera de las cuestiones, la STC de 2 febrero de 1981, declara en su Fundamento Jurídico catorce: «Los bienes comunales tienen la naturaleza jurídica peculiar que ha dado lugar a que la Constitución haga una especial referencia a los mismos en el artículo 132.1, al reservar a la Ley la regulación de su régimen jurídico, que habrá de inspirarse en los principios de inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad, y también su desafectación».

En cuanto al perfil de esta clase de bienes, verdadero centro de interés, la LRBRL los define como aquellos cuyo aprovechamiento corresponde al común de los vecinos.

Es en el TRRL y en el RB donde se contiene básicamente su régimen jurídico. Se regula en estos, además de su naturaleza y características —artículos 2, apartados 3 y 4, y 5 del RB—, todo lo relativo a su aprovechamiento y disfrute —artículos 75, 77 y 78 del TRRL y 94 a 108 del RB—, materia esta última que es tratada en el Capítulo V de esta obra.

El artículo 2.3 del RB considera como bienes comunales aquellos que siendo de dominio público, su aprovechamiento corresponde al común de los vecinos. A continuación, en el apartado siguiente de dicho artículo, se señala que tales bienes solo podrán pertenecer a los municipios y entidades locales menores. La LM refrenda el carácter de bienes de dominio público de aquellos que perteneciendo a las Entidades locales su aprovechamiento corresponde al común de los vecinos —artículo 12.b)—. La STS de fecha 18 de mayo de 1982 declara que es un supuesto de titularidad compartida: al Ayuntamiento corresponde la administración y el aprovechamiento a los vecinos. Más concretamente, su Consideración Jurídica cuarta señala: «... la jurisprudencia —SS. 14 junio 1968, 26 junio 1974, 15 marzo 1980, etc.— admite la posibilidad de la concurrencia de titularidad simultánea respecto de los bienes comunales por parte del municipio y vecinos, al poder ser contemplados como titulares concurrentes en una titularidad simultánea que los define como tipos de propiedad corporativa en los que las facultades correspondientes a los vecinos o habitantes son compatibles con los derechos dominicales del Municipio, cuya esencia (la del contenido del derecho) no es la disposición de los bienes, sino solamente su aprovechamiento o disfrute por los miembros de la comunidad, de modo que el derecho a participar de los aprovechamientos puede configurarse como un derecho real administrativo de goce, a la vez que pertenecen al municipio los bienes sobre los que recae, como una variedad de los patrimoniales...». Por su parte, la Sentencia de ese mismo Tribunal de fecha 24 de enero de 1989, Fundamento de Derecho tercero, declara con referencia, igualmente, a dichos bienes: «... son los entes locales los que regulan su disfrute por ser titulares del derecho patrimonial y pertenecerles los derechos administrativos derivados del mismo en su condición de representantes legales de la Comunidad; los vecinos disfrutan los bienes en nombre del Ayuntamiento como propietario, y los poseen al modo en que lo hace un arrendatario o precarista en nombre del titular; y como no pueden ser poseídas a título de dominio, los actos que pueden ejercitar sobre ellos son de simple disfrute y el Ayuntamiento solamente vendrá obligado a cumplir con las condiciones de la norma reguladora del disfrute, sin necesidad para recuperarlos de ejercer acciones de reivindicación, no pudiendo el que los disfruta acceder a su propiedad ni a través de una posesión, que no tiene título de dueño, ni del ejercicio del derecho arrendaticio de accesión a la propiedad incompatible con la naturaleza de los bienes comunales que son inalienables, imprescriptibles e inembargables...».

La cuestión relativa a la titularidad de los bienes comunales no es pacífica. La doctrina mantiene distintas posturas al particular. COLOM PIAZUELO (7)  ha recopilado las diferentes teorías existentes, distinguiendo entre: las que consideran a dichos bienes como de pertenencia del común de los vecinos; las que entienden que se trata de una titularidad compartida ente el municipio y el común de los vecinos; y las que atribuyen la titularidad al municipio. Tal y como indica dicho autor, en la actualidad es mayoritaria en la doctrina la tesis de la titularidad compartida. En ella se «... parte de que la comunidad de vecinos constituye un Ente local; lo que conlleva que el patrimonio vecinal sea atribuido a la persona jurídica. Pero junto al Municipio existe un común y a él le corresponde un derecho real administrativo sobre los bienes de la Corporación local, un derecho cuyo contenido se reduce al aprovechamiento y que se regula por normas administrativas. La colectividad formada por los vecinos se articula como una comunidad germánica».

La titularidad de la comunidad vecinal se limita, pues, a un derecho real administrativo de goce sobre los bienes comunales. Sobre los indicados derechos reales administrativos, resulta especialmente interesante el estudio realizado el profesor GONZÁLEZ PÉREZ (8)  Se señala en este que uno de los supuestos de nacimiento de los referidos derechos es, tal y como aquí sucede, la Ley, siendo su contenido el conjunto de facultades que se reconoce a su titular sobre un bien de dominio público.

Ese reparto de titularidad conlleva también otro de funciones y responsabilidades. A los vecinos corresponde, tal y como ha quedado dicho, el aprovechamiento de los bienes, y al municipio o, en su caso, entidades locales menores la administración y defensa de los mismos. BERMEJO GIRONÉS (9)  concreta las funciones y atribuciones del Ayuntamiento en las siguientes: «a) representar a la comunidad de vecinos y demás participantes del disfrute; b) mantener la integridad del dominio comunal para que lo poseído rinda su utilidad, pero no se destruya; c) regular por etapas el aprovechamiento colectivo de quienes singularmente tengan derecho a él en cada época según sus condiciones; d) ejercer en general la administración y policía».

2.2.3.  Los montes del dominio público forestal

2.2.3.1.  Normativa reguladora

Por lo que se refiere a los montes, habremos de estar a lo dispuesto en la LM. Conforme a su disposición final segunda, la misma ha sido dictada al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23ª de la CE y tiene, por tanto, el carácter de legislación básica en materia de montes, aprovechamientos forestales y protección del medio ambiente.

A través de la expresada Ley, promulgada en el año 2003, se procedió a actualizar el régimen jurídico regulador de los espacios forestales de acuerdo con la nueva concepción del medio ambiente consagrada en la CE y con el principio de gestión forestal sostenible. Su objetivo es constituirse en un instrumento eficaz para garantizar la conservación de los montes españoles, así como promover su restauración, mejora y racional aprovechamiento apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva. Se designan a las Administraciones autonómicas como las responsables y competentes en materia forestal, de acuerdo con la Constitución y los Estatutos de Autonomía. El Catálogo de Montes de Utilidad Pública se refuerza en la Ley como instrumento fundamental para la protección de los montes públicos en España. Sin embargo lo anterior, las insuficiencias observadas pronto llevaron a su modificación. Las leyes 10/2006, de 28 de abril, y 21/2015, de 20 de julio, introducen, con el fin de actualizar el régimen jurídico aplicable a los espacios forestales, importantes novedades.

El artículo 148.1.8ª de nuestra Norma Suprema atribuye a las Comunidades Autónomas, en el marco, lógicamente, de la legislación básica citada, competencia en materia de montes y aprovechamientos forestales. Pues bien, las Comunidades Autónomas que han dictado leyes al particular son: Andalucía —Ley 2/1992, de 15 de junio, Forestal de Andalucía—, Aragón —Decreto Legislativo 1/2017, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Montes de Aragón—, Asturias —Ley 3/2004, de 23 de noviembre, de Montes y Ordenación Forestal—, Cantabria —Ley 6/1984, de 29 de octubre, de Protección y Fomento de las Especies Forestales Autóctonas—, Castilla-La Mancha —Ley 3/2008, de 12 de junio, de Montes y Gestión Forestal Sostenible de Castilla-La Mancha—, Castilla y León —Ley 3/2009, de 6 de abril, de Montes de Castilla y León—, Cataluña —Ley 6/1988, de 30 de marzo, Forestal de Cataluña—, Galicia —Ley 13/1989, de 10 de octubre, de Montes Vecinales en Mano Común, y Decreto 260/1992, de 4 de septiembre, por el que se aprueba su Reglamento de desarrollo—, La Rioja —Ley 2/1995, de 10 de febrero, de Protección y Desarrollo del Patrimonio Forestal de La Rioja, y Decreto 114/2003, de 30 de octubre, por el que se aprueba su Reglamento de desarrollo—, Madrid —Ley 16/1995, de 4 de mayo, Forestal y de Protección de la Naturaleza de la Comunidad de Madrid—, Navarra —Ley Foral 13/1990, de 31 de diciembre, de Protección y Desarrollo del Patrimonio Forestal de Navarra, y Decreto Foral 59/1992, de 17 de febrero, por el que se aprueba su Reglamento de desarrollo— y Comunidad Valenciana —Ley 3/1993, de 9 de diciembre, Forestal de la Comunidad Valenciana—. A ello habrá que añadir, en la Comunidad Autónoma del País Vasco, las Normas dictadas por los Órganos Forales de los Territorios Históricos, que tienen atribuida, conforme a lo dispuesto en el artículo 7.a).9 de la Ley 27/1983, de 25 de noviembre, de relaciones entre las Instituciones Comunes de la Comunidad Autónoma y los Órganos Forales de sus Territorios Históricos, competencia exclusiva en materia de montes, aprovechamientos y servicios forestales, competencia que tendrá que ser ejercida con observancia igualmente de la legislación básica citada.

2.2.3.2.  Concepto de monte

El artículo 5.1 de la LM entiende por monte todo terreno en el que vegetan especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea espontáneamente o procedan de siembra o plantación, que cumplan o puedan cumplir funciones ambientales, protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o recreativas. Pero, además, ese mismo apartado otorga también la consideración de monte a los terrenos yermos, roquedos y arenales; a las construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se ubican; a los terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos que determine la Comunidad Autónoma, y siempre que hayan adquirido signos inequívocos de su estado forestal; a todo terreno que, sin reunir las anteriores características, se adscriba a la finalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la normativa aplicable; y a los enclaves forestales en terrenos agrícolas con la superficie mínima determinada por la Comunidad Autónoma.


 Hemos de traer a colación la importante previsión contenida en la disposición adicional sexta del TRLSRU. Conforme a la misma, los terrenos forestales incendiados se mantendrán en la situación de suelo rural a los efectos de dicha Ley y estarán destinados a uso forestal, al menos durante el plazo previsto en el artículo 50 de la LM —30 años—, con la excepción en ella prevista. La Administración forestal deberá comunicar al Registro de la Propiedad esta circunstancia, que será inscribible conforme a lo dispuesto en la legislación hipotecaria.



2.2.3.3.  Clasificación

De la LM es de obligada cita, por la diferenciación entre montes públicos y privados, su artículo 11:


Artículo 11. Montes públicos y montes privados.

1. Por razón de su titularidad los montes pueden ser públicos o privados.

2. Son montes públicos los pertenecientes al Estado, a las Comunidades Autónomas, a las entidades locales y a otras entidades de derecho público.

3. Son montes privados los pertenecientes a personas físicas o jurídicas de derecho privado, ya sea individualmente o en régimen de copropiedad.

4. Los montes vecinales en mano común tienen naturaleza especial derivada de su propiedad en común sin asignación de cuotas, siendo la titularidad de éstos de los vecinos que en cada momento integren el grupo comunitario de que se trate y sujetos a las limitaciones de indivisibilidad, inalienabilidad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de Montes Vecinales en Mano Común, se les aplicará lo dispuesto para los montes privados.



Pero no solo este precepto merece nuestra atención, sino también el artículo 12, por la distinción entre montes de dominio público y patrimoniales:


Artículo 12. Montes de dominio público y montes patrimoniales.

1. Son de dominio público o demaniales e integran el dominio público forestal:

a) Por razones de servicio público, los montes incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública a la entrada en vigor de esta Ley, así como los que se incluyan en él de acuerdo con el artículo 16.

b) Los montes comunales, pertenecientes a las entidades locales, en tanto su aprovechamiento corresponda al común de los vecinos.

c) Aquellos otros montes que, sin reunir las características anteriores, hayan sido afectados a un uso o servicio público.

2. Son montes patrimoniales los de propiedad pública que no sean demaniales».



2.2.4.  Régimen jurídico

Siguiendo la orientación marcada por el artículo 132.1 de la Norma Suprema de nuestro Ordenamiento jurídico, la CE, tanto los bienes comunales como los bienes de dominio público, incluidos los montes que integran el dominio público forestal, son inalienables, inembargables e imprescriptibles y no están sujetos a tributo alguno —artículos 6.a) de la LPAP, 80.1 de la LRBRL y 14 de la LM—. Se trata de un conjunto de privilegios tendentes a la protección y blindaje de tales bienes, garantizándose a las Administraciones su plena titularidad y ello sin carga que pese sobre los mismos. Las finalidades que dichos bienes atienden les hacen merecedores de este especial tratamiento.

Algún sector doctrinal ha cuestionado la verdadera existencia de privilegios, en relación a tales bienes, a favor de la Administración. GONZÁLEZ-BERENGUER URRUTIA (10)  plantea la cuestión, bajo el título de crisis del dominio público, en términos de que los privilegios que se otorgan a aquella están muy lejos de merecer esa consideración. Señala que «No es cierto que el dominio público sea imprescriptible, ni los bienes sobre los que recae inalienables, siendo más cierto que es perfectamente prescriptible y que la inalienabilidad no es más que la exigencia de cumplir ciertos requisitos antes de que el bien sea enajenado...». Se añade a ello, indica aquel, que la potestad de deslinde, investigación y sancionadora corresponde no solo al régimen de dominio público, sino también al del dominio privado en manos de la Administración. Finalmente, señala también dicho autor, que la recuperación de oficio del dominio público ha sufrido un verdadero quebranto, al tener la Administración que actuar como demandante, en juicio de reivindicación ante el Juez ordinario, cuando se haya procedido a la inmatriculación de la parcela ocupada por el particular. SÁNCHEZ BLANCO, (11)  aun reconociendo la existencia de una vertiente del dominio público que no puede sustraerse a ser calificada como conflictiva, estima que «... los complejos problemas que gravan al dominio público no implican su descalificación como categoría jurídica que necesita hacerse operativa en el medio social sino que, por el contrario, está invitando a reconsiderar y salvaguardar la posición que como categoría jurídica tiene que ocupar el dominio público, sustrayéndose a la instrumentalización y al deterioro provocado por unos intereses privados descontrolados y por una organización administrativa que no parece haber querido asimilar sus competencias funcionales y ha estado desconectada de la opinión ciudadana...». Por nuestra parte, consideramos que los bienes de dominio público son, como decíamos, por las finalidades que atienden, merecedores de ese especial tratamiento, pero ello no debe llevar a un blindaje tan absoluto de los mismos que pueda causar perjuicio a los derechos o intereses legítimos de los particulares, e incluso de la propia Administración. Ha sido el propio Ordenamiento jurídico o, en su caso, los Tribunales de Justicia los que han ido modulando, en defensa de los diferentes intereses en juego, el nivel de protección a ellos otorgado.

2.2.4.1.  Inalienabilidad

La inalienabilidad no significa otra cosa que la prohibición de enajenar estos bienes mientras los mismos conserven la referida calificación jurídica. Son bienes, por tanto, excluidos del tráfico jurídico privado. La STC de fecha 29 de noviembre de 1988 así lo confirma. Señala en su Fundamento de Derecho decimocuarto: «... la incorporación de un bien al dominio público supone no tanto una forma específica de apropiación por parte de los poderes públicos, sino una técnica dirigida primordialmente a excluir el bien afectado del tráfico jurídico privado... El bien de dominio público es así ante todo res extra commercium...».

La existencia de intereses generales superiores —razones de utilidad pública o interés social— puede privar a las Administraciones de tales bienes. El sistema de protección y blindaje que el Ordenamiento jurídico les atribuye no puede prevalecer ante intereses de dicha naturaleza. Sobre esta cuestión resulta interesante la STS de fecha 14 de noviembre de 1984, que admite la expropiación por el Estado de un bien demanial propiedad municipal, declarando que el justiprecio que el Ayuntamiento perciba por dicha expropiación no sería en concepto de expropiación del bien, que es inalienable, sino por las consecuencias patrimoniales derivadas del cambio de afectación del bien, que pasaría de ser de dominio público municipal a dominio público del Estado —mutación demanial—. En sentido favorable a la expropiación se pronuncia también la STS de fecha de 7 de febrero de 1995; en su Fundamento de Derecho cuarto se señala que la expropiación por el Estado de un bien demanial municipal por causa de utilidad pública no puede considerarse como algo contradictorio a la inalienabilidad que proclama la legislación local. Respecto a los bienes comunales, las SSTS de fechas 24 de enero de 1991 y 3 de octubre de 1994 sostienen similar criterio; declaran que el carácter de inalienables de tales bienes no excluye que estén sujetos a expropiación por causa de utilidad pública, con indicación que el artículo 1 de la LEF no solo permite la privación singular del derecho de propiedad privada, sino también de los derechos e intereses patrimoniales legítimos, como es el de disfrute de los bienes por los vecinos, aludiendo el artículo 89, apartado B), del citado texto legal, como perjuicios indemnizables en expropiación que dé lugar a traslado de poblaciones, al derecho de disfrute de terrenos comunales por razones de vecindad.

Como acertadamente apunta GONZÁLEZ GARCÍA, (12)  «... la regla de la inalienabilidad no supone que no se puedan realizar mutaciones demaniales... ni que se puedan producir supuestos de transferencias de bienes a otros entes públicos como consecuencia de traspasos de competencias o de servicios, ni impide que se otorguen concesiones ». En similares términos se pronuncia MORELL OCAÑA, (13)  quien señala que «... la inalienabilidad se predica, en términos generales, frente a las enajenaciones plenas, pero no frente a los casos de creación de titularidades derivadas que son compatibles con el mantenimiento de la titularidad plena o demanial por parte de la Administración. Es el caso de las concesiones demaniales, mediante las cuales se confiere a un particular un derecho real de goce sobre un bien de dominio público...». Indica también dicho autor que «... entre Administraciones Públicas, pueden, desde luego, realizarse transmisiones de la titularidad demanial en atención a una finalidad de interés general. Estas transmisiones pueden formar parte de un acto o negocio más amplio, como ocurre en todos los casos en que un ente administrativo sucede a otro en la titularidad de una función pública determinada; en otros casos, la transmisión —voluntaria o coactiva— es un acto con independencia y sustantividad propias».

2.2.4.2.  Inembargabilidad

La inembargabilidad pretende preservar a los bienes de dominio público y comunales de los procedimientos ejecutivos contra los mismos, derivados de incumplimiento de obligaciones impuestas a los entes locales por otras Administraciones públicas o de inejecución por estos de Sentencias condenatorias dictadas por los Tribunales de Justicia.

La Ley Reguladora de las Haciendas Locales, en su redacción inicial, determinó en su artículo 154.2: Los Tribunales, Jueces y Autoridades administrativas no podrán despachar mandamientos de ejecución ni dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos, valores y bienes en general de la Hacienda Local ni exigir fianzas, depósitos y cauciones a las Entidades locales. Esta imposibilidad de despachar ejecución contra cualesquiera bienes de la Administración local generó el rechazo de aquellos sectores empresariales vinculados con los entes locales a través de relaciones contractuales, y de las que, en numerosas ocasiones, tuvo como resultado un perjuicio económico para aquellos, derivado de incumplimientos de estos últimos, y que aconsejaba un cambio de tal situación.

El expresado apartado fue modificado por la Ley 66/1997, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, añadiéndose al final del mismo que quedaban exceptuadas de tal inembargabilidad la ejecución de hipotecas sobre bienes patrimoniales inmuebles no afectados directamente a la prestación de servicios públicos. La STC 166/1998, de 15 de julio, vino a poner orden en este asunto; tras señalar en su Fundamento Jurídico decimoquinto «... si el ente local deudor persistiera en el incumplimiento de su obligación de satisfacer la deuda de cantidad líquida judicialmente declarada, el privilegio de inembargabilidad de los "bienes en general" de las Entidades Locales que consagra el artículo 154.2 L.H.L., en la medida en que comprende no sólo los bienes demaniales y comunales sino también los bienes patrimoniales pertenecientes a las Entidades Locales que no se hallan materialmente afectados a un uso o servicio público, no resulta conforme con el derecho a la tutela judicial efectiva que el artículo 24.1 C.E. garantiza a todos, en su vertiente de derecho subjetivo a la ejecución de las resoluciones judiciales firmes... », declaró a continuación «... la inconstitucionalidad y nulidad del inciso "y bienes en general" del artículo 154.2 de la Ley de Haciendas Locales, en la medida en que no excluye de la inembargabilidad los bienes patrimoniales no afectados a un uso o servicio público».

El principio sentado en el artículo 132 de la CE, relativo a que la inembargabilidad solo debe inspirar la regulación de los bienes de dominio público y comunales, no había tenido un adecuado reflejo en la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, pues, como señala dicha Sentencia, imposibilita que un derecho constitucionalmente garantizado, el de la tutela judicial efectiva, tenga, para el caso de incumplimiento de obligaciones por los entes locales, plena virtualidad. Se produce así, con esta Sentencia, el final de un sistema que, aunque no deseado por dicha Norma Suprema, vino imperando en la realidad local, y que convirtió, en la práctica, la protección de los bienes locales, sin distinción de estos, en un círculo cerrado e infranqueable, con las consecuencias indicadas.

Con soporte en la expresada Sentencia, la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, modificó el contenido de dicha previsión, dando nueva redacción al referido artículo 154.2, que queda de la siguiente manera: Los Tribunales, Jueces y Autoridades administrativas no podrán despachar mandamientos de ejecución ni dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos, valores y bienes de la Hacienda Local ni exigir fianzas, depósitos y cauciones a las Entidades Locales, excepto cuando se trate de bienes patrimoniales no afectados a un uso o servicio público. Lo realmente novedoso del precepto es el último inciso de dicho apartado, en el que se declaran expresamente embargables los bienes patrimoniales de las Entidades locales no afectos a un uso o servicio público. Pero la Ley 50/1988 no se limitó únicamente, y en lo que aquí interesa, a cambiar la redacción de tal precepto, sino que también modificó aquellos otros que tratan de las garantías de los bienes locales, en particular el artículo 50, que admite, al igual que ocurría en la redacción precedente, la constitución de garantía real sobre bienes patrimoniales, si bien ahora la misma queda limitada solo para el caso de operaciones de crédito a largo plazo. Señalar, por último, que el TRLRHL ha mantenido íntegramente, en los términos aquí referidos, la redacción del expresado apartado segundo del artículo 154, convertido ahora en el apartado segundo del artículo 173.

Respecto a la posibilidad o no de embargo de los bienes patrimoniales de los Organismos autónomos locales, el artículo 154 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, convertido ahora, como decimos, en el 173 del TRLRHL, parece llegar a la misma conclusión. Para BALLESTEROS MOFFA (14)  la cuestión no plantea excesivas complicaciones, «El párrafo tercero del art. 154 de la Ley de Haciendas Locales... no deja lugar a dudas sobre tal cuestión, al establecer que "el cumplimiento de las resoluciones judiciales que determinen obligaciones a cargo de las Entidades locales o de sus Organismos autónomos corresponderá exclusivamente a las mismas, sin perjuicio de las facultades de suspensión o inejecución de sentencias previstas en las leyes"; una previsión que obviamente debe ser puesta en relación con la recogida en el párrafo inmediatamente anterior, según la cual "los Tribunales, Jueces y Autoridades administrativas no podrán despachar mandamientos de ejecución ni dictar providencias de embargo contra los derechos, fondos, valores y bienes de la Hacienda local...". Del mismo modo, debe considerarse extensiva a este supuesto, a nuestro juicio, la importante excepción introducida al privilegio en el ámbito local por la STC de 15 de julio de 1998, relativa a libre embargabilidad de los bienes patrimoniales no afectados materialmente a un uso o servicio público, y ya recogida en la actualidad de un modo expreso en el referido artículo 154.2 de la Ley de Haciendas Locales».

Sentado lo anterior, hay que añadir, no obstante, que la normativa contiene medidas que tienden a salvar, en algún sentido, esa imposibilidad de ejecución, referida, como ha quedado expuesto, a los bienes de dominio público y comunales y a los patrimoniales no afectos a un uso o servicio público. Se refiere esta a la compensación como modo de extinción de las deudas de las Entidades locales. Su reflejo se contiene, entre otras, en las siguientes disposiciones:

En la LRBRL, cuyo artículo 109 determina:


Artículo 109.

La extinción total o parcial de las deudas que el Estado, las Comunidades Autónomas, los organismos autónomos, la Seguridad Social y cualesquiera otras entidades de Derecho público tengan con las entidades locales, o viceversa, podrá acordarse por vía de compensación, cuando se trate de deudas vencidas, líquidas y exigibles.



En el TRLRHL, en cuya disposición adicional cuarta se reseña:


Disposición adicional cuarta. Deudas de las entidades locales con acreedores públicos: modo de compensación y responsabilidad.

El Estado podrá compensar las deudas firmes contraídas con éste por las entidades locales con cargo a las órdenes de pago que se emitan para satisfacer su participación en los tributos del Estado.

Igualmente se podrán retener con cargo a dicha participación las deudas firmes que aquéllas hayan contraído con los organismos autónomos del Estado y la Seguridad Social a efectos de proceder a su extinción mediante la puesta en disposición de las citadas entidades acreedoras de los fondos correspondientes.

A los efectos previstos en los párrafos precedentes se declara la responsabilidad solidaria de las corporaciones locales respecto de las deudas tributarias o con la Seguridad Social, contraídas por las entidades a que se refieren los párrafos b) y c) del apartado 2 del artículo 85 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local (15) , así como de las que en su caso se contraigan por las mancomunidades, comarcas, áreas metropolitanas, entidades de ámbito inferior al municipio y por cualquiera instituciones asociativas voluntarias públicas en las que aquéllas participen, en proporción a sus respectivas cuotas y sin perjuicio del derecho de repetir que les pueda asistir, en su caso.



Y en el RGR, en cuyo artículo 57 se señala lo siguiente:


Artículo 57. Compensación de oficio de deudas de entidades públicas.

1. Las deudas vencidas, líquidas y exigibles a favor de la Hacienda pública estatal que deba satisfacer un ente territorial, un organismo autónomo, la Seguridad Social o una entidad de derecho público serán compensables de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en periodo voluntario.

2. La compensación se realizará con los créditos de naturaleza tributaria reconocidos a favor de las entidades citadas y con los demás créditos reconocidos en su favor por ejecución del presupuesto de gastos del Estado o de sus organismos autónomos y por devoluciones de ingresos presupuestarios.

3. El inicio del procedimiento de compensación se notificará a la entidad correspondiente indicando la deuda y el crédito que van a ser objeto de compensación en la cantidad concurrente.



Aunque este procedimiento para saldar deudas existentes tiene un alcance limitado, circunscrito al ámbito interadministrativo, sus sencillas y precisas reglas, que solo exigen la acreditación de que las deudas sean vencidas, líquidas y exigibles, han permitido una amplia utilización, patentizando las bondades del mismo.

2.2.4.3.  Imprescriptibilidad

Como veremos en el Capítulo siguiente, la prescripción es uno de los modos de adquisición de los bienes y derechos por las Administraciones públicas. Este modo adquisitivo se reconoce igualmente a los particulares respecto a los bienes patrimoniales de las Entidades locales —artículo 14.2 del RB—. No se reconoce, por el contrario, a los particulares la adquisición, mediante la prescripción, de los bienes de dominio público o comunales de los que sean titulares las Administraciones públicas —así lo proclaman los artículos 6. a) de la LPAP y 80.1 de la LRBRL—. La STS de fecha 16 de enero de 2001, haciéndose eco de otras anteriores de ese mismo Tribunal, refrenda tal previsión, no admitiendo ni siquiera la adquisición de derecho real alguno sobre tales bienes. Declara en su Fundamento de Derecho cuarto: «... los bienes de dominio público son inmunes frente a la posesión continuada de los particulares, que en ningún caso puede originar para los poseedores la adquisición de derechos reales por usucapión...».

En cuanto a los montes, la LM aborda también esta materia. Su artículo 14 determina que los montes del dominio público forestal son imprescriptibles. Matiza el artículo 64.3 del RM que los montes públicos que tengan la condición de bienes de dominio público e igualmente los montes comunales de los pueblos, son imprescriptibles mientras no queden desafectados del uso o del servicio comunal o público a que estuviesen adscritos. Por lo que se refiere a los montes patrimoniales, el artículo 19 de la LM establece que la usurpación o prescripción adquisitiva de los montes patrimoniales solo se dará mediante la posesión en concepto de dueño, pública, pacífica y no interrumpida durante 30 años. Señala, no obstante, que se entenderá interrumpida la posesión a efectos de la prescripción por la realización de aprovechamientos forestales, por la iniciación de expedientes sancionadores o por cualquier acto posesorio realizado por la Administración propietaria del monte.

En orden a evitar repeticiones, nos remitimos a lo expuesto en el Capítulo III de esta obra sobre dicha modalidad adquisitiva.

2.2.4.4.  No sujeción a tributo alguno

A las pesadas cargas prestacionales y de servicio que recaen sobre las Entidades locales no deben añadirse otras de índole fiscal sobre sus bienes de dominio público, cuando la titularidad de estos no tiene otro objeto que el ya referido del uso o servicio público y, en el caso de los comunales, del aprovechamiento y uso vecinal. La exoneración de cargas tributarias a este tipo de bienes se justifica, respectivamente, por la función pública o social que cumplen.

Pero el pronunciamiento contenido en la LPAP y LRBRL, relativo a la no sujeción a tributo alguno de los bienes de dominio público, no tiene, sin embargo, una acogida absoluta en la legislación reguladora del régimen financiero de las Administraciones públicas. Algunos bienes de dominio público quedan sujetos, como a continuación veremos, a los correspondientes tributos, y otros, aunque se someten también a ellos, se declaran después exentos.

El reflejo normativo de esta materia se encuentra, en relación a los tributos que se indican, en las disposiciones que a continuación reseñamos:

a) Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales.

– Tasas. Artículo 21.2.


Artículo 21. Supuestos de no sujeción y de exención.

...

2. El Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades locales no estarán obligados al pago de las tasas por utilización privativa o aprovechamiento especial del dominio público por los aprovechamientos inherentes a los servicios públicos de comunicaciones que exploten directamente y por todos los que inmediatamente interesen a la seguridad ciudadana o a la defensa nacional.



– Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Artículos 61.5.a) y b) y 62.1.a) y b).


Artículo 61. Hecho imponible y supuestos de no sujeción.

...

5. No están sujetos a este impuesto:

a) Las carreteras, los caminos, las demás vías terrestres y los bienes del dominio público marítimo-terrestre hidráulico, siempre que sean de aprovechamiento público y gratuito.

b) Los siguientes bienes inmuebles propiedad de los municipios en que estén enclavados:

Los de dominio público afectos a uso público.

Los de dominio público afectos a un servicio público gestionado directamente por el Ayuntamiento, excepto cuando se trate de inmuebles cedidos a terceros mediante contraprestación.

Los bienes patrimoniales, exceptuados igualmente los cedidos a terceros mediante contraprestación».

«Artículo 62. Exenciones.

1. Estarán exentos los siguientes inmuebles:

a) Los que sean propiedad del Estado, de las Comunidades Autónomas o de las Entidades locales que estén directamente afectos a la seguridad ciudadana y a los servicios educativos y penitenciarios, así como los del Estado afectos a la defensa nacional.

b) Los bienes comunales y los montes vecinales en mano común.

...



Sobre el régimen fiscal de los montes pertenecientes a las Entidades locales, el RM remite a lo dispuesto en la Ley de Régimen Local —artículo 19.2—. En cuanto a los rendimientos económicos obtenidos por dichas entidades o por otras entidades públicas no territoriales derivados de su explotación, dicha norma reglamentaria señala que quedarán sujetos a tributación en los términos establecidos en la legislación en vigor —artículo 20—. En definitiva, dichos preceptos remiten a las previsiones contenidas en los artículos 61 y 62 del TRLRHL antes transcritos.

– Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. Artículo 93.1.a), d) y f).


Artículo 93. Exenciones.

1. Estarán exentos del impuesto

a) Los vehículos oficiales del Estado, Comunidades Autónomas y Entidades locales adscritos a la defensa nacional o a la seguridad ciudadana.

...

d) Las ambulancias y demás vehículos directamente destinados a la asistencia sanitaria o al traslado de heridos o enfermos.

...

f) Los autobuses, microbuses y demás vehículos destinados o adscritos al servicio de transporte público urbano, siempre que tengan una capacidad que exceda de nueve plazas, incluida la del conductor.



– Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras. Artículo 100.2.


Artículo 100. Naturaleza y hecho imponible.

...

2. Está exenta del pago del impuesto la realización de cualquier construcción, instalación u obra de la que sea dueño el Estado, las Comunidades Autónomas o las Entidades locales, que estando sujeta al impuesto, vaya a ser directamente destinada a carreteras, ferrocarriles, puertos, aeropuertos, obras hidráulicas, saneamiento de poblaciones y de sus aguas residuales, aunque su gestión se lleve a cabo por organismos autónomos, tanto si se trata de obras de inversión nueva como de conservación.



– Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana. Artículo 105.2.a) y b).


«Artículo 105. Exenciones.

...

2. Asimismo, estarán exentos de este impuesto los correspondientes incrementos de valor cuando la obligación de satisfacer aquél recaiga sobre las siguientes personas o entidades:

a) El Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades locales, a las que pertenezca el municipio, así como los organismos autónomos del Estado y las entidades de derecho público de análogo carácter de las Comunidades Autónomas y de dichas Entidades locales.

b) El municipio de la imposición y demás Entidades locales integradas o en las que se integre dicho municipio, así como sus respectivas entidades de derecho público de análogo carácter a los organismos autónomos del Estado.

...



b) Texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados.

– Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados. Artículo 45.

Los artículos 1, 7, 27, 28, 33 y 40 del TRLITPAJD detallan las transmisiones y actos jurídicos documentados que quedan sometidos al Impuesto. No obstante, y a tenor de su artículo 45.I.A) —que se reproduce en el artículo 88.1 A) del Reglamento—, gozan de exención subjetiva por el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados:


45...

I.A)...

a) El Estado y las Administraciones Públicas Territoriales e Institucionales y sus establecimientos de beneficencia, cultura, Seguridad Social, docentes o de fines científicos.

Esta exención será igualmente aplicable a aquellas entidades cuyo régimen fiscal haya sido equiparado por una Ley al del Estado o al de las Administraciones Públicas citadas.

...



Pero, además, es preciso aclarar, por su incidencia sobre los bienes, la situación de los siguientes tributos:

a) Impuesto sobre el Patrimonio.

Conforme al artículo 1 de la LIP, el Impuesto únicamente grava el patrimonio neto de las personas físicas.

Han de hacerse constar, sin embargo, estas puntualizaciones:


	
—  La Ley 4/2008, de 23 de diciembre, suprimió dicho Impuesto. En su artículo 3, además de dar nueva redacción al artículo 33 de Ley, estableciendo una bonificación del 100 por ciento sobre la cuota íntegra del mismo a los sujetos pasivos por obligación personal o real de contribuir, se derogan los artículos 6, 36, 37 y 38, y su disposición transitoria. Del artículo 37 citado resultaba la obligación de las personas a presentar la declaración por tal Impuesto.

	
—  El Real Decreto-Ley 13/2011, de 16 de septiembre, restablece con carácter temporal, para los años 2011 y 2012, el indicado Impuesto, con obligación de presentar los sujetos pasivos las correspondientes declaraciones en los años 2012 y 2013. Se introducen, al tiempo, algunas modificaciones que afectan al mismo. Se recupera el artículo 37, relativo, como hemos indicado, a las personas obligadas a presentar declaración por el Impuesto, quedando fijado su contenido de la siguiente forma: «Están obligados a presentar declaración los sujetos pasivos cuya cuota tributaria, determinada con las normas reguladoras del Impuesto y una vez aplicadas las deducciones o bonificaciones que procedieren, resulte a ingresar, o cuando, no dándose esta circunstancia, el valor de sus bienes o derechos, determinado de acuerdo con las normas reguladoras del impuesto resulte superior a 2.000.000 euros».



La Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por el que se adoptan diversas medidas tributarias dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica, introduce, a su vez, una modificación del anterior, estableciendo que con efectos de 1 de enero de 2014 el artículo 33 de la LP quedaría con la siguiente redacción: «Sobre la cuota del impuesto se aplicará una bonificación del 100 por ciento a los sujetos pasivos con obligación personal o real de contribuir.» Se derogan al tiempo los artículos 6, 36, 37 y 38 de la misma. Las leyes de Presupuestos Generales del Estado u otras disposiciones dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas han confirmado tal previsión. Recientemente, la Ley 6/2018, de 3 de julio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2018, determina que, con efectos de 1 de enero de 2018 y vigencia indefinida, se modifica el apartado segundo del artículo 1 del Real Decreto-Ley 13/2011, de 16 de septiembre, por el que se restablece, con carácter temporal, el Impuesto sobre el Patrimonio, fijando que, con efectos desde 1 de enero de 2019 se aplicará una bonificación del 100 por ciento a los sujetos pasivos por obligación personal o real de contribuir, con derogación de los artículos 6, 36, 37 y 38 de dicha Ley.

b) Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Conforme al artículo 1 de la LISD, el impuesto únicamente grava los incrementos patrimoniales obtenidos a título lucrativo por personas físicas.

Para concluir, indicar que, en ocasiones, y en consonancia con lo indicado al inicio, son los propios Ayuntamientos titulares de bienes los obligados al pago del tributo. Esto ocurre cuando se trata de bienes de dominio público de su titularidad sujetos al correspondiente tributo y no exentos. Ello también puede ocurrir, lógicamente, en relación a sus bienes patrimoniales. En tal caso, y conforme a lo dispuesto en los artículos 1156 y 1192 del CC, se produce la extinción de las obligaciones por confusión de los derechos de acreedor y deudor, es decir cuando se reúne en una misma persona los conceptos de acreedor y deudor.

2.3.  Bienes patrimoniales

Según el artículo 7.1 de la LPAP —considerado de aplicación general—, son bienes y derechos de dominio privado o patrimoniales los que, siendo de titularidad de las Administraciones públicas, no tengan el carácter de demaniales. En similares términos se pronuncian los artículos 76 del TRRL y 6.1 del RB. Señalan estos que son bienes patrimoniales o de propios los que, siendo propiedad de la Entidad local, no estén destinados a uso público ni afectados a algún servicio público y puedan constituir fuentes de ingresos para el erario de la entidad. Como indica GALLARDO CASTILLO, (16)  «... el ordenamiento jurídico parte de una concepción residual de los bienes patrimoniales en relación con los de dominio público». No es esta, sin embargo, una opinión aislada, sino mayoritaria en la doctrina. CHINCHILLA MARÍN, (17)  señala que dicha categoría de bienes son una categoría menor, «... no ya solamente por venir definida como un tipo residual dentro de la clasificación de los bienes públicos, sino, sobre todo, porque en la práctica viene a constituir una especie de "estado transitorio" en el que se encuentran los bienes antes de convertirse en demaniales, o después de dejar de serlo y salir, finalmente, de las manos de la Administración tras su enajenación o cesión gratuita». En cuanto a su régimen jurídico, los artículos 80.2 de la LRBRL y 6.2 del RB establecen que se rigen por su legislación específica y, en su defecto, por las normas de Derecho privado.

Según el artículo 7 de la citada norma reglamentaria, se clasificarán como bienes patrimoniales las parcelas sobrantes y los efectos no utilizables. Las primeras son aquellas porciones de terreno propiedad de las Entidades locales que por su reducida extensión, forma irregular o emplazamiento, no fueren susceptibles de uso adecuado. Los segundos son todos aquellos bienes que por su deterioro, depreciación o deficiente estado de conservación resultan inaplicables a los servicios municipales o al normal aprovechamiento, atendida su naturaleza y destino, aunque los mismos no hubieren sido dados de baja en el inventario.

En cuanto a las parcelas sobrantes, el apartado segundo del expresado artículo 7 señala que para declarar un terreno como tal se requerirá expediente de calificación jurídica, en la forma que previene el artículo 8 de dicha norma reglamentaria, es decir mediante la acreditación de su oportunidad y legalidad, información pública durante un mes y resolución por el Pleno de la Corporación con el voto de mayoría absoluta del número legal de sus miembros. Así lo refrenda también la STS de fecha 9 de diciembre de 2002, en cuyo Fundamento de Derecho segundo se declara que para que unos terrenos puedan ser considerados como parcelas sobrantes «... no basta para tal consideración la concurrencia de los requisitos materiales previstos en el artículo 7.2 RBEL, sino que es precisa la declaración formal como tal, que implica una calificación jurídica, o la recepción formal, en el caso de bien desafectado, establecida en los artículos 7.3 y 8 RBEL». La Ley Foral de Administración Local de Navarra contempla, en su artículo 102.1, una previsión similar a la de dicha norma reglamentaria. Más depurada, pero en igual línea, es la regulación contenida en las Leyes de Administración Local de la Comunidad de Madrid y Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears. Determinan en sus artículos 92 y 137.1, respectivamente, que para que unos terrenos sean considerados como parcelas sobrantes es preciso que sean calificados por mayoría absoluta como tales por el pleno del Ayuntamiento, previa apertura de un expediente con información pública por un mes.

Los efectos no utilizables precisan, igualmente, de una declaración como tales por el órgano que ostente la competencia para ello —en este caso del Alcalde o Presidente a tenor de lo establecido en los artículos 21.1.s), 34.1.o) y 124.4.ñ) de la LRBRL—. La declaración deberá ir precedida, según el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía, de informe técnico que valorará el bien y motivará su condición de no utilizable —artículo 7— y, según los Reglamentos de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de Aragón y de Patrimonio de las Entidades Locales de Cataluña, además de informe técnico que acredite la declaración de no utilizable del bien, de informes del Interventor y del Secretario o de los Letrados de los Servicios Jurídicos de la Entidad —artículos 5.2 y 13.2, respectivamente—.

Respecto a los montes, el artículo 12.2 de la LM determina, como ya pudimos ver, que serán patrimoniales aquellos de propiedad pública que no sean demaniales.

De los preceptos con anterioridad analizados podemos extraer las siguientes ideas básicas:


	
a)  Los bienes patrimoniales lo integran un amplio abanico, que va desde los no destinados al uso público ni afectados a ningún servicio público hasta aquellos que no resultan aplicables a los servicios municipales o a su normal aprovechamiento, pasando por las parcelas que no fueren susceptibles de uso adecuado. En cuanto se refiere a los montes, lo constituyen los no incluidos en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública, los comunales desafectados y aquellos otros que, por cualquier razón o circunstancia, no hayan sido afectados a un uso o servicio público.

	
b)  No disponen del sistema de protección y blindaje de los bienes de dominio público y comunales, siendo, por tanto, enajenables, embargables, prescriptibles y quedando sujetos a tributación.

	
c)  Aunque pueden constituir fuentes de ingresos para el erario de la entidad, los recursos obtenidos con tal origen no son el núcleo de la financiación local. El artículo 2 del TRLRHL determina los recursos de los que se nutrirán las Haciendas locales. De los recursos en él previstos pueden establecerse tres grupos perfectamente diferenciados: los recursos de naturaleza no tributaria, que comprenderían los ingresos patrimoniales y demás de Derecho privado, las subvenciones, los precios públicos, el producto de las operaciones de crédito y de las multas y sanciones, y las demás prestaciones de Derecho público; los recursos de naturaleza tributaria, dentro de los cuales estarían las tasas, las contribuciones especiales, los impuestos y los recargos sobre impuestos de las Comunidades Autónomas o de otras Entidades locales; y la participación en los tributos del Estado y de las Comunidades Autónomas. Pues bien, los recursos de naturaleza tributaria son la principal fuente de ingresos de las Entidades locales, ya sean los propios de estas, ya los obtenidos como participación en los específicos del Estado. Tan solo en algunos municipios con un fuerte patrimonio, dichos ingresos patrimoniales tienen una cierta significación.



En cuanto atañe a los principios que han de regir la gestión y administración de los bienes y derechos patrimoniales por las Administraciones públicas, el artículo 8 de la LPAP —considerado de carácter básico— determina lo siguiente:


8. Principios relativos a los bienes y derechos patrimoniales.

1. La gestión y administración de los bienes y derechos patrimoniales por las Administraciones públicas se ajustarán a los siguientes principios:

a) Eficiencia y economía en su gestión.

b) Eficacia y rentabilidad en la explotación de estos bienes.

c) Publicidad, transparencia, concurrencia y objetividad en la adquisición, explotación y enajenación de estos bienes.

d) Identificación y control a través de inventarios o registros adecuados.

e) Colaboración y coordinación entre las diferentes Administraciones públicas, con el fin de optimizar la utilización y el rendimiento de sus bienes.

2. En todo caso, la gestión de los bienes patrimoniales deberá coadyuvar al desarrollo y ejecución de las distintas políticas públicas en vigor y, en particular, al de la política de vivienda, en coordinación con las Administraciones competentes.



2.4.  El destino de los bienes

El análisis de esta cuestión no debe hacerse de manera autónoma, al margen de las responsabilidades que tienen atribuidas las Entidades locales. El destino de los bienes tiene directa vinculación con los usos públicos de estos o con la prestación de servicios locales. (18)  El adecuado engarce entre uno y otros nos permitirá un mejor entendimiento de la cuestión analizada.

Sobre la afectación y desafectación, mutación de destino y adscripción y desadscripción de los bienes y derechos, la LPAP dedica los Capítulos I y II del Título III —artículos 65 a 79—. Aunque dichos preceptos no son de aplicación general ni tienen carácter básico para el conjunto de las Administraciones públicas, si lo son de aplicación supletoria a las Entidades locales. Sus previsiones resuelven, según a continuación veremos, algunas de las cuestiones que en esta materia se plantean a las mismas.

La aportación de bienes y derechos es otra materia que suscita gran interés, y que también será objeto de tratamiento.

2.4.1.  La afectación y desafectación

Según el artículo 65 de la LPAP, la afectación determina la vinculación de bienes y derechos a un uso general o a un servicio público, y su consiguiente integración en el dominio público. Es, por tanto, la vinculación a un uso general o servicio público la razón que sustenta el acto de afectación.

Sobre esta materia resulta interesante la STC de fecha 29 de noviembre de 1988. Tras señalar la misma en su Fundamento Jurídico catorce: «En efecto, la incorporación de un bien al dominio público supone no tanto una forma específica de apropiación por parte de los poderes públicos, sino una técnica dirigida primordialmente a excluir el bien afectado del tráfico jurídico privado, protegiéndolo de esta exclusión mediante una serie de reglas exorbitantes de las que son comunes en dicho tráfico iure privado », declaró a continuación: «El bien de dominio público es así ante todo res extra commercium y su afectación, que tiene esa eficacia esencial, puede perseguir distintos fines: típicamente, asegurar el uso público y su distribución pública mediante concesión de los aprovechamientos privativos, permitir la prestación de un servicio público, fomentar la riqueza nacional (art. 339 del Código civil), garantizar la gestión y utilización controlada o equilibrada de un recurso esencial, u otros similares». No menos relevante es la STS de fecha 1 de octubre de 2003, en cuyo Fundamento de Derecho tercero se señala: «Este Tribunal ha declarado en numerosas ocasiones que la consideración demanial de un bien no viene necesariamente fijada por su inclusión o exclusión en un inventario de bienes de las Entidades Locales, sino por su afección real a un uso o servicio público, siquiera la inclusión en el catálogo pueda en principio apuntar a favor de esa naturaleza. Así la Sentencia de 28 de marzo de 1989 declaró que la realidad del destino del bien ha de prevalecer sobre la apariencia formal, y las de 5 de abril de 1993 y 23 de mayo de 2001 se manifiestan en el mismo sentido».

Existen diferentes formas para la afectación de los bienes al dominio público:


	
a)  Mediante disposición general. Es la Ley la que directamente afecta al dominio público un determinado tipo de bienes. Tal es el caso, entre otros, de la ribera del mar, las playas, el mar territorial, las aguas interiores, etc. —artículos 3 a 5 de la LCO—, las carreteras —artículos 28 y 29 de la LC y 74.1 del TRRL—, las líneas ferroviarias —artículos 12 y 13 de la LSF—, las vías pecuarias —artículo 2 de la LVP—, determinados montes —artículo 12 de la LM—, y las calles, plazas, paseos, parques, etc. —artículos 344 del CC, 74.1 del TRRL y 3, 4 y 5 del RB—.

	
b)  Mediante acto administrativo. La afectación se produce aquí por decisión de la Administración. Se decide por esta la vinculación de un determinado bien a un uso o servicio público, perdiendo el mismo la condición que ostentaba de bien patrimonial.Pero hemos de ser algo más explícitos para una mayor comprensión:


	
—  Carácter patrimonial de los bienes adquiridos. A tenor de lo establecido en el artículo 16 de la LPAP —de aplicación supletoria a las Entidades locales—, los bienes y derechos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos se entienden adquiridos, salvo disposición legal en contrario, con el carácter de patrimoniales, sin perjuicio de su posterior afectación al uso general o al servicio público.

	
—  Necesidad de afectación a un uso o servicio público. Conforme a lo indicado, será preciso alterar, salvo los supuestos de alteración automática a que a continuación se aludirá, la calificación jurídica del bien, que pasará de patrimonial a bien de dominio público, con afectación al correspondiente uso o servicio público —artículos 22.2.l), 33.2.g) y 47.2.n) de la LRBRL, 8 del RB y 50.13 del ROF—. En definitiva, toda afectación, a excepción de las mutaciones demaniales —a las que nos referiremos más adelante—, comportan un cambio de calificación jurídica de los bienes.La realidad local nos presenta, sin embargo, un escenario que difiere del previsto en la norma. Son muchos los bienes —inmuebles, vehículos, muebles, etc.— afectados a un uso o servicio público sobre los que no ha existido un acto administrativo previo de cambio de calificación jurídica y afectación, por lo que los bienes conservan, a pesar de esa vinculación a un uso o servicio público, la originaria de adquisición —patrimoniales—, sin la protección y blindaje que brinda aquella a los de dominio público. Es la actuación de hecho a la que nos referiremos más adelante.



	
—  Competencia plenaria para la afectación. El sustento jurídico lo encontramos en los preceptos citados en el párrafo anterior, que atribuyen al pleno la competencia para la alteración de la calificación jurídica de los bienes, es decir tanto para su afectación a un uso o servicio público como para la desafectación de estos, decisión que precisará, además, del quorum de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros.





	
c)  Mediante acto administrativo dictado con diferente finalidad. La Administración no decide sobre la vinculación de un bien a un uso o servicio público, sino sobre otras cuestiones que atañen a este, pero, con tal decisión, de manera implícita, se produce la afectación del bien a dichas finalidades —tal es el caso de la aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los proyectos de obras y servicios de los artículos 81.2.a) de la LRBRL y 8.4.a) del RB, de la adquisición de bienes y derechos por expropiación para usos generales, servicios públicos o fines o funciones de carácter públicas del artículo 24.2 de la LPAP, de la adscripción de bienes y derechos patrimoniales a organismos dependientes para el cumplimiento de fines propios del artículo 73.1 de la citada LPAP, etc.—.

	
d)  Mediante actuación de hecho. En este caso la afectación se produce de manera presunta, sin el amparo de acto administrativo alguno, con la vinculación de bienes a determinados usos o servicios públicos —tal es el caso de la adscripción de bienes patrimoniales por más de veinticinco años a un uso o servicio público o comunal de los artículos 81.2.b) de la LRBRL y 8.4.b) del RB, y el de la adquisición por usucapión de una cosa que viniere estando destinada a un uso o servicio público o comunal del artículo 8.4.c) del RB—.



Se produce la desafectación, a sensu contrario con la afectación y siguiendo las indicaciones del artículo 69 de la LPAP, cuando los bienes y derechos demaniales dejan de destinarse al uso general o al servicio público. La desadscripción de bienes llevará implícita, como más adelante veremos, la desafectación de los bienes y derechos del dominio público —artículo 79 de la mencionada LPAP—. Según la Ley Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears puede procederse a la desafectación de bienes de dominio público y comunales, que pasarán a la condición de patrimoniales, si durante un periodo de veinte años no se han utilizado en el sentido de su afectación pública —artículo 131.1—. Dicho plazo se eleva en el texto refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña a veinticinco años —artículo 205.1—. La Ley de Régimen Local de Valencia reduce sustancialmente dicho plazo respecto a los bienes comunales —artículo 181.1—. Señala el mismo que los bienes comunales que por su naturaleza intrínseca o por otras causas no hubiesen sido objeto de disfrute de esta índole durante más de diez años, aunque en alguno de ellos se haya producido acto aislado de aprovechamiento, podrán ser desprovistos de su carácter comunal y calificados como patrimoniales mediante acuerdo de la Entidad local respectiva. Para SALA ARQUER (19)  debe mantenerse la radical diferencia entre desafectación de los bienes de dominio público y declaración de alienabilidad, entendiendo el mismo respecto a tal declaración que el bien patrimonial queda en situación de ser enajenado, mientras la desafectación únicamente determina la inclusión del bien en una categoría provisional, la de los bienes vacantes de destino, pudiendo ser su empleo posterior tanto la enajenación como la explotación, nueva afectación, constitución de reservas, etc.

La normativa local contempla dos formas de alteración de la calificación jurídica de sus bienes:

1. Alteración expresa.

La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades locales requiere expediente en el que se incorporen las actuaciones y cumplan las formalidades que se indican:


	
—  Acuerdo del Pleno de la Corporación sobre iniciación del expediente —artículo 58 de la LPAC—.Tal y como prevé el 54 de la LPAC, los procedimientos podrán iniciarse de oficio o a solicitud del interesado. En el primero de los casos, conforme al artículo 58, habrá de adoptarse acuerdo por el órgano competente —es decir por el que tenga atribuida la competencia para decidir sobre el fondo del asunto—, bien por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, a petición razonada de otros órganos o por denuncia. Conforme tiene declarado el Tribunal Supremo —valga por todas la Sentencia de fecha 24 de abril de 1985—, la incoación de oficio del procedimiento es un acto de trámite. La finalidad que se persigue con una y otra forma de iniciación es, sin embargo, similar: la puesta en marcha de la actividad de la Administración.



	
—  Informe del Jefe de la Dependencia a la que corresponda la tramitación del expediente —artículo172.1 del ROF—.

	
—  Acreditación de la oportunidad y legalidad de la alteración —primer inciso del apartado tercero del artículo 81.1 de la LRBRL y 8.1 del RB—.

	
—  Información pública durante un mes —artículo 8.2 del RB—.

	
—  Informes del Secretario e Interventor de la Corporación —artículos 173.1.b) del ROF y 3.3.c) y 4.1.b.5º) del RJFHN—.En el caso de informe del Secretario, si hubieren informado los servicios del propio Ayuntamiento, y que figuren como como informes jurídicos en el expediente, será suficiente con una nota de conformidad a los mismos —artículo 3.4 del RJFHN—.



	
—  Dictamen de la correspondiente Comisión Permanente Informativa —artículo 123.1 del ROF—.Al tener atribuida el Pleno de la Corporación la competencia resolutoria en la materia, es preceptivo el dictamen de la correspondiente Comisión Permanente Informativa.



	
—  Acuerdo del Pleno, adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros —artículos 47.2.n) de la LRBRL y 8.2 del RB—.

	
—  Recepción formal de los bienes —artículo 8.3 del RB—.El artículo 8.3 del RB determina además que, en cualquier caso, la incorporación al patrimonio de la Entidad local de los bienes desafectados, incluso cuando procedan del deslinde de dominio público, no se entenderá efectuada hasta la recepción formal por el órgano competente de la Corporación de los bienes de que se trate, y en tanto la misma no tenga lugar seguirán teniendo aquellos el carácter de dominio público. Se confirma y refrenda en dicha previsión que para desafectar los bienes del dominio público e incorporarlos al patrimonio de la entidad es preciso hacerlo de forma expresa. Así se prevé también en el artículo 69.2 de la LPAP. Entendemos que habrá de ser el Pleno, cuando decida definitivamente sobre la desafectación del bien, el que realice tal recepción formal.





Como ya se indicó, y conforme al artículo 7.3 del RB, para declarar un terreno como parcela sobrante se requerirá expediente de calificación jurídica, en la forma que previene el artículo 8 de dicha norma reglamentaria, es decir mediante la acreditación de su oportunidad y legalidad, información pública durante un mes y resolución por el Pleno de la Corporación con el voto de mayoría absoluta del número legal de sus miembros, no siendo exigible la previsión del apartado tercero de dicho artículo, relativa a la recepción formal del bien.

Respecto a los bienes comunales y montes es necesario realizar algunas precisiones. En cuanto a los primeros, los artículos 78.1 del TRRL y 100.1 del RB determinan que si los mismos, por su naturaleza o por otras causas, no han sido objeto de disfrute de esta índole durante más de diez años, aunque en alguno de ellos se haya producido acto aislado de aprovechamiento, podrán ser desprovistos del carácter de comunales en virtud de acuerdo de la Corporación respectiva. Este acuerdo requerirá información pública, voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación y posterior aprobación por la Comunidad Autónoma. La necesidad de alteración expresa de los bienes comunales queda refrendada en la STS de fecha 3 de mayo de 1988. En el Fundamento de Derecho tercero de la Sentencia apelada, que es aceptado por el citado Tribunal, se declara: «... Es más, en el caso que estamos de admitir que el Monte "Sierra La Hez" ha dejado de ser disfrutado comunalmente por los vecinos de los Ayuntamientos recurrentes desde 1964 (es decir por más de 10 años que señala el artículo 194 de la Ley de Régimen Local y 83 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y por menos de 25, que recoge el número 5 del artículo 8 de este Reglamento), no por ello deja de considerarse de carácter comunal, pues para ello se necesitaría la incoación de un expediente previo según los trámites de los artículos antes mencionados, y que, desde luego, no se ha llevado a cabo».

Se concluye de lo anterior:


	
a)  Que existe la posibilidad de desafectar los bienes comunales y convertirlos en patrimoniales.

	
b)  Que, en tal caso, desaparece el uso y aprovechamiento que corresponde a los vecinos.

	
c)  Que el procedimiento de desafectación se separa del fijado para los bienes de dominio público, extremándose las garantías y exigencias para poder llevarlo a término.

	
d)  Que la transformación en patrimoniales de tales bienes supone su sometimiento al régimen que el Ordenamiento jurídico reserva a estos. Se prevé, sin embargo, en la mencionada normativa —artículos 78.2 del TRRL y 100.2 del RB— preferencia para arrendamiento a los vecinos que se comprometan a su aprovechamiento agrícola.



Por lo que se refiere a los montes, el artículo 17 de la LM establece que la desafectación de los montes catalogados del dominio público forestal requerirá su previa exclusión del Catálogo, y la de los restantes montes demaniales su tramitación por la Administración titular, requiriendo, en todo caso, el informe favorable del órgano forestal de la Comunidad Autónoma. Se indica además en dicho precepto que será la Comunidad Autónoma la que habrá de regular el procedimiento de desafectación de los montes demaniales.

No podemos concluir el estudio de estas alteraciones sin aludir a las que puedan derivar de expropiación. Sin perjuicio de lo que a continuación se dirá, sobre la alteración implícita de la calificación jurídica de los bienes por el empleo de dicha forma adquisitiva, el artículo 42.4 del TRLSRU, referido a expropiaciones por razón de la ordenación del territorio y urbanística, prevé que cuando en la superficie objeto de expropiación existan bienes de dominio público y el destino de los mismos, según el instrumento de ordenación, sea distinto del que motivó su afectación o adscripción al uso general o a los servicios públicos, se seguirá, en su caso, el procedimiento previsto en la legislación reguladora del bien correspondiente para la mutación demanial o desafectación, según proceda.

2. Alteración automática.

La LRBRL establece, en su artículo 81.2, los siguientes dos supuestos de alteración automática de la calificación jurídica de los bienes: la aprobación definitiva de los planes de ordenación urbana y de los proyectos de obras y servicios; y la adscripción de bienes patrimoniales por más de veinticinco años a un uso o servicio público. El RB, después de matizar en su artículo 8.4 el segundo de tales supuestos, al determinar que la adscripción podría ser también a un uso comunal, vino a añadir un tercer supuesto, consistente en la adquisición por la entidad, por usucapión, con arreglo al Derecho civil, del dominio de una cosa que viniere estando destinada a un uso o servicio público o comunal.

La legislación autonómica ha ampliado estos supuestos de alteración automática. Las Leyes de Administración Local de Aragón —artículo 178.1—, Navarra —artículo 103.3— y La Rioja añaden a los anteriores citados de la LRBRL y RB la adquisición de bienes por cesión obligatoria con el fin de ser destinados al uso público o a la prestación de un servicio público determinado. La Ley Municipal y de Régimen Local de Baleares —artículo 129.2— y el texto refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña —artículo 204.2— añaden además la adquisición de bienes por expropiación forzosa, que quedarán afectados al uso o servicio determinantes de la declaración de utilidad pública o interés social. La Ley de Régimen Local de la Comunidad Valenciana —artículo 180.2— incorpora, además de la adquisición por cesión obligatoria con el fin de ser destinados al uso público o a la prestación de un servicio público determinado, la adquisición por usucapión de bienes destinados al uso o servicio público o al aprovechamiento comunal. El Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía —artículo 9.2— es el que realiza una regulación, en desarrollo del artículo 5.2 de la Ley de Bienes de Entidades Locales, más extensa y pormenorizada de los supuestos de alteración automática. Además de recoger todos los anteriores referidos, añade el de la adquisición de bienes por herencia, legado, donación o cualquier otra forma de adquisición gratuita con la condición de afectarse a un uso o servicio público determinado, desde el acto formal de aceptación.

Por lo que se refiere a las parcelas sobrantes, la STS de fecha 3 de mayo de 1989 en el Fundamento de Derecho tercero de la Sentencia apelada, que es aceptado por dicho Tribunal, declara: «... el expresado artículo 7º del Reglamento de Bienes, tras calificar a las parcelas no utilizables, como bienes de propios y definirlas como "aquellas porciones de terreno propiedad de las Entidades locales que por su reducida extensión, forma irregular o emplazamiento, no fueren susceptibles de uso adecuado", viene a establecer la necesidad de que para la declaración de un terreno como no utilizable se tramite el expediente de alteración de calificación jurídica que regula el artículo 8º mediante información pública y resolución por acuerdo adoptado con el quórum del artículo 303 de la Ley, que exige el voto favorable de las dos terceras partes del número de hecho y en todo caso de la mayoría absoluta de los miembros de la Corporación; si bien y como excepción el número 3 del propio artículo establezca la innecesariedad de expediente de calificación jurídica cuando la alteración derivase expresa o implícitamente de actos administrativos dictados con iguales o mayores solemnidades de los que suponen el expediente regulado en los números anteriores, y en especial de planes y proyectos de ordenación urbana convenientemente aprobados». Otra Sentencia de ese mismo Tribunal, de fecha 21 de abril de 1992, refrenda, en interpretación del actual RB, el anterior criterio. Señala en su Fundamento de Derecho primero: «... la modificación de la calificación jurídica de la parcela de dominio público se había producido al aprobarse el proyecto de urbanización municipal de la Avda. del Pilar acorde con las normas subsidiarias aprobadas por el Ayuntamiento respecto a las alineaciones que esa vía pública que dio lugar a la existencia de un sobrante de aquélla, que por su extensión, forma irregular y emplazamiento frente a unas naves industriales del recurrente a las que se accede por esa parcela hacían innecesario mantener la pretensión subsidiaria mentada, que con anterioridad a la aprobación del instrumento de urbanización meritado si podía ser exigible, pero no una vez aprobada por el Ayuntamiento...». Similares argumentos vienen recogidos en la Sentencia apelada, en cuyo Fundamento de Derecho tercero se señala: «... el Reglamento citado impone la necesidad de expediente de calificación jurídica para configurar el mismo como sobrante; en este punto resulta de aplicación el art. 8.4 del Reglamento, que determina la alteración de la calificación jurídica automáticamente con la aprobación definitiva de planes de ordenación urbana y proyectos de obras y servicios. En el caso de autos, esa calificación la produjo la ejecución del proyecto de urbanización de la denominada "Avda. del Pilar", que dejó el terreno controvertido como exponente típico de parcela sobrante...».

En el caso de expropiación forzosa de bienes de dominio público, el Tribunal Supremo se pronuncia por la alteración implícita de su calificación jurídica. La STS de fecha 3 de octubre de 1994 ya citada en esta obra declara, en su Fundamento de Derecho cuarto, que en dicho supuesto «... no es necesario expediente de desafectación de tales bienes, porque la desafectación está implícita en la expropiación y en la consiguiente afección de los bienes a la utilidad pública que la originó...». Por su parte, la también citada STS de fecha 7 de febrero de 1995 declara, en su Fundamento de Derecho cuarto, que «... la expropiación... no exige el oportuno expediente en el que se acredite la oportunidad y legalidad de la alteración de la calificación jurídica de los bienes... se produce por la aprobación definitiva del Plan de Ordenación y Proyectos de obras y servicios».

Nota común a los dos tipos de alteraciones, expresa y automática, es su necesaria reseña en el Registro de la Propiedad. Hemos de subrayar que los bienes de las Entidades locales han de figurar siempre inscritos en el referido Registro con el carácter de demaniales o patrimoniales —artículo 27.5 del TRLSRU—, y cualquier alteración en su naturaleza debe tener en el mismo ese reflejo. Así resulta del artículo 83.1 de la LPAP —considerado de aplicación general—, que establece que para la práctica del asiendo será título suficiente el acta correspondiente. También puede inferirse tal obligación del artículo 110.1.b) del RB, relativo a la acreditación, como bienes patrimoniales y a través de certificación del Registro de la Propiedad, de los que fueran objeto de cesión gratuita. Más explícito que el citado artículo resulta, sin embargo, el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía, en cuyo artículo 116 se señala que deberá hacerse constar en el Registro de la Propiedad y demás registros públicos cualquier alteración de la calificación jurídica de los bienes inscritos. Los asientos, continúa dicho precepto, se llevarán a cabo mediante certificación expedida por la persona titular de la Secretaría con relación al inventario y a los actos que hayan motivado la alteración.

Posibilidad de desafectación de algunas de las superficies superpuestas de un inmueble.

Como ya señalamos, la naturaleza demanial del suelo arrastra al subsuelo y vuelo. Ello nos lleva a plantearnos si es factible la desafectación de alguna de esas partes, con la convivencia, en tal caso, de titularidades públicas y privadas en un mismo inmueble. La cuestión viene resuelta por el TRLSRU. Sus artículos 12.2, 26.5 y 47.3 determinan lo siguiente:


Artículo 12. Contenido del derecho de propiedad del suelo: facultades.

...

2. Las facultades del propietario alcanzan al vuelo y al subsuelo hasta donde determinen los instrumentos de ordenación urbanística, de conformidad con las leyes aplicables y con las limitaciones y servidumbres que requiera la protección del dominio público».

«Artículo 26. Formación de fincas y parcelas y relación entre ellas y complejos inmobiliarios.

...

5. Cuando los instrumentos de ordenación urbanística destinen superficies superpuestas, en la rasante y el subsuelo o el vuelo, a la edificación o uso privado y al dominio público se constituirá un complejo inmobiliario de carácter urbanístico en el que aquéllas y ésta tendrán el carácter de fincas especiales de atribución privativa, previa la desafectación y con las limitaciones y servidumbres que procedan para la protección del dominio público Tales fincas podrán estar constituidas, tanto por edificaciones ya realizadas, como por suelos no edificados, siempre que su configuración física se ajuste al sistema parcelario previsto en el instrumento de ordenación.

...

Artículo 47. Supuestos de reversión y de retasación.

...

3. No procede la reversión cuando del suelo expropiado se segreguen su vuelo o subsuelo, conforme a lo previsto en el apartado 5 del artículo 26, siempre que se mantenga el uso dotacional público para el que fue expropiado o concurra alguna de las restantes circunstancias previstas en el apartado primero.



De la lectura de estos preceptos resulta:


	
a)  Que serán los instrumentos de ordenación urbanística o, en términos más usuales, el planeamiento el que permita la convivencia, en determinadas superficies superpuestas, de las edificaciones o usos privados con el dominio público.

	
b)  Que será preciso además, en orden a la constitución del correspondiente complejo inmobiliario, desafectar las superficies susceptibles a la edificación o uso privado.La necesidad de desafectación formal se separa del régimen establecido en el artículo 81.2 de la LRBRL para la alteración automática de la calificación jurídica de los bienes, en el que se contempla, como ya se vio con anterioridad, la alteración automática de dicha calificación por la aprobación definitiva de planes de ordenación urbana y de los proyectos de obras y servicios. Es precisamente la convivencia, en superficies superpuestas, de edificaciones o usos privados con el dominio público lo que impulsa al legislador a extremar las cautelas y garantías exigibles para desafectar las partes susceptibles de edificación o uso privado.



	
c)  Que será necesario, igualmente, la fijación de las limitaciones y servidumbres que procedan para la protección del dominio público.

	
d)  Que no cabe la reversión del suelo expropiado cuando se segreguen del mismo su vuelo o subsuelo, siempre que se mantenga el uso dotacional para el que fue expropiado o concurra alguna de las circunstancias previstas en el apartado primero del artículo 47.



Pero la claridad que ahora ofrece la normativa no siempre fue así. La jurisprudencia jugó un papel determinante en esta materia, contribuyendo con su criterio a la regulación ahora existente. La STS de fecha 29 de marzo de 1990 señalaba que no había obstáculo alguno para que el subsuelo pudiese destinarse a finalidades diferentes a las del suelo. En el Fundamento de Derecho cuarto de la Sentencia apelada, que es aceptada por el Tribunal Supremo, se reseña: «... en la Ordenanza Municipal de Madrid n.o 3 sobre Edificación Abierta, en su punto 3.211 se permite la construcción de aparcamientos subterráneos en los espacios libres y porque en todo caso la construcción del aparcamiento subterráneo no implica una alteración sustancial de la zonificación o uso urbanístico de la zona verde ya que la superficie del terreno puede perfectamente quedar convertida en césped y soporte de las especies vegetales consentidas por su espesor, debiéndose subrayar además que las posibles accidentales alteraciones sobre el uso urbanístico de la zona verde obedecerían, en su caso, exclusivamente a razones de interés general con la finalidad de cubrir una exigencia social y comunitaria urbana de grave transcendencia y necesidad como lo es el estacionamiento de vehículos automóviles en una gran urbe».

Otras Sentencias de ese mismo Tribunal negaban el derecho de reversión de bienes expropiados por la adscripción del subsuelo a un aprovechamiento privativo, aparcamientos subterráneos, mediante concesión administrativa. Así la STS de fecha 1 de diciembre de 1987 declara en su Fundamento de Derecho cuarto: «El aprovechamiento del subsuelo de la tan repetida plaza por parte de la Corporación municipal es una facultad que asiste a ésta como titular del dominio público sobre la misma en aplicación "mutatis mutandis" del art. 350 del Código Civil por lo que en tanto la superficie ocupada por los inmuebles expropiados en el año 1962 siga cumpliendo la misma finalidad que determinó su adquisición coactiva y subsista, por tanto, su afectación, no puede haber derecho alguno de reversión». Por su parte, la STS de fecha 23 de diciembre de 1993 declara en su Fundamento de Derecho cuarto: «La afectación de los inmuebles expropiados a las obras de ensanche y mejora de la referida plaza, para constituir zonas ajardinadas y viales en la misma, en ejecución de las previsiones urbanísticas del Plan Comarcal de Urbanización de Santander, aprobado por la Comisión Central de Sanidad Local de 13-9-1955, no imponía de modo necesario que para la subsistencia de dicha "causa expropiandi" se produjera la intangibilidad del subsuelo de la zona así afectada permaneciendo éste sin adscripción o destino alguno. Las crecientes necesidades sociales que llevan aparejada la instalación de servicios públicos en beneficio de los vecinos, desde la perspectiva municipal, justifica que la Corporación municipal procediese, desconectado por completo de aquella finalidad expropiatoria (y por ello, insistimos, no cabe hablar de "parte sobrante"), a la utilización del subsuelo de la plaza y sus aledaños, y que dicho bien demanial, pues que también lo es el subsuelo de un terreno de dominio público local, fuese objeto de un uso privativo y, por ende, atribuido a particulares en virtud de concesión administrativa, según permite en el Ordenamiento vigente el artículo 78.1.a) del mencionado Reglamento de Bienes de las Entidades Locales. Tal adscripción a un destino normal, como es el aprovechamiento para estacionamiento subterráneo, no implica una desafectación del fin legitimador de la expropiación que afectó inmuebles para obras en la superficie ni tampoco constituye parte sobrante puesto que ni en el tiempo ni en la finalidad hay relación de causalidad entre la originaria expropiación y la utilización de bienes demaniales en la porción del subsuelo. Tal acto de adscripción de bienes de uso público local a un aprovechamiento privativo no legitima para ejercitar el derecho de reversión».

También la Dirección General de los Registros y del Notariado contribuyó a ese esclarecimiento. Sobre la posibilidad de desafectar del dominio público el subsuelo, con atribución a este de una diferente calificación jurídica de la otorgada al suelo, es decir como bien patrimonial, y por tanto susceptible de enajenación, permuta, gravamen o cesión, resulta relevante la Resolución de esa Dirección General de fecha 5 de abril de 2002, que resuelve recurso interpuesto por el Ayuntamiento de Oviedo, contra la negativa del Registrador de la Propiedad de dicha localidad de inscribir un acuerdo municipal de desafectación del subsuelo del Parque de Invierno y constitución de un complejo inmobiliario destinado a aparcamiento, estimando dicho recurso y revocando la nota de calificación sobre el particular del Registrador. De los Fundamentos de Derecho contenidos en dicha Resolución extraemos los siguientes particulares:

«PRIMERO. Se plantea en el presente recurso si es inscribible o no en el Registro de la Propiedad, como finca independiente, una unidad subterránea constituida por un volumen edificable bajo suelo de carácter público, previa la correspondiente desafectación como bien demanial de aquella unidad, configurándola como patrimonial...

SEGUNDO...

El dominio no se configura como un derecho ilimitado y unitario, en el que sólo por vía de ley cabe restricciones a su contenido sino que por el contrario la función social de la propiedad delimita intrínsecamente su extensión (artículo 33 de la Constitución). El aforismo "usque ad sidera usque ad infero" referido a los derechos del propietario, cede frente al superior principio de la función social de la propiedad, de manera que además de las leyes especiales limitativas deben tenerse en cuenta aquellas otras cuyo objeto es la delimitación de las facultades del propietario, como ocurre en materia urbanística (artículo 2 de la Ley del Suelo).

Las normas urbanísticas pueden permitir así un uso diverso para el subsuelo distinto del correspondiente al suelo. Para ello será premisa indispensable, que tal posibilidad no sea contraria con el planeamiento, y que si los terrenos inicialmente eran dotacionales públicos se cumplan los requisitos legales en orden a la desafectación como bien patrimonial del subsuelo para su configuración como bien patrimonial. Por supuesto será precisa además la correspondiente licencia urbanística, que no es sino el acto administrativo mediante el cual adquiera efectividad la posibilidad de ocupación, aprovechamiento o uso de un suelo determinado, previa concreción de lo establecido al respecto por las leyes, planes de ordenación y demás normativa urbanística (artículo 1 de la Ley 3/1987, de 8 de abril, que regula la disciplina urbanística en el Principado de Asturias).

Registralmente deberá abrirse folio autónomo a la unidad subterránea constituida por el volumen de subsuelo desafectado como bien demanial.

...

Pero esta apertura de folio autónomo no implica desconexión total con la finca de procedencia, ya que en el folio abierto a ésta se hará constar la configuración independiente del subsuelo desafectado, en forma hasta cierto punto análoga a la inscripción del dominio útil.

La jurisprudencia ha admitido la posibilidad de un uso privativo del subsuelo, sin que por ello se perjudique el carácter demanial del suelo (Sentencias de 1 de diciembre de 1987 y 23 de diciembre de 1991, aunque referidas a un supuesto de concesión administrativa, negaron la condición de sobrante en una expropiación de terrenos al subsuelo existente bajo aquéllos y reconocen que el aprovechamiento del subsuelo de una plaza pública por parte de la Corporación Municipal es una facultad que asiste a ésta como titular del dominio público sobre la misma, por lo que en tanto la superficie ocupada por los inmuebles expropiados siga cumpliendo la misma finalidad que determinó su adquisición coactiva y subsista su afectación, no puede haber derecho alguno de reversión).

En efecto, ya sea por vía de concesión administrativa, ya sea por vía de desafectación de la unidad subterránea destinada a aparcamiento, no se aprecia ninguna limitación al destino demanial público del suelo, ningún perjuicio o merma al servicio o uso público al que éste estuviera destinado. En definitiva, concurre para la admisión de la figura la existencia de una causa justificativa suficiente (la explotación adecuada de los subterráneos existentes en zonas públicas) y no se distorsionan los principios registrales. No se trata en el presente caso de segregar un volumen edificable en el subsuelo, desconectándolo totalmente de la superficie terrestre. Por el contrario, precisamente porque sigue existiendo vinculación con la superficie, deben quedar claramente reguladas las relaciones derivadas de la coexistencia entre un suelo y un vuelo público, con un volumen edificable en el subsuelo de carácter patrimonial. En nuestro caso, esta regulación se realiza a través de la constitución de un complejo inmobiliario; registralmente en el folio abierto al suelo público constará la configuración como bien patrimonial de parte del subsuelo, en el folio abierto a éste constará cuál es la finca matriz de procedencia y en ambos las reglas del complejo inmobiliario articulado.

...

SEXTO...

Y en cualquier caso si cabe una desafectación total de los bienes demaniales, siguiendo los trámites legales, también cabrá una desafectación parcial que es la que va implícita en los acuerdos municipales dirigidos a configurar como bien patrimonial el subsuelo (habrá que entender que abarcaría la alienabilidad parcial del suelo a que se refiere el registrador en su nota, derivada de los accesos a la zona pública desde el subsuelo y de la configuración del complejo inmobiliario, y cuantas otras limitaciones pudieran derivarse de la configuración como finca autónoma del subsuelo).

...».

No resulta tampoco desconocido el asunto para la normativa local autonómica. La Ley Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears ha recogido, en su artículo 130.2, la referida diferenciación. Señala este al respecto que en los inmuebles calificados de dominio público puede otorgarse una calificación jurídica distinta al subsuelo respecto del suelo, mediante la desafectación parcial de aquel para su calificación como bien patrimonial diferenciado. En todo caso, deberá acreditarse en el procedimiento la no existencia de perjuicio o merma en el servicio o uso público del bien demanial, y que no existe contradicción con el planeamiento urbanístico aprobado.

Alguna legislación urbanística autonómica también contempla previsiones sobre el particular. Más concretamente, el Decreto 305/2006, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Urbanismo de Cataluña, prevé, en su artículo 34.2, que en suelo urbano, en los ámbitos incluidos en polígonos de actuación urbanística o en sectores sujetos a un plan de mejora urbana, el planeamiento urbanístico puede establecer que el subsuelo del suelo que destine a sistemas de titularidad pública sea susceptible de aprovechamiento de titularidad privada, destinado al uso de aparcamiento, de almacén, a usos propios de los equipamientos o a otros usos admitidos por el planeamiento en el subsuelo, cuando sea necesario para garantizar el equilibrio de beneficios y cargas derivado de la cesión gratuita del suelo destinado a nuevos sistemas de titularidad pública.

Como conclusión de lo indicado, señalar que la Ley de Suelo de 28 de mayo de 2007, recogida ahora en el TRLSRU, con inspiración en los precedentes referidos, ha superado a los mismos, con una regulación contundente y categórica a favor de la desafectación de algunas de las superficies superpuestas de un inmueble. Ello, además de dotar de seguridad jurídica a las actuaciones que al particular se lleven a término, contribuirá al mejor desarrollo de la ciudad, de sus equipamientos y servicios, que demandan la presencia y participación del sector privado. Pero esta posibilidad de desafectación puede conllevar también algunos inconvenientes, derivados de la convivencia, en los diferentes planos o superficies, del dominio público y la propiedad privada. Los problemas que surjan entre las partes habrán de solventarse por vía de negociación, causando plena validez los pactos o acuerdos alcanzados siempre que los mismos, además de observar las previsiones del Ordenamiento jurídico sobre el específico negocio de que se trate, garanticen la adecuada protección del dominio público.

2.4.2.  La mutación demanial

La mutación demanial consiste en cambiar el destino o titularidad de un bien de dominio público sin realizar alteración alguna respecto a su naturaleza.

Existen, pues, dos tipos de mutación demanial:

La objetiva. Cuando se cambia de destino público del bien.

La subjetiva: Cuando se cambia la Administración titular del bien sin modificar su destino público.

En la normativa estatal, los únicos preceptos que abordan dicha materia, salvo la referencia contenida en el artículo 42.4 del TRLSRU, (20)  los encontramos en la LPAP, artículos 71 y 72, si bien estos, al no ser de aplicación general o de carácter de básico, solo afectan directamente a la Administración del Estado, aunque supletoriamente también a las Entidades locales. Se admite en ellos la mutación demanial objetiva para el caso de reestructuración de órganos y la subjetiva bajo condición de reciprocidad. Viene definida la primera en tales preceptos como el acto en virtud del cual se efectúa la desafectación de un bien o derecho del Patrimonio del Estado, con simultánea afectación a otro uso general, fin o servicio público de la Administración General del Estado o de los organismos públicos vinculados o dependientes de ella. La mutación deberá efectuarse siempre de forma expresa, salvo en el caso de reestructuración de órganos. Respecto a la mutación subjetiva, la Administración General del Estado y sus organismos públicos podrán afectar a las Comunidades Autónomas bienes y derechos demaniales de su pertenencia para destinarlos a un uso o servicio de competencia de estas, y ello siempre que dichas Comunidades prevean en su legislación la posibilidad de afectar bienes demaniales de su titularidad a la Administración General del Estado o sus organismos públicos para su dedicación a un uso o servicio de su competencia. No obstante, se difiere a una regulación reglamentaria los términos y condiciones en los que podrán afectarse tales bienes y derechos.

Tan solo las Comunidades Autónomas de Aragón, Andalucía y Cataluña se han interesado, en su legislación sobre Régimen local o de bienes locales, por la materia. La de Andalucía lo ha hecho, estimamos, con indudable acierto. La Ley y el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de dicha Comunidad, en sus artículos 7 y 11.1, respectivamente, contemplan la mutación objetiva, señalando que esta se produce automáticamente por el cambio de destino del bien, en los siguientes supuestos: alteración del uso o servicio público al que estuviere destinado para cambiarlo a otro del mismo carácter; y concurrencia de afectaciones que fueren compatibles. Respecto a la subjetiva, el apartado segundo del artículo 11 de dicha norma reglamentaria señala que la misma se produce por el cambio de la Administración pública titular del bien, sin modificar su destino público, determinando que tal mutación deberá formalizarse mediante convenio administrativo entre las Administraciones intervinientes e inscribirse en el Registro de la Propiedad. En ninguno de tales supuestos, precisa el último apartado del citado artículo, se requerirá la observancia del procedimiento previsto en el artículo 9.1 de dicho Reglamento. También la Comunidad Autónoma de Cataluña ha abordado, con bastante fortuna, la regulación en la materia. El artículo 216 bis del texto refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña —introducido por Ley 16/2015, de 21 de julio— señala, en sus apartados primero y segundo, que las mutaciones demaniales, entendidas como cambios de sujeto o de destino de los bienes de dominio público sin perder su naturaleza jurídica, pueden producirse: por razón de los nuevos fines públicos tomados en consideración; por el cambio del sujeto titular del bien en las alteraciones de términos municipales o en la atribución de competencias a otro ente local a otra Administración; y por la imposición de afectaciones secundarias, al ser compatible el bien con dos o más fines. También se produce una mutación demanial si los bienes de dominio público de los entes locales y sus organismos públicos pueden afectarse a servicios de otras Administraciones públicas para destinarlos a un uso público o servicio público de su competencia. Por su parte, los apartados tercero y cuarto de dicho precepto determinan, respectivamente, que las mutaciones demaniales requieren el acuerdo del ente local en el que se acredite la oportunidad del cambio, y que el procedimiento para realizar la mutación demanial debe cumplir los requisitos establecidos por reglamento.

El descuido en la regulación hizo que la doctrina se ocupase de la materia. La mutación objetiva parece admitirse sin mayor dificultad. La subjetiva, por el contrario, está sometida a mayor debate, situándose en el centro de atención. Las posturas mantenidas son dispares. Recogemos a continuación dos de ellas, que reflejan claramente el distinto criterio mantenido al particular. CLIMENT BARBERÁ (21)  señala: «En lo que se refiere a la aplicabilidad práctica de la mutación subjetiva aparece el escollo de la inalienabilidad, que se opone a los cambios de titularidad mientras el bien sea de dominio público. Sin embargo, la inalienabilidad del dominio público puede ser entendida y, por tanto, resultar admisible, siempre que la enajenación se regule y someta a las reglas de derecho público; por ejemplo, cesión de un bien de dominio público por el Estado a la provincia o un municipio o viceversa.» COBO OLVERA (22)  entiende que no es viable la mutación demanial entre sujetos. Señala a este respecto que «... para que una Entidad local pueda ceder un bien de dominio público a otra Administración, es necesario previamente desproveerlo de dicho carácter convirtiéndolo en patrimonial. Y, en su caso, una vez adquirido por la Administración correspondiente, ésta podrá o deberá proceder a la afectación al servicio o uso público correspondiente según su normativa propia».

Cualquier posición que se adopte al particular no dejará de tener sus detractores, pues la materia, por su complejidad, siempre brindará argumentos que pueden hacer sostener una postura contraria a la defendida. A pesar de estos riesgos, nuestra opinión es coincidente con la mantenida por CLIMENT BARBERÁ. Creemos perfectamente sostenible en Derecho la mutación subjetiva, y ello por no afectar al sistema de protección y blindaje que otorga la normativa a los bienes de dominio público, al mantenerse estos dentro del ámbito de lo público y seguir destinándose a finalidades públicas; más bien al contrario, supone liberar de formalismos y trabas innecesarias a operaciones realizadas en aras del interés general. Someter dichas operaciones a los procedimientos ya referidos, además de reportar nulo beneficio, salvo el de dar cumplimiento a una rigurosa interpretación normativa, lo único que conseguiría es dañar o, al menos, perturbar el interés perseguido. Similar opinión nos merece cuando a la mutación subjetiva se sume la objetiva, es decir que al cambio de Administración titular del bien se añada también el de su destino, pues, aunque sea mayor la profundidad de la alteración, no debe otorgarse un tratamiento diferente ni extremarse las formalidades exigibles.

Conforme al artículo 83.1 de la LPAP, deberá tomarse razón en el Registro de la Propiedad de la mutación demanial.

2.4.3.  La adscripción y desadscripción de bienes y derechos

Sobre la adscripción y desadscripción de bienes y derechos, la LPAP dedica los artículos 73 a 79. Aunque tales artículos no son de aplicación directa a las Entidades locales, si lo serían, como a continuación veremos, por remisión de otras normas o por aplicación supletoria o analógica. Los perfiles más importantes que de ellos se derivan, y que nos pueden situar claramente en el asunto, son:


	
—  Los bienes y derechos patrimoniales de la Administración General del Estado podrán ser adscritos a los organismos públicos dependientes de aquella para su vinculación directa a un servicio de su competencia o para el cumplimiento de sus fines propios. En ambos casos, la adscripción llevará implícita la afectación del bien o derecho, que pasará a integrarse en el dominio público. Igualmente los bienes y derechos propios de un organismo público podrán ser adscritos al cumplimiento de los fines propios de otro —artículo 73.1 y 2—.

	
—  La adscripción no alterará la titularidad sobre el bien —artículo 73.3—.

	
—  Los bienes y derechos deberán destinarse al cumplimiento de los fines que motivaron su adscripción, y en la forma y con las condiciones que, en su caso, se hubiesen establecido en el correspondiente acuerdo —artículo 75—.

	
—  Corresponde a los organismos públicos que tengan adscritos bienes y derechos el ejercicio de las competencias demaniales, así como la vigilancia, protección jurídica, defensa, administración, conservación, mantenimiento y demás actuaciones que requiera el correcto uso y utilización de los mismos —artículo 76—.

	
—  Si los bienes o derechos adscritos no fuesen destinados al fin previsto dentro del plazo que, en su caso, se hubiese fijado, o dejaran de serlo posteriormente, o se incumpliesen cualesquiera otras condiciones establecidas para su utilización, el Director General del Patrimonio del Estado podrá cursar un requerimiento al organismo al que se adscribieron los bienes o derechos para que se ajuste en su uso a lo señalado en el acuerdo de adscripción, o proponer al Ministerio de Hacienda la desadscripción de los mismos. Igual opción se dará en el caso de que el organismo que tenga adscritos los bienes no ejercite las competencias que le corresponden de acuerdo con el artículo anterior —artículo 77—.

	
—  Cuando los bienes o derechos adscritos dejen de ser necesarios para el cumplimiento de los fines que motivaron la adscripción, se procederá a su desadscripción previa regularización, en su caso, de su situación física y jurídica por el organismo correspondiente —artículo 78.1—.

	
—  La desadscripción, que llevará implícita la desafectación, requerirá, para su efectividad, de la recepción formal del bien o derecho que se documentará en la correspondiente acta de entrega, suscrita por representantes de la Dirección General del Patrimonio del Estado y del organismo u organismos, o en acta de toma de posesión levantada por la Dirección General del Patrimonio del Estado —artículo 79—.



Pero lo que más interés puede suscitar, con sustento siempre en las citadas reseñas legales, es el encaje de las mismas en los organismos públicos dependientes a que hace referencia la LPAP. Pues bien, para resolver la cuestión hemos de acercarnos, de una parte, a la previsión contenida en el artículo 2.2.a) de la LRJSP, que los concreta o fija en organismos y entidades de derecho público y, de otra parte, a la previsión contenida en el artículo 85.2 de la LRBRL, relativa a las diferentes modalidades de prestación de servicios públicos locales. Se determina en el este, dentro de las formas de gestión directa, el organismo autónomo, la entidad pública empresarial local y la sociedad mercantil local cuyo capital sea de titularidad pública. Sin embargo, tal aproximación es insuficiente para formar criterio sobre el particular. Habría que acudir al artículo 85 bis 1 de dicha Ley, para conocer, tras el reenvío normativo que realiza el mismo a las previsiones de la LOFAGE —contenidas hoy en la LRJSP—, que se está refiriendo la primera de las normas citadas a los organismos autónomos y a las entidades públicas empresariales locales. Igual conclusión se extrae de la lectura de los artículos 101.2 y 107.2 de la LRJSP —de aplicación supletoria a las Entidades locales—. Se establece en estos que la gestión y administración de sus bienes y derechos propios, así como de aquellos del Patrimonio de la Administración que se les adscriban a los organismos autónomos y entidades públicas empresariales para el cumplimiento de sus fines, será ejercida de acuerdo con lo establecido para los mismos en la LPAP.


 De esta primera aproximación cabe concluir que la adscripción es una figura jurídica regulada por el Derecho administrativo y aplicable, según las normas citadas, a los organismos autónomos y entidades públicas de derecho privado.



En cuanto se refiere a las sociedades mercantiles locales, habría que estar a lo dispuesto en el artículo 85.ter.1 de la LRBRL, que remite íntegramente, cualquiera que sea la forma jurídica de estas, al Ordenamiento jurídico privado, salvo en las materias en que les sea de aplicación la normativa presupuestaria, contable, de control financiero, de control de eficacia y contratación. En similares términos se pronuncia el TRRL, en cuyo artículo 103.1 se establece que la sociedad se constituirá y actuará conforme a las disposiciones legales mercantiles. Será, por tanto, la legislación mercantil la que opere al particular, y más en concreto al TRLSC, que admite, como aportaciones de los socios al capital social, los bienes o derechos patrimoniales de los socios susceptibles de valoración económica —artículo 58.1—. Resulta de ello que, además de las aportaciones dinerarias, podrán realizarse también, tal y como más adelante se indicará, otras que conlleven la aportación de bienes de naturaleza patrimonial, con cesión a la sociedad constituida de su plena titularidad. Pero lo que más duda puede generar es la aportación por las Entidades locales de bienes de dominio público. En nuestra opinión, nada impide, por aplicación supletoria de la legislación autonómica o analógica de la mercantil, que puedan adscribirse a las sociedades mercantiles de capital íntegramente local o de un ente público de la misma, bienes de la expresada naturaleza para el cumplimiento y atención de las finalidades asignadas a dichas sociedades, conservando la Entidad local o el ente público la plena titularidad de los mismos —solo se otorgan aquí facultades de uso—. Sobre este particular, SOSA WAGNER (23)  señala que «... el título jurídico de aportación puede ser "la adscripción," esto es, la vinculación o asignación del uso y disfrute a la prestación del servicio público, sin que se altere en consecuencia la titularidad y calificación demanial. La ventaja de la "adscripción" deriva de ser ésta un derecho real administrativo con amplio margen para su discrecional configuración administrativa y, además, es inscribible en el Registro (art. 7 del Reglamento Hipotecario). Pero también podrá acudir la entidad local a la constitución de otros derechos reales tradicionales, que suponen la disociación de la titularidad de los bienes y su uso, como es el caso de los derechos reales de usufructo, uso, disfrute o aprovechamiento, aunque, en estos casos, el régimen jurídico será el determinado por el Código civil y, por tanto, con menores posibilidades de establecer respecto a ellos especialidades o limitaciones».

Respecto al régimen patrimonial de los consorcios, el artículo 122.5 de la LRJSP dispone que será el que corresponda al de la Administración pública de adscripción. Pues bien, aunque los artículos 73 a 79 de la LPAP no son de aplicación directa a las Entidades locales, sí lo serían supletoriamente o, en último término, por aplicación analógica. Esta parece ser la opinión que mantiene ROMERO HERNÁNDEZ, (24)  y que compartimos, en tanto es la solución que mejor responde a las indicadas finalidades. El Reglamento de obras, actividades y servicios de las Entidades locales de Cataluña, norma que regula con extraordinario acierto la figura del consorcio, resuelve esta cuestión en sentido coincidente al expuesto —artículo 321—. En definitiva, los consorcios pueden tener bienes de dominio público o patrimoniales, propios o adscritos por las entidades que lo integran.

Las Comunidades Autónomas no han esquivado este importante asunto. La Ley de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía establece que podrán adscribirse bienes afectos a un servicio público a aquellos entes públicos de su dependencia a los que les atribuya la prestación del correspondiente servicio, o a otras Administraciones públicas con competencias en la materia —artículo 23.2—. La Ley de Administración Local de Aragón prevé que las Entidades locales puedan adscribir directamente a sus organismos autónomos los bienes y derechos necesarios para el cumplimiento de sus fines —artículo 181.1—. La Ley Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears contempla la posibilidad de que las Entidades locales puedan adscribir directamente a los organismos autónomos y a las entidades públicas empresariales dependientes de ellas los bienes y derechos necesarios para el cumplimiento de sus fines —artículo 142.1—. Por su parte, la Ley Foral de Administración Local de Navarra establece la posibilidad de que por los organismos autónomos locales, las entidades públicas empresariales y las sociedades mercantiles cuyo capital social pertenezca íntegramente a la Entidad local o a un ente público de la misma soliciten de estas la adscripción de bienes y derechos para el cumplimiento de sus fines —artículo 104.2—. Por último, la Ley de Administración Local de La Rioja señala que las Entidades locales podrán adscribir directamente a sus organismos autónomos los bienes y derechos necesarios para el cumplimiento de sus fines —artículo 181.1—.

En cuanto a la reseña de la adscripción en el inventario y en el Registro de la Propiedad, hemos de señalar que al no implicar la misma, como ha quedado expuesto, una alteración de la titularidad de los bienes y derechos, sino una mera asignación del uso y disfrute de los mismos, deberán mantenerse inventariados e inscritos a favor de la correspondiente Entidad local, si bien con reflejo de dicha circunstancia, de conformidad con el artículo 82 y 83 de la LPAP, en tal inventario y Registro. Sobre la reseña de la adscripción en el Registro de la Propiedad, el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía señala, en su artículo 118.2, que los bienes de las Entidades locales adscritos a sus organismos autónomos y otras entidades dependientes con personalidad propia permanecerán inscritos a nombre de la Entidad local, debiendo hacerse constar la adscripción en el Registro de acuerdo con la legislación aplicable al registro en cuestión. Igual determinación establece el artículo 224.2 del texto refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña respecto a los bienes de los entes locales adscritos a sus organismos autónomos. En similar línea se pronuncia la Ley Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears. Su artículo 133.4 prevé que los bienes de los entes locales que fuesen adscritos a sus organismos autónomos y a entidades públicas empresariales no pueden inscribirse a nombre de estos, sin perjuicio de hacer constar dicha adscripción.

2.4.4.  La aportación de bienes y derechos

La adscripción no es la única forma en la que pueden las Entidades locales contribuir con los organismos y entidades de ellas dependientes. La aportación de la plena titularidad de sus bienes y derechos es otra de las posibilidades existentes. Ya hemos visto con anterioridad como son admitidas por la legislación mercantil las aportaciones no dinerarias. La resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de fecha 12 de septiembre de 1985 vino a precisar que las aportaciones no podrían consistir en bienes de dominio público. Señala al respecto la misma en sus considerandos primero y segundo: «CONSIDERANDO:... es claro que no es posible legalmente realizar aportaciones sociales con bienes de dominio público, pues ello se opone tanto el que el régimen del dominio público repele que pueda pasar su titularidad a una sociedad mercantil, como el que el régimen de la sociedad mercantil repele que el capital pueda ser cubierto, en todo o en parte, con bienes de dominio público. CONSIDERANDO:... por su naturaleza los bienes de dominio público son inalienables... y, por tanto, no pueden ser transferidos a una Sociedad por vía de aportación...». EL CONSULTOR (25)  sostiene también que la aportación no dineraria —de inmuebles en el caso analizado— a entidades mercantiles de capital íntegramente municipal es una de las posibilidades de contribución de la Entidad local. Junto a ella estarían, según dicha Revista, la enajenación de bienes a título oneroso y el arrendamiento. No contemplan junto a ellas, como así lo entendemos también, la cesión gratuita.

No es extraña tampoco esta cuestión para la legislación autonómica. La Ley de Bienes de las Entidades Locales de Andalucía establece, en su artículo 23.1, que las Entidades locales podrán aportar la propiedad u otros derechos reales sobre bienes, siempre que tengan la condición de patrimoniales, previa valoración, tanto a los entes públicos de su dependencia, o vinculados a ella, como a las sociedades mercantiles en cuyo capital social participaren, íntegra o parcialmente, así como a las cooperativas y sociedades civiles en las que legalmente tuvieren participación y cuyo objeto sea la prestación de servicios o actividades económicas desarrolladas en el ámbito de su competencia. El apartado tercero de dicho artículo señala que, en el caso de participación en el capital de sociedades mercantiles, las Entidades locales podrán aportar una concesión demanial debidamente valorada. El artículo 45.1 del Reglamento de desarrollo de dicha Ley prevé, en relación a tal aportación, que la misma dará lugar a la fijación de un canon, previa valoración técnica, que deberá ser abonado a la Entidad local, cuya aprobación corresponderá al órgano competente de la misma.

La Ley de Administración Local de Aragón, la Ley Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears y la Ley de la Administración Local de la Rioja prevén que las Entidades locales podrán aportar directamente bienes patrimoniales, derechos concesionales y otros derechos reales, previa valoración técnica, a las sociedades creadas por ellas o en las que tengan participación, para la prestación de servicios y ejercicio de actividades económicas —artículos 181.2, 142.3 y 181.2, respectivamente—. El Reglamento de Patrimonio de las Entidades Locales de Cataluña contempla una previsión similar a la Ley de Bienes de Andalucía. Señala en su artículo 46 que los entes locales pueden aportar directamente en propiedad, previa valoración técnica, bienes patrimoniales a las sociedades civiles, mercantiles, cooperativas u otros entes creados por aquellos o en los que tengan participación, para la prestación de servicios o actividades económicas. Por su parte, el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de la Comunidad Autónoma de Aragón es todavía más preciso. Incorpora la posibilidad de aportación de bienes patrimoniales, derechos concesionales y otros derechos reales, previa su valoración pericial, al capital social o fundacional de las sociedades y fundaciones creadas por ellas para la prestación de servicios y ejercicio de actividades, estableciendo, respecto al procedimiento que se tramite al efecto, la necesidad de incorporar un informe jurídico y un estudio económico financiero sobre la oportunidad y utilidad pública de la aportación, al que se acompañará tasación pericial que valore el bien o la concesión aportada —artículo 112—.

Mención especial merecen las fundaciones locales. Aunque no constituyen formalmente, a tenor de lo establecido en el artículo 85.2 de la LRBRL, una modalidad más de gestión de los servicios públicos locales, sí coadyuvan a la consecución de sus fines, teniendo, por tanto, un carácter instrumental, orientado al logro de estos. Según el artículo 129 de la LRJSP —introducido, como novedad, con el carácter de legislación básica— han de quedar adscritas a una de las Administraciones públicas.

Pero hemos de dar una mayor explicación sobre las mismas. Es en el artículo 8.4 de la LF donde se habilita a las personas jurídico-públicas para que puedan constituir fundaciones. LÓPEZ-NIETO Y MAYO, (26)  recogiendo opinión sentada por el mismo en anterior publicación, afirma que tanto las Corporaciones locales como las Entidades locales institucionales, los llamados Organismos autónomos locales, pueden crear fundaciones. La constitución podrá realizarse por actos «inter vivos» o «mortis causa», realizándose esta última mediante escritura pública —artículo 9.1 y 2—. Sus actos son privados y no ostentan la naturaleza de actos administrativos —STS de fecha 27 de abril de 2005, FD tercero—.

En cuanto a la dotación de la fundación, aspecto de capital importancia para la vida de la misma, señala el artículo 12 que podrá consistir en bienes y derechos de cualquier clase y ha de ser adecuada y suficiente para el cumplimiento de los fines fundacionales. Se presumirá suficiente la dotación cuyo valor económico alcance los 30.000 €. Si la aportación es dineraria, podrá efectuarse en forma sucesiva. En tal caso, el desembolso inicial será, al menos, del 25 por 100, y el resto deberá hacerse efectivo en un plazo no superior a cinco años, contados desde el otorgamiento de la escritura pública de constitución de la fundación. Si la aportación no es dineraria, deberá incorporarse a la escritura de constitución la tasación realizada por un experto independiente. En uno y otro caso, deberá acreditarse o garantizarse la realidad de las aportaciones ante el notario autorizante. Se aceptará, sin embargo, como dotación el compromiso de aportaciones de terceros, siempre que dicha obligación conste en títulos de los que llevan aparejada ejecución. Formarán también parte de la dotación los bienes y derechos de contenido patrimonial que durante la existencia de la fundación se aporten en tal concepto por el fundador o por terceras personas, o que se afecten por el Patronato, con carácter permanente, a los fines fundacionales. En ningún caso se considerará dotación el mero propósito de recaudar donativos.

En conexión con lo indicado, el artículo 19.1, considerado de aplicación general, establece como patrimonio de las fundaciones el formado por todos los bienes, derechos y obligaciones susceptibles de valoración económica que integren la dotación, así como por aquellos que adquiera la fundación con posterioridad a su constitución se afecten o no a la dotación. (27)  A continuación, el artículo 20 de dicha Ley, aunque sin esa consideración de precepto de aplicación general, si marca la línea en la materia. Señala que la fundación deberá figurar como titular de todos los bienes y derechos integrantes de su patrimonio, que deberán constar en su inventario anual, y que los órganos de administración promoverán, bajo su responsabilidad, la inscripción a nombre de la fundación de los bienes y derechos que integran el patrimonio de esta, en los Registros correspondientes. Se pretende con ello, en relación con la previsión contenida en el artículo 10.c) de la Ley, asegurar la realidad de la aportación a la fundación. La STS de fecha 7 de mayo de 1987 admite plenamente la movilidad de los recursos fundaciones para la consecución de las finalidades previstas. En su Fundamento de Derecho cuarto se señala: «... 1) Que fue expreso deseo del fundador evitar el estancamiento del Patrimonio Fundacional y permitir su desarrollo para que pueda perpetuarse la Institución, concibiendo aquél con un carácter dinámico para que, conjugados los factores de iniciativa individual, imaginación, esfuerzo personal y prudencia, se mantengan en constante evolución y desarrollo, dentro de los fines de la Fundación —según se hace constar en los apartados c) y d) de la parte expositiva de la Escritura de Constitución—. 2) Que dentro del objeto esencial de la Fundación, "la satisfacción gratuita de necesidades intelectuales o físicas," sus objetivos y finalidades fueron de la más variada naturaleza (artículo 7 de los estatutos). 3) Que el desarrollo de su objeto, podrá efectuarse mediante la creación de otras Fundaciones, Asociaciones, Cooperativas, Sociedades u otras entidades jurídicas de cualquier naturaleza que las leyes permitan, y participando en el desarrollo de las actividades de otras Fundaciones, Asociaciones, Sociedades y otras personas jurídicas o físicas que, de algún modo, puedan servir a los fines perseguidos —artículo 7, apartado e), números 2 y 3 de los Estatutos—...».

2.5.  Patrimonios públicos de suelo

2.5.1.  Origen

El origen de dicho patrimonio lo encontramos en el Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales de 1955. Se imponía a los Ayuntamientos la obligación de constituir el mismo, con el fin, tal y como expresaba su artículo 13, de prevenir, encauzar y desarrollar la expansión urbana de las poblaciones mayores de 50.000 habitantes o capitales de provincia y facilitar los planes de ordenación urbana. Esta novedosa regulación tuvo pronto acogida en las leyes de suelo, incluso con una mayor ambición de objetivos. Así la Ley de 1956, tras imponer, en su artículo 72, la expresada obligación, además de a los Ayuntamientos capitales de provincia y a los de población superior a 50.000 habitantes, a los que señalare la Comisión Central de Urbanismo, abriendo incluso la posibilidad de incorporación de aquellos otros que lo acordasen voluntariamente, con la finalidad de prevenir, encauzar y desarrollar técnica y económicamente la expansión de las poblaciones, y ello con la obligación de consignar por dichas entidades en su presupuesto ordinario, tal y como se recogía más adelante, en su artículo 178, una cantidad equivalente al 5% de su importe para el desarrollo del mismo. Esta inicial regulación fue variando con el paso del tiempo y las nuevas exigencias y demandas sociales hasta llegar al momento presente, en el que, la concurrencia de la legislación estatal y autonómica —a la que a continuación más adelante nos referiremos—, define ahora sus rasgos, con una clara orientación de este patrimonio a finalidades públicas y socioeconómicas.

Hemos pasado, en cuanto a los objetivos y finalidades de dicho patrimonio, por un largo periplo, que va, desde el inicial establecimiento de reservas de terreno para el desarrollo y expansión urbanística, al que se añadió luego evitar el incremento de los precios del suelo con el propósito de hacer más accesible la vivienda e incentivar la actividad económica, hasta el día de hoy, que persigue la consecución de finalidades públicas y socio-económicas.

2.5.2.  Normativa reguladora

Conforme al artículo 16 del RB, los patrimonios municipales de suelo se regularán por su legislación específica. Añade dicho precepto que los bienes patrimoniales que resultaren calificados como suelo urbano o urbanizable programado en el planeamiento urbanístico quedarán afectos al patrimonio municipal del suelo. (28)  De este artículo se infiere que el régimen jurídico general aplicable al mismo es el especial contenido en la legislación a la que nos envía. Se establece así una clara diferenciación entre el régimen jurídico de los bienes locales y el correspondiente al patrimonio municipal del suelo.

La remisión que realiza la citada norma reglamentaria a la regulación resultante de su legislación específica lo es, en este caso, a la urbanística, tanto a la estatal como a la autonómica. La estatal está integrada por el TRLSRU. En lo que a esta materia se refiere, habrá que estar a lo dispuesto en sus artículos 51 y 52, en relación con la previsión del artículo 18.1.b) del mismo, que establecen lo siguiente:


Artículo 18. Deberes vinculados a la promoción de las actuaciones de transformación urbanística y a las actuaciones edificatorias

1. Las actuaciones de urbanización a que se refiere el artículo 7.1.a) comportan los siguientes deberes legales:

...

b) Entregar a la Administración competente, y con destino a patrimonio público de suelo, el suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la actuación, o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística.

Con carácter general, el porcentaje a que se refiere el párrafo anterior no podrá ser inferior al 5 por ciento ni superior al 15 por ciento.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá permitir excepcionalmente reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un máximo del 20 por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá determinar los casos y condiciones en que quepa sustituir la entrega del suelo por otras formas de cumplimiento del deber, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a algún régimen de protección pública en virtud de la reserva a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 20.

…

Artículo 51. Noción y finalidad

1. Con la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística, integran los patrimonios públicos de suelo los bienes, recursos y derechos que adquiera la Administración en virtud del deber a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 18, sin perjuicio de los demás que determine la legislación sobre ordenación territorial y urbanística.

2. Los bienes de los patrimonios públicos de suelo constituyen un patrimonio separado y los ingresos obtenidos mediante la enajenación de los terrenos que los integran o la sustitución por dinero a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 18, se destinarán a la conservación, administración y ampliación del mismo, siempre que sólo se financien gastos de capital y no se infrinja la legislación que les sea aplicable, o a los usos propios de su destino.

Artículo 52. Destino.

1. Los bienes y recursos que integran necesariamente los patrimonios públicos de suelo en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, salvo lo dispuesto en el artículo 18.2 a). Podrán ser destinados también a otros usos de interés social, de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística, sólo cuando así lo prevea la legislación en la materia especificando los fines admisibles, que serán urbanísticos, de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural, o de carácter socio-económico para atender las necesidades que requiera el carácter integrado de operaciones de regeneración urbanística.

2. Los terrenos adquiridos por una Administración en virtud del deber a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 18, que estén destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública que permita tasar su precio máximo de venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda, no podrán ser adjudicados, ni en dicha transmisión ni en las sucesivas, por un precio superior al valor máximo de repercusión del suelo sobre el tipo de vivienda de que se trate, conforme a su legislación reguladora. En el expediente administrativo y en el acto o contrato de la enajenación se hará constar esa limitación.

...

5. Excepcionalmente, los municipios que dispongan de un patrimonio público del suelo, podrán destinarlo a reducir deuda comercial y financiera del Ayuntamiento, siempre que cumplan todos los requisitos siguientes:

a) Haber aprobado el presupuesto de la Entidad local del año en curso y liquidado los de los ejercicios anteriores.

b) Tener el Registro del patrimonio municipal del suelo correctamente actualizado.

c) Que el presupuesto municipal tenga correctamente contabilizadas las partidas del patrimonio municipal del suelo.

d) Que exista un acuerdo del Pleno de la Corporación Local en el que se justifique que no es necesario dedicar esas cantidades a los fines del patrimonio público del suelo y que se van a destinar a la reducción de la deuda de la Corporación Local, indicando el modo en que se procederá a su devolución.

e) Que se haya obtenido la autorización previa del órgano que ejerza la tutela financiera.

El importe del que se disponga deberá ser repuesto por la Corporación Local, en un plazo máximo de diez años, de acuerdo con las anualidades y porcentajes fijados por Acuerdo del Pleno para la devolución al patrimonio municipal del suelo de las cantidades utilizadas.

Asimismo, los presupuestos de los ejercicios siguientes al de adopción del Acuerdo deberán recoger, con cargo a los ingresos corrientes, las anualidades citadas en el párrafo anterior.



Se determina, además, en los apartados 3 y 8.b) de la disposición final segunda de dicho texto refundido, lo siguiente:


Disposición final primera. Título competencial y ámbito de aplicación.

...

3. Los artículos 51 y 52, apartados 1 y 2, tienen el carácter de bases de la planificación general de la actividad económica dictadas en ejercicio de la competencia reservada al legislador estatal en el artículo 149.1.13ª de la Constitución, sin perjuicio de las competencias exclusivas sobre suelo y urbanismo que tengan atribuidas las Comunidades Autónomas.

...

8. El contenido normativo íntegro de esta Ley es de aplicación directa en los territorios de las Ciudades de Ceuta y Melilla, con las siguientes precisiones:

...

b) El porcentaje a que se refiere la letra b) del apartado 1 del artículo 18 será, con carácter general, el 15 por ciento. No obstante, el Plan General podrá, de forma proporcionada y motivada, reducirlo hasta un 10 por ciento, o incrementarlo hasta un máximo del 20 por ciento, en las actuaciones o ámbitos en los que el valor de los solares resultantes sean sensiblemente inferior, o superior al medio de los incluidos en su misma clase de suelo, respectivamente.

...



De esta regulación estatal se pueden extraer algunas importantes conclusiones:

— Que, a pesar de tener los artículos 51 y 52.1 y 2 del TRLSRU el carácter de bases de la planificación general de la actividad económica y, por tanto, aplicable al conjunto del territorio del Estado, la legislación de las Comunidades Autónomas, con competencias exclusivas en materia de suelo y urbanismo, podrá superponerse a la estatal citada.

El flamante Estatuto de la Comunidad Autónoma de Cataluña, que distingue entre competencias exclusivas, compartidas y ejecutivas, atribuye, en su artículo 149.5.d), a dicha Comunidad competencia exclusiva en materia de patrimonios públicos de suelo, por lo que será la legislación dictada por la misma, y no la estatal básica referida, la directamente aplicable en el territorio de esta Comunidad. Los preceptos del TRLSRU solo serían de aplicación supletoria.

— Que los patrimonios públicos de suelo, nutridos fundamentalmente por las cesiones de los propietarios del suelo por el aumento de valor experimentado como consecuencia del proceso de urbanización, tienen una clara finalidad social y urbanística: regulan el mercado de terrenos, obtienen reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitan la ejecución de la ordenación territorial y urbanística.

Aunque en el apartado segundo de la Exposición de Motivos del precedente texto refundido de la Ley de Suelo se señalaba que dicha Ley no es urbanística, sino reguladora del régimen del suelo, la finalidad, entre otras, urbanística de los patrimonios públicos de suelo hace que no debamos ignorar esta nota que los identifica.

— Que el mismo constituye un patrimonio separado del resto de bienes municipales. Se considera, por ello, que este no debe figurar incorporado junto a aquellos otros recogidos en el inventario general de la Corporación.

Sobre esta materia, CATALÁ MARTÍ (29)  señala que «... los Ayuntamientos deberían llevar, al menos, dos inventarios, uno general (el de Bienes y Derechos de la Corporación Local) y otro especial (el de Patrimonio Municipal del Suelo), gestionado de forma independiente los bienes incluidos en uno y otro; precepto que, por otra parte, se armoniza fácilmente, con el art. 16 del RBEL, que remite a la legislación sectorial urbanística».

En la Ley y Reglamento de Bienes de Entidades Locales de Andalucía y en el Reglamento de Patrimonio de las Entidades Locales de Cataluña encontramos una fórmula que combina la necesaria diferenciación de ambos patrimonios, recogidos en sus respectivos inventarios parciales, con la integración del mismo en un inventario general de la entidad. Los artículos 57 y 58 de la citada Ley de Andalucía y 95 y 96 de su Reglamento y el 100 del referido Reglamento de Cataluña establecen la obligación de las Entidades locales de llevar un inventario general consolidado que integraría los inventarios de los bienes, derechos y obligaciones del ente local —incluidos, en el caso de Andalucía, los cedidos a otras Administraciones o a particulares que hayan de revertir a la entidad—, los afectos al patrimonio municipal del suelo, los afectos al patrimonio histórico-artístico, los de los organismos autónomos y entidades con personalidad propia dependientes del ente local y, en el caso de Cataluña y de forma diferenciada, los cedidos a otras Administraciones o a particulares pero revertibles al ente local. Esta fórmula la consideramos especialmente acertada, pues, además de preservar la diferenciación de uno y otro patrimonio, refleja, de manera global, la situación patrimonial de la entidad.

— Que dichos bienes tienen naturaleza patrimonial, en tanto son susceptibles de enajenación o sustitución por dinero. (30) 

La vinculación de dichos bienes a determinadas funciones públicas es lo que justifica la posibilidad de disposición. Y es esa vinculación a funciones públicas la que, a su vez y conforme al artículo 30.3 de la LPAP —de aplicación supletoria a las Entidades locales—, preserva a dichos bienes de embargo. Ni siquiera, y a tenor de ese mismo precepto, sus rendimientos o el producto de la enajenación, por su afectación a dichas funciones, es susceptible de ello.

Respecto a la enajenación de los bienes inmuebles del patrimonio público del suelo, nos parece interesante la valoración que realiza GOSÁLBEZ PEQUEÑO. (31)  Señala al particular:

«No obstante la naturaleza jurídica de bienes patrimoniales que tienen los inmuebles integrantes del patrimonio urbanístico, estos bienes públicos forman un auténtico "patrimonio separado," una masa patrimonial propia y diferenciada del resto de los inmuebles patrimoniales de titularidad pública; en concreto en el ámbito local esta peculiaridad se traduce en que el producto de la enajenación del patrimonio municipal del suelo se destina a su propia conservación y ampliación (artículo 276.2 del TRLS de 1992, produciéndose así la llamada "subrogación real" de los ingresos o productos de la transmisión efectuada.

Por otra parte al concurrir en estos bienes públicos una "vocación normal" de salir al mercado (de ser enajenados) como instrumento para conseguir las finalidades impuestas por el ordenamiento jurídico (regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública o construir viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o a otros usos de interés social), parece evidente que este patrimonio público del suelo posee un régimen jurídico peculiar distinto del que rige para los restantes bienes patrimoniales de titularidad administrativa; por ello, su régimen de enajenación no se inspira en las mismas reglas que presiden la regulación general de la transmisión dominical de los bienes públicos objeto de esta investigación».

Tan solo queda resaltar la limitación que, en cuanto al precio, establece el TRLSRU —artículo 52.2— para enajenación de terrenos del mencionado patrimonio destinados a la construcción de viviendas. Se señala en este que no podrán ser adjudicados, ni en dicha transmisión ni en las sucesivas, por un precio superior al valor máximo de repercusión del suelo sobre el tipo de vivienda de que se trate, conforme a su legislación reguladora.

— Y que su destino será siempre la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o cualesquiera otros usos de interés social.

El patrimonio público de suelo deberá destinarse con carácter obligatorio a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. El TRLSRU fija una reserva de, al menos, el 30 por ciento de la edificabilidad residencial prevista por la ordenación urbanística en el suelo rural que vaya a ser incluido en actuaciones de nueva urbanización y el 10 por ciento en el suelo urbanizado que deba someterse a actuaciones de reforma o renovación de la urbanización —artículo 30.1.b)—. Se pretende con ello, tal y como se señala en el apartado cuarto de la Exposición de Motivos de la Ley, garantizar una oferta mínima de suelo para vivienda asequible, con el fin de hacer efectivo el derecho, constitucionalmente garantizado, a la vivienda.

Respecto a los usos de interés social, solo podrán ser urbanísticos, de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural, o de carácter socio-económico para atender necesidades que requiera el carácter integrado de operaciones de regeneración urbana. Su obligatoriedad pasa por la existencia de una legislación, tanto estatal como autonómica, que venga a imponerlos y a concretar sus finalidades. Sobre tales usos, BLANQUER CRIADO (32)  señala que deben ser fines «urbanísticos o de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural », es decir que la LS «... asume una concepción amplia del PPS y de los fines de interés social que está llamado a satisfacer, que no se limitan a los objetivos y directrices que en materia de vivienda establece el artículo 47 CE, sino que se extiende además al uso racional de los recursos naturales y culturales que resulta de los artículos 45 y 46 CE». Esta opinión ha sido sobradamente confirmada y superada por la actual regulación, al adicionar a los iniciales fines sociales los de carácter socio-económico para atender necesidades que requiera el carácter integrado de operaciones de regeneración urbana.

Sin embargo lo anterior, el apartado quinto del artículo 52 del TRLSRU, introducido por la disposición final cuarta de la LRSAL, permite que, con carácter excepcional, los municipios puedan destinar dicho patrimonio, siempre que cumplan determinados requisitos, a la reducción de la deuda comercial y financiera del Ayuntamiento. El importe del que se disponga deberá ser repuesto por la Corporación en un plazo máximo de diez años para nutrir de nuevo el patrimonio municipal del suelo. Se flexibiliza así el régimen de protección y blindaje que, en cuanto al destino, caracteriza a dichos bienes.

Pero, además, la nueva regulación resultante de la Ley de Suelo de 28 de mayo de 2007 es extraordinariamente relevante y esclarecedora en cuanto al reparto de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en este campo de actividad. El apartado segundo de la Exposición de Motivos del precedente texto refundido de la Ley de Suelo señala al particular «... la Constitución de 1978 establece un nuevo marco de referencia para la materia, tanto en lo dogmático como en lo organizativo. La Constitución se ocupa de la regulación de los usos del suelo en su artículo 47, a propósito de la efectividad del derecho a la vivienda y dentro del bloque normativo ambiental formado por sus artículos 45 a 47, de donde cabe inferir que las diversas competencias concurrentes en la materia deben contribuir de manera leal a la política de utilización racional de los recursos naturales y culturales, en particular el territorio, el suelo y el patrimonio urbano y arquitectónico, que son el soporte, objeto y escenario necesario de aquéllas al servicio de la calidad de vida. Pero además del nuevo orden competencial instaurado por el bloque de constitucionalidad, según ha sido interpretado por la doctrina del Tribunal Constitucional, resulta que las Comunidades Autónomas les corresponde diseñar y desarrollar sus propias políticas en materia urbanística. Al Estado le corresponde a su vez ejercer ciertas competencias que inciden sobre la materia, pero debiendo evitar condicionarla en lo posible». LLISET BORRELL (33)  señala que «La nueva Ley de suelo no pretende inmiscuirse en la competencia urbanística que la Constitución ha reservado a favor de las Comunidades autónomas y, de las que éstas han hecho completo ejercicio. Por esto, limita su ámbito material a establecer las condiciones básicas de la igualdad en el estatuto de los ciudadanos, que incluye la iniciativa privada en la urbanización y la edificación y el régimen urbanístico del derecho de la propiedad del suelo; las Bases del régimen del suelo; Valoraciones del suelo, su Expropiación, Patrimonio público del suelo y Derecho de superficie».

El porcentaje de edificabilidad a que se refiere el artículo 18.1.b) del TRLSRU, y que concreta la legislación urbanística autonómica, conforma el núcleo central de dicho patrimonio. Pero además esa normativa autonómica se refiere también, entre otros, a los terrenos obtenidos mediante expropiaciones urbanísticas o a los ingresos generados por la enajenación del patrimonio de que se trata. Como bien apunta DELGADO PIQUERAS (34)  «El Patrimonio Municipal del Suelo puede incluir, como cualquier patrimonio, bienes de todo tipo: muebles e inmuebles, dinero, derechos de crédito, etc. con la única excepción de los bienes demaniales y comunales, que antes de pasar al Patrimonio Municipal del Suelo deberán ser desafectados».

Es, por tanto, la legislación urbanística autonómica la que constituye el verdadero sustento normativo. La regulación aquí es mucho más precisa y resuelve buena parte de las cuestiones que se suscitan.

Hemos de subrayar que los Estatutos de las Comunidades Autónomas atribuyen a todas ellas competencias exclusivas en materia de urbanismo: Andalucía —artículo 56.3—, Aragón —artículo 71.9ª—, Principado de Asturias —artículo 10.1.3—, Islas Baleares —artículo 30.3—, Islas Canarias —artículo 30.15—, Cantabria —artículo 24.3—, Castilla-La Mancha —artículo 31.1.2ª—, Castilla y León —artículo 70.6º—, Cataluña —artículo 149.5—, Extremadura —artículo 7.1.2—, Galicia —artículo 27.3—, Madrid —artículo 26.1.4—, Murcia —artículo 10.1.2—, Navarra —artículo 44.1—, País Vasco —artículo 10.31—, La Rioja —artículo 8.1.16— y Valencia —artículo 49.9ª—.

Pero esa exclusividad a que se refieren los Estatutos de Autonomía no debe hacer perder de vista el reparto competencial existente en la materia entre el Estado y las Comunidades Autónomas. De extraordinaria importancia resulta la doctrina sentada al particular por el Tribunal Constitucional, y que viene a inspirar, tal y como ya ha quedado referido, la LS. Es de destacar la Sentencia de dicho Alto Tribunal de fecha 2 de julio de 1998, en cuyos Fundamentos Jurídicos tercero y cuarto se declara lo siguiente:

«3...

... Así pues la exclusividad con la que las Comunidades Autónomas, como es el caso de la Comunidad Autónoma del País Vasco, han asumido la competencia en materia de ordenación territorial no autoriza a desconocer las que, con el mismo carácter, vienen reservadas al Estado en virtud del artículo 149.1 CE (SSTC 56/1986, fundamento jurídico 3º, y 149/1991, fundamento jurídico 1ºB), cuyo ejercicio puede condicionar ciertamente la competencia autonómica (STC 61/1997, fundamento jurídico 5º). Como hemos afirmado en esta última sentencia, recogiendo precedentes pronunciamientos de este Tribunal "el Estado tiene constitucionalmente atribuidas una pluralidad de competencias dotadas de una clara dimensión espacial en tanto que proyectadas de forma inmediata sobre el espacio físico, y que, en consecuencia, su ejercicio incide en la ordenación del territorio (vgr. arts. 149.1.4, 13, 20, 21, 22, 23, 24, 25 y 28 CE)... con la ineludible consecuencia de que las decisiones de la Administración estatal con incidencia territorial, adoptadas en el ejercicio de tales competencias condicionen la estrategia territorial que las Comunidades Autónomas pretendan llevar a cabo" (fundamento jurídico 22, recogiendo la doctrina de las SSTC 149/1991 y 36/1994; también, STC 40/1998, fundamento jurídico 30).

El ejercicio de la competencia sobre ordenación territorial resultará, por tanto, condicionado por el de las competencias estatales que afectan al territorio, aunque desde estos ámbitos competenciales no podrá llevarse a cabo una ordenación de los usos del suelo (STC 36/1994, fundamento jurídico 2º). Para que ese condicionamiento legítimo no se transforme en usurpación ilegítima es indispensable, como hemos declarado en la STC149/1991 "que el ejercicio de esas otras competencias se mantenga dentro de los límites propios sin utilizarlas para proceder, bajo su cobertura, a la ordenación del territorio en el que han de ejercerse", debiendo atenderse en cada caso para resolver sobre la legitimidad o ilegitimidad de aquel condicionamiento a cuál es la competencia ejercida por el Estado y sobre qué parte del territorio de la Comunidad Autónoma opera (fundamento jurídico 1º B).

...

4...

... es necesario insistir, una vez más,... en el establecimiento de fórmulas de cooperación, que resultan "especialmente necesarias en estos supuestos de concurrencia de títulos competencias en los que deben buscarse aquellas soluciones con las que se consiga optimizar el ejercicio de ambas competencias (SSTC 32/1983, 77/1984, 227/1998 y 36/1994), pudiendo elegirse, en cada caso, las técnicas que resulten más adecuadas: el mutuo intercambio de información, la emisión de informes previos en los ámbitos de la propia competencia, la creación de órganos de composición mixta, etc." (STC 40/1998, fundamento jurídico 30). Sin embargo, es posible que esos cauces o fórmulas de cooperación resulten en algún caso concreto insuficientes para resolver los conflictos que puedan surgir, habiendo declarado este Tribunal Constitucional en tales supuestos el "Estado no puede verse privado del ejercicio de sus competencias exclusivas por la existencia de una competencia, aunque también sea exclusiva, de una Comunidad Autónoma (STC 56/1986, fundamento jurídico 3º).

... aunque la Constitución no atribuye al Estado la competencia para llevar a cabo la planificación de los usos del suelo y el equilibrio interterritorial, sin embargo como queda dicho el Estado, desde sus competencias sectoriales con incidencia territorial, puede condicionar el ejercicio de la competencia autonómica de ordenación del territorio, con la consecuencia de que, en el supuesto de que exista contradicción entre la planificación territorial autonómica y las decisiones adoptadas por el Estado en el ejercicio de esas competencias, y ensayados sin éxito los mecanismos de coordinación y cooperación legalmente establecidos, la Comunidad Autónoma deberá incorporar necesariamente en sus instrumentos de ordenación territorial las rectificaciones imprescindibles al efecto de aceptar las referidas decisiones estatales.

...».

Por lo que se refiere específicamente a los patrimonios públicos de suelo, la STC de fecha 20 de marzo de 1997 ha declarado, en su Fundamento Jurídico treinta y seis, que la regulación de los bienes que lo integran ha de quedar a la libre configuración de las Comunidades Autónomas, sin que, en este caso, quepa apreciar la concurrencia de título competencial alguno en favor del Estado.

Pero como indicábamos con anterioridad, la legislación urbanística autonómica constituye el verdadero sustento normativo. Encontramos en esta las siguientes referencias al particular: Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía—artículos 69 a 76—; Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón —artículos 103 a 113—; Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias —artículos 215 a 218—; Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears —artículos 100 a 105—; Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias —artículos 296 a 300—; Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria—artículos 229 a 238—; Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha —artículos 76 a 79—; Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León —artículos 123 a 128—; Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña —artículos 160 a 171—; Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura —artículos 86 a 94—; Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia —artículos 132 a 134—; Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid —artículos 173 a 178—; Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y Urbanística de la Región de Murcia —artículos 227 a 231—; Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra —artículos 226 a 232—; Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo del País Vasco —artículos 111 a 122—; Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja —artículos 177 a 188—; y Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje de la Comunitat Valenciana —artículos 98 a 101—.

Trascribimos a continuación algunos de estos preceptos para resaltar mejor la finalidad y destino de dicho patrimonio:


	
—  Islas Baleares. Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears —artículos 100 a 105—.A tenor de lo dispuesto en el apartado primero del artículo 100, la Comunidad Autónoma, los Consejos Insulares y los Municipios deben constituir y ejercer la titularidad de los patrimonios públicos de suelo con las siguientes finalidades: crear reservas de suelo para actuaciones públicas; facilitar la ejecución de los instrumentos de planeamiento; conseguir una intervención pública en el mercado de suelo, de entidad suficiente para incidir eficazmente en la formación de los precios; garantizar una oferta de suelo suficiente con destino a la ejecución de viviendas de protección oficial u otros regímenes de protección pública; proteger, conservar, mantener o mejorar el patrimonio cultural de las Illes Balears; y realizar actuaciones de preservación del suelo en situación rural, a favor de los espacios y bienes patrimoniales protegidos, el medio ambiente o el paisaje. En cuanto al destino de dichos bienes, el artículo 104.1 reseña los siguientes, de acuerdo con su calificación urbanística: a suelo residencial, preferentemente a la construcción de viviendas de protección oficial u otros regímenes de protección pública y, justificadamente, a usos de interés social de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística; y en el resto de suelo, a usos de interés social de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística. Por lo que se refiere al registro de tal patrimonio, el apartado segundo del artículo 101 indica que las Administraciones titulares del mismo deberán llevar un registro de este, que tendrá carácter público, comprensivo, en los términos que se determine reglamentariamente, de los bienes integrantes y de los depósitos en metálico, las enajenaciones o cesiones de bienes y el destino final de los mismos.



	
—  Galicia. Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia —artículos 132 a 134—.La mencionada Ley, en su artículo 132, impone a los Ayuntamientos y a la Administración autonómica, en colaboración con los mismos, la constitución de sus respectivos patrimonios públicos del suelo con la finalidad de obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública, contribuir a la reglamentación del mercado de terrenos destinados al desarrollo urbanístico y a facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística en el marco de sus competencias respectivas. El destino de dichos bienes es, según el artículo 134.1, la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública, las actuaciones públicas de interés social y las vinculadas a la propia planificación y gestión urbanística, en especial al pago en especie, mediante permuta, de los terrenos destinados a sistemas generales y locales de dotaciones públicas, o a gastos de realojo y retorno y pago de indemnizaciones y justiprecios por actuaciones urbanísticas, la conservación y mejora del medio ambiente, del medio rural y del patrimonio cultural construido, la creación de suelo para el ejercicio de actividades empresariales compatibles con el desarrollo sostenible, la conservación, gestión y ampliación del patrimonio público del suelo, y aquellas otras finalidades previstas en la legislación vigente.



	
—  Murcia. Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y Urbanística de la Región de Murcia —artículos 227 a 231—.Sobre el objeto del patrimonio municipal del suelo, el artículo 227.1 determina que la Comunidad Autónoma y los Ayuntamientos deberán constituir y ejercer la titularidad de los mismos con el fin de facilitar la ejecución de la ordenación territorial y urbanística, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública, contribuir a la regulación del mercado inmobiliario, disminuir la repercusión del suelo sobre la vivienda, proteger y conservar el patrimonio histórico-artístico, y realizar actuaciones destinadas a preservar los espacios y bienes patrimoniales protegidos, el medio ambiente o el paisaje. En cuanto al destino de los bienes integrantes de dicho patrimonio, así como de los ingresos obtenidos por su enajenación, el artículo 229 establece que será: la construcción, rehabilitación o mejora de viviendas sujetas al algún régimen de protección pública o de integración social; la compensación a propietarios cuyos terrenos hayan sido objeto de ocupación directa en los términos fijados en esta Ley; la ejecución de sistemas generales y dotaciones urbanísticas públicas; la protección o mejora de espacios naturales o protección del patrimonio histórico-artístico; la conservación y ampliación de los patrimonios públicos del suelo; y otros usos de interés social. Para concluir, indicar que, conforme al artículo 230.1, el planeamiento podrá establecer, en suelo urbano y urbanizable, reservas de terrenos para la posible ampliación del patrimonio público de suelo, por plazo de dos y cuatro años, respectivamente, con posible prórroga por una sola vez, de la mitad de dichos plazos.



	
—  Navarra. Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo —artículos 226 a 232—.A tenor del artículo 226, el patrimonio municipal del suelo está vinculado al cumplimiento de la finalidad de regular el mercado de terrenos, obtener reservas de suelo para actuaciones de iniciativa pública y facilitar la ejecución del planeamiento. El artículo 227 determina la obligación de constituirlo en todos los municipios. Más adelante, en el artículo 230.1, se establece que los bienes de dicho patrimonio, una vez incorporados al proceso de urbanización y edificación, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o a otros usos de interés social. El apartado segundo de dicho artículo prevé que los ingresos obtenidos mediante enajenación de terrenos y sustitución del aprovechamiento correspondiente a la Administración por su equivalente metálico, se destinarán a la conservación y ampliación del patrimonio municipal del suelo o a las siguientes finalidades: obras de urbanización; obtención y ejecución de sistemas generales; construcción de equipamientos colectivos u otras instalaciones de uso público municipal, siempre que sean promovidos por las Administraciones públicas o sus sociedades instrumentales; operaciones de iniciativa pública de rehabilitación, renovación o regeneración urbanas, así como ayudas a la iniciativa privada con la misma finalidad; gastos de realojo y de retorno; y compra y/o rehabilitación de edificios para vivienda protegida o equipamiento público. Señalar, por último, que el artículo 232.2 impone a los Ayuntamientos la obligación de crear un Registro del Patrimonio Municipal del Suelo, en el que constarán la entrada de los terrenos o metálico que se ingrese en el mismo, así como su salida de forma justificada con destino a las finalidades establecidas en el artículo 230.





Indicar, por último, que la STC de fecha 20 de marzo de 1987 ha declarado de aplicación supletoria, respecto de la normativa de las Comunidades Autónomas en materia de urbanismo, la normativa urbanística estatal.

2.5.3.  Realidad presente

A pesar del importe marco normativo existente sobre la materia, la carencia de medios municipales —asunto ampliamente tratado por este autor en anteriores trabajos— no solo ahoga cualquier iniciativa municipal, sino que lleva a los Ayuntamientos, con el fin de salvaguardar su propia existencia, a incumplir sus obligaciones y a ignorar la normativa reguladora. A nuestro juicio, es tremendamente llamativo:


	
a)  La inexistencia de inventarios específicos que recojan el conjunto de bienes que integran el patrimonio municipal del suelo.

	
b)  El empleo de dicho patrimonio para fines que difieren de los previstos en la normativa referenciada. El ejemplo más extremo lo encontramos en la financiación del gasto corriente municipal con los ingresos obtenidos por la venta de aquel.



Sobre este último particular, existe una consolidada jurisprudencia del Tribunal Supremo que declara que los ingresos obtenidos por las enajenaciones de terrenos del patrimonio municipal del suelo se destinen con exclusividad a la conservación y ampliación del mismo, y no a cualquier otra finalidad. Una de las más claras y significativas es la STS de fecha 7 de noviembre de 2005, que desestima recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Alicante contra Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Valencia, por la que se declara la nulidad de acuerdo del pleno municipal del Ayuntamiento de Alicante, en lo relativo a la enajenación de parcelas integrantes del patrimonio municipal del suelo para adquisición, con los ingresos obtenidos, del recinto del cuartel de Benalúa y construcción de un edificio destinado al Servicio Municipal de Hacienda, confirmando la Sentencia de dicho Tribunal. Los Fundamentos de Derecho quinto y sexto de dicha Sentencia rezan así:

«QUINTO. Nos hallamos ante una cuestión ampliamente tratada por este Tribunal en múltiples sentencias. Así en la de 7 de noviembre de 2002, recurso de casación 10703/1998, se recuerdan los pronunciamientos anteriores de 2 de noviembre de 1995, 14 de junio de 2000, 25 de octubre de 2001, 31 de octubre de 2001, 2 de noviembre de 2001, 29 de noviembre de 2001 y 27 de junio de 2002 respecto a la "imposibilidad de que los Ayuntamientos conviertan el Patrimonio Municipal del Suelo en fuente de financiación de cualesquiera necesidades municipales."

Las esenciales características del mismo han sido recogidas en las sentencias de 2 de noviembre de 1995, recurso de apelación 3132/1991, 31 de octubre de 2001, recurso de casación 4723/1996 y 2 de noviembre de 2001, recurso de casación 4735/1996 que declaran que "El Patrimonio Municipal del Suelo fue regulado en la Ley del Suelo de 1956 como un conjunto de bienes de que las Corporaciones se pueden servir "para regular el precio en el mercado de solares" (Exposición de Motivos), con la finalidad de "prevenir, encauzar y desarrollar técnica y económicamente la expansión de las poblaciones". Este conjunto de bienes tiene una característica especial, a saber, que su finalidad específica se realiza mediante la circulación propia del tráfico jurídico pero sin disminución o merma del propio Patrimonio, toda vez que el producto de las enajenaciones de los bienes de éste habrá de destinarse a la conservación y ampliación del Patrimonio (art. 93 del TRLS). Por ello se ha podido decir que "las dotaciones económicas que se pongan a disposición del Patrimonio Municipal del Suelo constituye un fondo rotatorio de realimentación continua, por aplicaciones sucesivas al mismo fin de dicho Patrimonio, lo que constituye una técnica visible de potenciación financiera". En definitiva, se ha venido así aceptando pacíficamente que el Patrimonio Municipal del Suelo constituye un "patrimonio separado" (lo que hoy está ya expresamente dicho en el art. 276-2 del nuevo texto refundido de la Ley del Suelo de 26 de junio de 1992). La Ley ha querido y quiere que el Patrimonio Municipal del Suelo funcione como un patrimonio separado, es decir, como un conjunto de bienes afectos al cumplimiento de un fin determinado, fin que aquí no es cualquiera de los que las Corporaciones han de perseguir según la legislación de régimen local (arts. 25 y 26 de la Ley de Bases de Régimen Local de 2 de abril de 1985), sino el específico y concreto de "prevenir, encauzar y desarrollar técnica y económicamente la expansión de las poblaciones" (art. 89-2 del texto refundido de 9 de abril de 1976), y ha querido y quiere expresamente, con una claridad elogiable, que el producto de las enajenaciones de terrenos del Patrimonio se destinen no a cualquier fin, por loable y razonable que sea, sino al específico de la conservación y ampliación del propio Patrimonio Municipal del Suelo (artículo 93, ya citado).

Esta es la caracterización que el legislador ha dado a los Patrimonios Municipales del Suelo, y se comprenderá que, ante tamaña claridad, sólo una expresa previsión legislativa en contrario puede hacer que los mismos, abandonando su origen, su caracterización y su finalidad pasen a convertirse en una fuente de financiación de otras y muy distintas finalidades presupuestarias municipales. Esto, desde luego, puede hacerlo el legislador (asumiendo el posible riesgo de desaparición de los Patrimonios Municipales del Suelo), pero no puede hacerse por la vía de la interpretación sociológica de las normas jurídicas (art. 3-1 del Código Civil), porque esa interpretación ha de respetar, en todo caso, el espíritu y la finalidad de las normas, muy otros, como hemos visto, a la financiación general e indiscriminada de las necesidades municipales.

SEXTO. Tal consolidada interpretación impide pueda prosperar la pretensión municipal de que la compra de un edificio para el Servicio Municipal de Hacienda con lo obtenido de la venta de las parcelas del patrimonio municipal del suelo encaje en tal disposición de la legislación urbanística. Si la normativa urbanística establece un fin último como es el destino a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública o a otros usos de interés social de acuerdo con el planeamiento urbanístico a él debemos atenernos sin que quepa interpretaciones flexibles en una disposición tan clara como la aquí concernida. Destino que no se aprecia en la obtención de efectivo para la construcción de un edificio destinado al Servicio Municipal de Hacienda ni tampoco en la adquisición del recinto del cuartel de Benalúa para su desarrollo urbanístico.

...».

Similar argumentación se contiene en los Fundamentos de Derecho quinto y sexto de la STS de fecha 3 de julio de 2008, por la que se declara no haber lugar al recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Majadahonda contra Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, estimatoria de recurso interpuesto contra acuerdo plenario de dicho Ayuntamiento, aprobatorio del presupuesto de dicha Corporación para el año 2002, en el que se preveía la financiación de determinadas inversiones, tales como adaptación de columnas de iluminación, numeración de farolas, reposición ordinaria de alumbrado, reposición de tapas, válvulas de depósito reguladores, obras de cerramiento del hueco de la escalera ajardinamiento, cerramiento de acceso a biblioteca, y otras de características similares, con ingresos procedentes de la venta de patrimonio municipal del suelo, por considerar que dichos ingresos han de destinarse, solo y exclusivamente, a la conservación y ampliación de dicho patrimonio y no a otras finalidades.

No menos relevante resulta la STS de fecha 27 de septiembre de 2006, que desestima igualmente recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Salamanca contra Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, por la que se declara la nulidad de acuerdo del pleno del Ayuntamiento de Salamanca, aprobatorio del presupuesto municipal para el año 1988, por la falta de previsión en el mismo de reinversión de cantidad percibida, por la enajenación de terrenos del patrimonio municipal del suelo, en la conservación o aumento de dicho patrimonio. Los Fundamentos de Derecho primero, segundo y tercero de dicha Sentencia señalan al particular:

«PRIMERO.- Alega, como primer motivo de casación, la representación procesal del Ayuntamiento recurrente, al amparo del apartado d) del artículo 88.1 de la Ley de esta Jurisdicción, que la Sala de instancia ha realizado una incorrecta interpretación y aplicación de lo establecido en el artículo 276.2 del texto refundido de la Ley del Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1992, por cuanto durante el ejercicio de 1988 no se produjo la enajenación de las parcelas supuestamente generadoras de los ingresos, por lo que, al no haber ingresos, no puede invertirse su importe en la conservación y ampliación del patrimonio municipal del suelo, siendo una mera opción la consignación de una partida de gastos por la cuantía de los previsibles ingresos, si bien constaba una partida de gastos para pago de justiprecios en expropiaciones por determinado importe, que debe considerarse como destinado a la ampliación o incremento del patrimonio municipal del suelo, por lo que la cantidad fijada en la parte dispositiva de la sentencia debe ser reducida con la cifra dedicada a adquisiciones por expropiación.

Este primer motivo de casación no puede prosperar dado que, como esta Sala Tercera del Tribunal Supremo ha declarado en sus Sentencias de fechas 2 de noviembre de 1995, 14 de junio de 2000, 18, 25 y 31 de octubre, 2 y 29 de noviembre de 2001, 27 de junio y 7 de noviembre de 2002, por el solo hecho de consignar en el presupuesto una partida de ingresos como producto de la enajenación de terrenos del patrimonio municipal del suelo, esa misma cantidad se ha de anotar como gasto para la conservación y ampliación de dicho patrimonio, sin que quepa considerar como inversión para la conservación y ampliación del patrimonio municipal del suelo los gastos previstos para satisfacer el justiprecio de expropiaciones, por lo que esa partida asignada a expropiaciones no implica una reducción de la cantidad fijada en la parte dispositiva de la sentencia.

SEGUNDO.- En el segundo motivo se reprocha a la Sala de instancia que no haya tenido en cuenta lo dispuesto en los artículos 162.b de la Ley 39/88, reguladora de las Haciendas Locales, 43.1.b, 44 y 45 del Real Decreto 500/1990, de 20 de abril.

Este segundo motivo de casación también debe ser desestimado porque, como acertadamente apunta la representación procesal de la Asociación recurrida al oponerse a este motivo, tales preceptos regulan el procedimiento de modificación de las previsiones iniciales del presupuesto, denominado generación de créditos, que efectivamente consiste en que cuando se trata de ingresos finalistas, como los del patrimonio municipal del suelo, sólo un incremento efectivo en los ingresos por este concepto permitirá ampliar automáticamente el crédito consignado en la partida de gastos afectada, de manera que si el precio obtenido por la enajenación de los terrenos del patrimonio municipal del suelo supera la previsión presupuestaria, procede incrementar la partida de gastos para la conservación y ampliación del patrimonio municipal del suelo en esa misma suma, mientras que la cuestión resuelta por la sentencia es que los ingresos previstos en los presupuestos municipales por enajenación del terreno del patrimonio municipal del suelo carecían de la correspondiente partida de gastos destinados a conservar y ampliar el referido patrimonio.

TERCERO.- Finalmente, en el tercer motivo de casación, se asegura que Tribunal a quo ha infringido lo establecido en el artículo 66 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en cuanto dicho precepto establece la conservación de los actos, a pesar de que hubiesen incurrido en alguna infracción, cuando su contenido ha de permanecer igual que si no se hubiese cometido la infracción.

Hasta tal punto el contenido del precepto no es aplicable al caso enjuiciado que lo que pretende del Ayuntamiento recurrente, al interponer este recurso de casación es no verse obligado a cumplir lo ordenado por la sentencia recurrida, cuyo contenido, de no suponer alteración alguna en el acto recurrido y sus efectos, no afectaría a la actuación municipal, que, sin embargo, ha sido corregida por la decisión municipal incluso con una concreta condena de hacer.

De no haberse cometido la infracción apreciada por el Tribunal a quo, los presupuestos municipales para el año 1988 hubiesen contenido una previsión de reinversión del precio obtenido por la enajenación de los terrenos del patrimonio municipal del suelo en la conservación y ampliación de dicho patrimonio, pero, al no estar así contemplado en el presupuesto impugnado, la Sala lo anula por contrario a derecho en este extremo, al mismo tiempo que condena al Ayuntamiento a realizar una determinada consignación en el siguiente presupuesto que apruebe, de manera que no cabe invocar en este caso la conservación de actos y trámites contemplada en el citado artículo 66 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común».

2.6.  Los montes vecinales en mano común

No podemos concluir esta materia de bienes sin referirnos a los montes vecinales en mano común. Su pertenencia a las agrupaciones vecinales refuerza más si cabe el interés por ellos y, lo que a nuestro juicio es más importante, su necesaria diferenciación de los montes comunales. En cualquier caso, interesa resaltar que los montes vecinales, de enorme importancia en el pasado para las colectividades vecinales, han visto reducida su presencia básicamente a la parte del norte peninsular.

Sobre el fundamento de la existencia de tales bienes ALEJANDRO NIETO (35)  busca su conexión con los referidos bienes comunales. Señala que estos, como ya quedó apuntado, tuvieron, en su origen, una consideración vecinal pero, con el transcurso de los siglos y con el nacimiento del municipio, adquirieron esa naturaleza comunal. Lo que ha sucedido, indica el mismo, «... es que los bienes comunales, idénticos en su origen, han sufrido en España dos evoluciones diferentes y paralelas: por un lado —solución que podríamos llamar castellana— fueron absorbidos en el patrimonio municipal desde el momento en que el Municipio sustituyó a su antiguo titular, que era el común de los vecinos; y, por otro lado, aparece la solución gallega en que se mantiene el vínculo vecinal sin dejarse dominar por los fenómenos administrativos municipales».

El artículo 83 de la LRBRL se refiere a tales montes, con la única determinación de que los mismos se regulan por su legislación específica. Esta la constituye la LMVMC. De ella resulta un régimen jurídico diferenciado de los bienes comunales y de los montes. A sus determinaciones nos referiremos a continuación.

Se les define como aquellos montes de naturaleza especial que pertenecen a agrupaciones vecinales, en su calidad de grupos sociales y no como entidades administrativas, y que vienen aprovechándose consuetudinariamente en mano común por los miembros de aquellas en su condición de vecinos —artículo 1—. Se trata, pues, de una propiedad que no pertenece al municipio, sino al común de los vecinos —son montes privados—, conformando, como a continuación queda refrendado, una propiedad de tipo germánico sin asignación de cuotas. La residencia se constituye en un factor determinante para el aprovechamiento de los montes, pues el artículo 7 alude a la necesidad de disponer de «casa abierta con humos».

Dichos montes son bienes indivisibles, inalienables, imprescriptibles e inembargables, no estarán sujetos a contribución de base territorial ni a la cuota empresarial de la Seguridad Social Agraria y su titularidad dominical corresponde, sin asignación de cuotas, a los vecinos integrantes en cada momento del grupo comunitario de que se trate. Sin embargo lo anterior, podrá procederse excepcionalmente a la permuta entre terrenos de valor similar de montes colindantes de los regulados por dicha Ley, por acuerdo de las comunidades interesadas y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 15 —artículo 2—.

No obstante su inalienabilidad, podrán estos montes ser objeto de cesión temporal, en todo o en parte, a título oneroso o gratuito, para obras, instalaciones, servicios o fines que redunden de modo principal en beneficio directo de los vecinos. También podrán ser objeto de expropiación forzosa o imposición de servidumbres por causas de utilidad pública o interés social prevalentes a los del propio monte, mediante declaración expresa, previo informe del Ministerio de Agricultura y oídas las comunidades afectadas. Con carácter temporal, las comunidades titulares de los montes podrán establecer sobre estos, hasta un plazo máximo de treinta años, derechos de superficie con destino a instalaciones, edificaciones o plantaciones —artículo 3.1, 2 y 3—.

La comunidad regulará, por medio de estatutos, el ejercicio de los derechos de los partícipes, los órganos de representación de administración o de gestión, sus facultades, la responsabilidad de los componentes y la impugnación de sus actos, así como las demás cuestiones que estime pertinentes respecto al monte, dentro de los límites establecidos por las leyes —artículo 4.1—. Como se aprecia, se otorga a la comunidad vecinal un amplio margen de libertad para regular el régimen que afecta a dichos montes.

La administración, disfrute y disposición de los montes vecinales en mano común corresponden exclusivamente a la respectiva comunidad propietaria, que tendrá plena capacidad jurídica para el cumplimiento de sus fines, incluido el ejercicio, tanto en vía judicial como administrativa, de cuantas acciones sean precisas para la defensa de sus específicos intereses —artículo 5.1—. Los estatutos de la comunidad regularán la participación de sus miembros en los aprovechamientos de pastoreo, esquilmo y demás de percepción directa en los montes vecinales en mano común, bajo el principio de la justa distribución entre los partícipes —artículo 5.4—. Los arrendamientos que recaigan sobre esta clase de montes se regirán por el Código Civil con las siguientes especialidades: a) el periodo contractual no podrá ser superior a quince años, y b) las mejoras e instalaciones que pueda realizar el arrendatario quedarán de propiedad de la comunidad vecinal al terminar el plazo pactado sin compensación alguna para aquel —artículo 5.5—.

Los Jurados de Montes Vecinales en Mano Común, ya creados, y los que el Ministerio de Agricultura acuerde crear en otras provincias, donde haya montes de los regulados en dicha Ley, ejercerán su competencia para conocer de las cuestiones que se promuevan sobre clasificación de los mismos —artículo 9—. Los expedientes de clasificación se iniciarán por acuerdo del Jurado, de oficio, o a instancia de los vecinos con derecho a aprovechamiento, de la Administración Agraria, de las Cámaras Agrarias o de las Organizaciones Sindicales Agrarias —artículo 10.1—.

La clasificación que el Jurado Provincial realice de un monte como vecinal en mano común, una vez firme, producirá los siguientes efectos: atribuir la propiedad del monte a la comunidad vecinal correspondiente, en tanto no exista sentencia firme en contra pronunciada por la Jurisdicción Ordinaria; excluir el monte del inventario de bienes municipales o del Catálogo de los de Utilidad Pública, si en ellos figurase; y servir de título inmatriculador suficiente para el Registro de la Propiedad —artículo 13—.

La Administración asumirá, con respecto a tales montes los siguiente cometidos: proceder al deslinde y amojonamiento de los mismos, si fuera necesario; velar por su conservación e integridad; prestar a las comunidades titulares los servicios de divulgación que se consideren necesarios y los de asesoramiento y auxilio técnico que los interesados le soliciten; redactar, a petición de la comunidad y en el plazo de dos años desde la solicitud, un programa de transformación del monte con su plan de inversiones correspondiente; aplicar con carácter absolutamente preferencial, a instancia de los titulares, las acciones directas o indirectas de promoción agrícola, ganadera o forestal que la Administración tenga establecidas de forma general, siempre que sean técnica y económicamente aplicables a las características del monte; y confeccionar, en el plazo de cuatro años, un Plan General de Aprovechamientos de Montes Vecinales en Mano Común, con las dotaciones técnica, financiera y presupuestaria necesarias, fijación de las etapas, de ejecución y sistemas de actuación para llevarlo a cabo con la conformidad de las correspondientes comunidades —artículo 14—. Las facultades de la Administración son, por el contrario de las que dispone la comunidad vecinal, muy limitadas, consistentes en la defensa y mejor aprovechamiento de los montes.

Como ya se ha indicado, la Comunidad Autónoma de Galicia tiene una fuerte presencia de estos montes. La dispersión de la población en todo el territorio de la Comunidad, asentada en pequeños caseríos, conocidos como parroquias, y la necesidad de disponer en sus inmediaciones de bienes para aprovechamiento por sus vecinos, dedicados a labores agrícolas y ganaderas, son las razones que sustentan la presencia de este tipo de bienes. Tal es su importancia, que dicha Comunidad es la única que dispone de competencia exclusiva en la materia —artículo 27.11 del Estatuto de Autonomía—. La Ley 13/1989, de 10 de octubre, de Montes Vecinales en Mano Común de Galicia, y el Decreto 260/1992, de 4 de septiembre, por el que se aprueba su Reglamento de desarrollo, contienen el régimen jurídico al que quedan sometidos los mismos.

Las Comunidades Autónomas de Asturias y Castilla y León son las otras dos grandes referencias en este tipo montes. Tanto es así que en la primera de ellas, la Ley 3/2004, de 23 de noviembre, de Montes y Ordenación Forestal de la referida Comunidad, dedica todo su Título II, artículos 102 a 127, a los mismos.
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3. Formularios






3.1. Afectación y cambio de calificación jurídica de bienes patrimoniales


 A)  Propuesta sobre afectación de local a un servicio público


Propuesta sobre afectación de local a un servicio público


 Export PopupTeniendo en cuenta que el Ayuntamiento es propietario de un local, con extensión superficial de 220 metros cuadrados, totalmente acondicionado para oficinas o servicios administrativos, sito en la calle  , adquirido hace dos años con la finalidad de disponer de nuevos espacios para ampliación o ubicación de sus servicios, local que al día de la fecha viene siendo utilizado, «de facto», sin decisión previa alguna que respalde dicha ocupación, a la vista de las demandadas de seguridad del barrio donde el mismo queda situado, y en orden a dar un mejor servicio a los ciudadanos, como punto de punto de información y de recepción de quejas y denuncias de la Policía Local; el que suscribe propone el inicio de actuaciones en orden a la afectación al servicio de Policía Local del inmueble referido, y ello hasta tanto se decide sobre el destino definitivo del mismo.


En  , a   de   de  


El Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio









B)  Acuerdo inicial sobre afectación de bienes a un servicio público


Acuerdo inicial sobre afectación de bienes a un servicio público


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Pleno del Excmo. AYUNTAMIENTO DE  , en sesión ordinaria celebrada en primera convocatoria el día  , adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

PROPUESTA SOBRE AFECTACIÓN DE INMUEBLE AL SERVICIO DE POLICÍA LOCAL. Vista la propuesta del Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio en la que, tras señalar, que el local sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 220 metros cuadrados, totalmente acondicionado para oficinas o servicios administrativos, sito en la calle  , está siendo utilizado, «de facto », sin decisión previa alguna que respalde dicha ocupación, como punto de punto de información y de recepción de quejas y denuncias de la Policía Local, propone, a la vista de las demandadas de seguridad del barrio donde queda situado el mismo, y en orden a dar un mejor servicio a los ciudadanos, su afectación el mencionado servicio, y ello hasta tanto se decide sobre su destino definitivo; considerando lo dispuesto en los artículos 54, 58 y 61 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; el Pleno, conforme a las competencias resolutorias que le atribuye el artículo 22.2.l) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Decidir el inicio de actuaciones en orden a la afectación al servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien patrimonial a dominio público, del local con anterioridad referenciado.

SEGUNDO.- Decidir que se evacuen las actuaciones y se cumplan las formalidades que previene el Ordenamiento jurídico.

Y para que conste, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









C)  Informe del Servicio de Patrimonio


Informe del Servicio de Patrimonio


 Export PopupASUNTO.- Expediente sobre afectación al servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien patrimonial a dominio público, de local propiedad del Ayuntamiento, sito en la calle   n.º  .

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 172.1 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, informa en Derecho lo siguiente:

PRIMERO.- El local cuya afectación y cambio de calificación jurídica se pretende constituye la finca   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento, figurada bajo el nombre de  , estando calificada, en cuanto a su naturaleza jurídica, como bien patrimonial —artículos 79.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 76 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, y 2 y 6 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales—.

SEGUNDO.- A tenor de lo establecido en el artículo 16 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas —de aplicación supletoria a las Entidades locales—, los bienes y derechos de la Administración General del Estado y sus organismos públicos se entienden adquiridos, salvo disposición legal en contrario, con el carácter de patrimoniales, sin perjuicio de su posterior afectación al uso general o al servicio público.

Será preciso, por tanto, al no encontrarnos ante un supuesto de alteración automática de la calificación jurídica del bien, alterar expresamente la misma, que pasará de patrimonial a bien de dominio público, con afectación al correspondiente uso o servicio público —artículos 22.2.l) y 47.2.n) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 8 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y 50.13 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales—.

TERCERO.- A tenor de lo establecido en los artículos 81.1 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local y 8 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, la alteración de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades locales requiere expediente en el que se acredite la oportunidad y legalidad de la alteración e información pública durante un mes.

CUARTO.- Conforme a los artículos 22.2.l) y 47.2.n) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, y 8.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y 50.13 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, corresponde al Pleno de la Corporación la competencia resolutoria para decidir sobre el asunto, cuyo acuerdo habrá de adoptarse con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros.

Dada dicha competencia y quorum exigible, se precisará, con carácter previo, la emisión de informes por Secretaría e Intervención —artículos 173.1.b) del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 3.3.c) y 4.1.b).5º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional— y el dictamen de la correspondiente Comisión Permanente Informativa —artículos 20.1.c) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, y 123.1 de la expresada norma reglamentaria—.


En  , a   de   de  



Jefe del Servicio de Patrimonio

NOTA DE SECRETARÍA.- A tenor de lo establecido en los artículos 173.1.b) del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 3.4 del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, esta Secretaría muestra su conformidad al presente informe.




En  , a   de   de  

Secretario General










D)  Informe del Servicio de Urbanismo


Informe del Servicio de Urbanismo


 Export PopupEn relación con las actuaciones instruidas por este Ayuntamiento sobre afectación al servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien patrimonial a dominio público, del local propiedad del Ayuntamiento, sito en la calle   n.º  ; el que suscribe informa:

El local que se pretende afectar está cerrado, sin afectación a servicio público alguno, por lo que no existe razón técnica que impida la afectación —y consiguiente cambio de calificación jurídica—, con carácter provisional y hasta tanto se decide sobre su definitivo destino, al servicio de Policía Local como punto de información y de recepción de quejas y denuncias. Las razones esgrimidas en la propuesta del Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio, relativas a una seguridad del barrio donde el mismo queda situado y a un mejor servicio a los ciudadanos, son suficientes para proceder en tal sentido.

En cuanto a la legalidad de la actuación, el que suscribe se remite al informe jurídico que obra en expediente.


En  , a   de   de  


Jefe del Servicio de Urbanismo









E)  Anuncio sobre información pública


Anuncio sobre información pública


 Export PopupInstruyéndose por el AYUNTAMIENTO DE   actuaciones tendentes al cambio de calificación jurídica del inmueble que más adelante se describe, de naturaleza patrimonial, afectándolo al dominio público, servicio público; en cumplimiento de lo establecido en el artículo 8.2 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, se someten las actuaciones a información pública por plazo de un mes a contar del día siguiente hábil a la publicación del presente anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia, encontrándose expuesto el expediente en el Servicio de Patrimonio del Ayuntamiento durante dicho periodo y pudiendo durante el mismo formularse alegaciones, observaciones y reclamaciones que resulten pertinentes.

Descripción del inmueble.

Local sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 220 metros cuadrados, lindante al norte con  , al sur con  , al este con   y al oeste con  

Constituye la finca   del inventario de inmuebles del AYUNTAMIENTO DE  , figurada bajo el nombre de  

El local tiene en el citado inventario el carácter de bien patrimonial.


En  , a   de   de  


El Alcalde









F)  Certificación sobre inexistencia reclamaciones


Certificación sobre inexistencia reclamaciones


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que de los antecedentes y documentos obrantes en este Ayuntamiento resulta lo siguiente:

PRIMERO.- Que en el Boletín Oficial de la Provincia n.º   de fecha   aparece publicado anuncio exponiendo al público por plazo de un mes, y a efectos de reclamaciones, expediente de cambio de calificación jurídica del local propiedad del Ayuntamiento sito en la calle   n.º  

SEGUNDO.- Que en el referido plazo de un mes que ha permanecido expuesto al público dicho expediente no se han formulado, en relación al mismo, reclamación, alegación u observación alguna.

Y para que conste y surta sus efectos reglamentarios, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde.



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









G)  Informe de la Intervención de Fondos


Informe de la Intervención de Fondos


 Export PopupASUNTO.- Expediente sobre afectación al servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien patrimonial a dominio público, del local propiedad del Ayuntamiento, sito en la calle   n.º  

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 173.1.b) del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 4.1.b).5º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter, informa lo siguiente:

Que constan en expediente y se han evacuado las actuaciones que previene la normativa vigente de aplicación, especialmente las resultantes de los artículos 81.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, y 8 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales.


En  , a   de   de  


Interventor de Fondos









H)  Dictamen de Comisión Permanente Informativa


Dictamen de Comisión Permanente Informativa


 Export PopupDICTAMEN EMITIDO POR LA COMISIÓN PERMANENTE INFORMATIVA DE HACIENDA Y PATRIMONIO EN REUNIÓN CELEBRADA EL DÍA  

EXPEDIENTE RELATIVO A AFECTACIÓN AL SERVICIO PÚBLICO DE INMUEBLE PROPIEDAD DEL AYUNTAMIENTO. Vistas las actuaciones evacuadas en el expediente en epígrafe mencionado, de las que, en definitiva, resultan acreditados los requisitos y condiciones exigidos por la normativa vigente para poder llevar a término la afectación y cambio de calificación jurídica propuesta; la Comisión, en votación ordinaria y por unanimidad, dictamina lo siguiente:

Informar favorablemente la afectación al servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien patrimonial a dominio público, del siguiente inmueble:

Descripción del inmueble.

Local sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 220 metros cuadrados, lindante al norte con  , al sur con  , al este con   y al oeste con  

Constituye la finca   del inventario de inmuebles del AYUNTAMIENTO DE  , figurada bajo el nombre de  


En  , a   de   de  


Secretario de la Comisión









I)  Acuerdo definitivo sobre afectación de bienes del dominio público


Acuerdo definitivo sobre afectación de bienes del dominio público


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Pleno del Excmo. AYUNTAMIENTO DE  , en sesión ordinaria celebrada en primera convocatoria el día  , adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

EXPEDIENTE RELATIVO A AFECTACIÓN AL SERVICIO PÚBLICO DE INMUEBLE PROPIEDAD DEL AYUNTAMIENTO. Se da cuenta de las actuaciones evacuadas en el expediente en epígrafe mencionado, instruido con motivo de acuerdo del Pleno de fecha  , actuaciones en las que figuran:


	
—  Propuesta del Concejal Responsable del Área de Hacienda Patrimonio sobre afectación de local al servicio de Policía Local.

	
—  Acuerdo plenario sobre inicio de actuaciones.

	
—  Informe jurídico del Servicio de Patrimonio —en el que consta el conforme del Secretario— sobre normativa aplicable y procedimiento a seguir al respecto.

	
—  Informe del Servicio de Urbanismo en relación a la afectación pretendida.

	
—  Información pública de las actuaciones durante un mes, sin que en el mencionado plazo se haya producido reclamación, observación o alegación alguna.

	
—  Informe de la Intervención de Fondos.

	
—  Dictamen de la Comisión Permanente Informativa de Hacienda y Patrimonio.



A la vista de todo ello, y estimando la Corporación que se han evacuado los trámites y unidos los documentos exigidos por la normativa vigente, y que, según resulta de las actuaciones, se ha acreditado la oportunidad y legalidad de la alteración y no se han producido reclamaciones en el plazo de exposición pública del expediente; considerando lo dispuesto, fundamentalmente, en los artículos 81.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, 8 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, 173 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 3.3.c) y 4.1.b).5º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional; el Pleno, conforme a las competencias resolutorias que le atribuyen los artículos 22.2.l) y 47.2.n) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 8.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y 50.13 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, con el quorum de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Decidir la desafectación al servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien patrimonial a dominio público, del siguiente inmueble:

Descripción del inmueble.

Local sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 220 metros cuadrados, lindante al norte con  , al sur con  , al este con   y al oeste con  

Constituye la finca   del inventario de inmuebles del AYUNTAMIENTO DE  , figurada bajo el nombre de  

SEGUNDO.- Recibir formalmente, como bien de dominio público, de servicio público, la expresada finca, de cuya nueva calificación jurídica deberá hacerse la correspondiente reseña en el inventario de bienes inmuebles del Ayuntamiento.

TERCERO.- Decidir que se proceda a la inscripción de dicho cambio de calificación jurídica en el Registro de la Propiedad.

Y para que conste, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde 



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde
















3.2. Afectación al uso público de bienes afectos a un servicio público


 A)  Propuesta sobre afectación de inmueble al uso público


Propuesta sobre afectación de inmueble al uso público


 Export PopupTeniendo en cuenta que el Ayuntamiento es propietario del inmueble, sito en la calle  , destinado a Centro Cultural, que gira bajo el nombre «Francisco de Goya» disponiendo el mismo, en su margen derecho, dentro del recinto de la propia finca, de un jardín de 2.500 m2, en el que, de manera ocasional, se realizan exposiciones, actos, conferencias, etc.; y teniendo en cuenta, igualmente, el privilegiado emplazamiento y belleza del jardín, que aconseja, para su disfrute por la ciudadanía, la apertura al uso público; conforme a la previsión contenida en el artículo 67.1 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas, sobre posibilidad de afectación de los bienes a más de un uso o servicio público siempre que los diversos fines concurrentes sean compatibles entre sí; el que suscribe propone el inicio de actuaciones en orden a la afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público atribuida en la actualidad, del jardín referenciado.


En  , a   de   de  


El Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio









B)  Acuerdo inicial sobre afectación de inmueble al uso público


Acuerdo inicial sobre afectación de inmueble al uso público


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Pleno del Excmo. AYUNTAMIENTO DE  , en sesión ordinaria celebrada en primera convocatoria el día  , adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

PROPUESTA SOBRE AFECTACIÓN AL USO PÚBLICO, DE MANERA CONCURRENTE CON LA DE SERVICIO PÚBLICO, DE LOS JARDINES EXISTENTES EN UN INMUEBLE PROPIEDAD MUNICIPAL. Vista la propuesta del Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio en la que, tras señalar, que el Ayuntamiento es propietario del inmueble, sito en la calle  , destinado a Centro Cultural, que gira bajo el nombre «Francisco de Goya», disponiendo el mismo, en su margen derecho, dentro del recinto de la propia finca, de un jardín de 2.500 m2, en el que, de manera ocasional, se realizan exposiciones, actos, conferencias, etc., propone, a la vista del privilegiado emplazamiento y belleza del jardín, que aconseja, para su disfrute por la ciudadanía, la apertura del mismo al uso público; considerando lo dispuesto en los artículos 54, 58 y 61 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; el Pleno, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Decidir el inicio de actuaciones en orden a la afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público que ya tiene asignada, de los jardines pertenecientes a la finca que gira bajo el nombre Centro Cultural «Francisco de Goya».

SEGUNDO.- Decidir que se evacuen las actuaciones y se cumplan las formalidades que previene el Ordenamiento jurídico.

Y para que conste, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









C)  Informe jurídico


Informe jurídico


 Export PopupASUNTO.- Expediente relativo a afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público que en la actualidad tiene asignada, de los jardines existentes en el interior de la finca que gira bajo el nombre Centro Cultural «Francisco de Goya».

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 172.1 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, informa en Derecho lo siguiente:

PRIMERO.- El jardín cuya afectación al uso público se pretende forma parte de la finca   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento, figurada bajo el nombre de Centro Cultural «Francisco de Goya », estando calificada, en cuanto a su naturaleza jurídica, como bien de dominio público, de servicio público —artículos 79.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 74.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, y 2 y 4 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales—.

SEGUNDO.- De principio, hemos de dejar claro que, según la propuesta considerada, no se pretende con la misma, tal y como así deducimos, alterar la calificación jurídica del bien, pasando este de bien de dominio público a patrimonial, sino ampliar su afectación, es decir que la parte ajardinada del inmueble, afectada a un servicio público, lo tenga también a un uso público.

Sentado lo anterior, procede analizar, en los términos que a continuación se expresan, la posibilidad de la nueva afectación.

TERCERO.- A tenor de lo establecido en el artículo 67.1 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas —de aplicación supletoria a las Entidades locales—, los bienes del Patrimonio del Estado podrán ser objeto de afectación a más de un uso o servicio de la Administración General del Estado o de sus organismos públicos, siempre que los diversos fines concurrentes sean compatibles entre sí. Por su parte, el artículo 71.1 del Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento General de desarrollo de dicha Ley —también de aplicación supletoria a las Entidades locales— establece que la afectación concurrente de bienes o derechos determinará su vinculación a más de un uso o servicio público competencia de la Administración General del Estado o de sus organismos públicos, bien de forma indistinta, bien señalando un determinado uso o servicio como principal, sin perjuicio de la concurrencia de otros.

CUARTO.- Nos encontramos en el presente caso ante lo que la Ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas califica, en su artículo 71, como mutación demanial, es decir ante cambios o modificaciones en el objeto de la afectación o, de manera más precisa, ante variaciones respecto al destino público de los bienes.

Respecto a la forma llevarla a cabo, el apartado segundo del artículo indicado establece que las mutaciones demaniales deberán efectuarse de manera expresa, es decir mediante acto administrativo. En lo que atañe a la competencia para decidir sobre el asunto, al tenerla atribuida el Pleno para el cambio de calificación jurídica de los bienes, habrá que entender también que dispone de ella para la afectación o desafectación de los bienes, sin que sea exigible ninguna mayoría especial para la adopción del correspondiente acuerdo.

QUINTO.- Indicar, por último, que sería preciso examinar las Ordenanzas municipales para ver si es exigible algún específico trámite o autorización municipal para proceder a tal apertura, además de observar aquellas recomendaciones o condicionamientos que por el mismo se impongan, al margen de las obligaciones generales resultantes de la nueva afectación, para garantizar totalmente, sin que sufra daño alguno, el patrimonio municipal: fechas o periodos de apertura, horarios de apertura y cierre, mantenimiento, conservación, limpieza y vigilancia de las instalaciones, y cuantas otras cuestiones de naturaleza análoga convenga determinar.


En  , a   de   de  


El Jefe del Servicio de Patrimonio









D)  Informe del Servicio de Urbanismo


Informe del Servicio de Urbanismo


 Export PopupEn relación con las actuaciones instruidas por este Ayuntamiento en orden a la afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público que en la actualidad tiene atribuida, de los jardines existentes en el interior de la finca que gira bajo el nombre Centro Cultural «Francisco de Goya;» el que suscribe informa:

La cuestión que más interés suscita es la relativa a la compatibilidad de ambas afectaciones en la zona ajardinada, es decir la de servicio y uso público, entendiendo el que suscribe que no existe, desde un punto de vista técnico, impedimento alguno para el uso compartido de la misma, si bien deberán tenerse en cuenta las indicaciones que constan en el apartado quinto del informe del Jefe del Servicio de Patrimonio, en tanto que se consideran necesarias para la adecuada garantía del patrimonio municipal.


En   a   de   de  


Jefe del Servicio de Urbanismo









E)  Dictamen de Comisión Permanente Informativa


Dictamen de Comisión Permanente Informativa


 Export PopupDICTAMEN EMITIDO POR LA COMISIÓN PERMANENTE INFORMATIVA DE HACIENDA Y PATRIMONIO EN REUNIÓN CELEBRADA EL DÍA  

EXPEDIENTE RELATIVO A AFECTACIÓN AL USO PÚBLICO, DE MANERA CONCURRENTE CON LA DE SERVICIO PÚBLICO, DE LOS JARDINES EXISTENTES EN UN INMUEBLE PROPIEDAD MUNICIPAL. Vistas las actuaciones evacuadas en el expediente en epígrafe mencionado; la Comisión, en votación ordinaria y por unanimidad, dictamina lo siguiente:

PRIMERO.- Informar favorablemente la afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público que en la actualidad tiene asignada, de los jardines existentes en el interior de la finca que gira bajo el nombre Centro Cultural «Francisco de Goya », debiendo concretarse por la Alcaldía los siguientes particulares: fechas o periodos de apertura, horarios de apertura y cierre, mantenimiento, conservación, limpieza y vigilancia de las instalaciones, y cuantas otras cuestiones de naturaleza análoga se consideren precisas.

Dichos jardines forman parte de la finca   del inventario de inmuebles.

SEGUNDO.- Hacer reseña de la nueva afectación en el inventario de bienes inmuebles del Ayuntamiento.


En  , a   de   de  


El Secretario de la Comisión









F)  Acuerdo sobre afectación al uso público de los bienes


Acuerdo sobre afectación al uso público de los bienes


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Pleno del Excmo. AYUNTAMIENTO DE  , en sesión ordinaria celebrada en primera convocatoria el día  , adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

EXPEDIENTE RELATIVO A AFECTACIÓN AL USO PÚBLICO, DE MANERA CONCURRENTE CON LA AFECTACIÓN YA DECIDIDA, DE LOS JARDINES EXISTENTES EN UN INMUEBLE PROPIEDAD MUNICIPAL. Vistas las actuaciones evacuadas en el expediente en epígrafe mencionado, integradas por:


	
–  Propuesta del Concejal Responsable de Hacienda y Patrimonio sobre afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público que en la actualidad tiene asignada, de los jardines existentes en el interior de la finca que gira bajo el nombre Centro Cultural «Francisco de Goya».

	
—  Informe jurídico del Servicio de Patrimonio sobre normativa aplicable y procedimiento a seguir al respecto.

	
–  Informe del Servicio de Urbanismo en relación a la afectación pretendida.

	
–  Dictamen de la Comisión Permanente Informativa de Hacienda y Patrimonio.



A la vista de todo ello, y considerando lo dispuesto, fundamentalmente, en los artículos 67 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, y 71 del Real Decreto 1373/2009, de 28 de agosto, por el que se aprueba su Reglamento General de desarrollo, el Pleno, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Decidir la afectación al uso público, de manera concurrente con la de servicio público que en la actualidad tiene asignada, de los jardines existentes en el interior de la finca que gira bajo el nombre Centro Cultural «Francisco de Goya», debiendo concretarse por la Alcaldía los siguientes particulares: fechas o periodos de apertura, horarios de apertura y cierre, mantenimiento, conservación, limpieza y vigilancia de las instalaciones, y cuantas otras cuestiones de naturaleza análoga se consideren precisas.

Dichos jardines forman parte de la finca   del inventario de inmuebles.

SEGUNDO.- Hacer reseña de la nueva afectación en el inventario de bienes inmuebles del Ayuntamiento.

Y para que conste, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde 















3.3. Desafectación y cambio de calificación jurídica de bienes de dominio público


 A)  Propuesta sobre desafectación y cambio de calificación jurídica de inmueble


Propuesta sobre desafectación y cambio de calificación jurídica de inmueble


 Export PopupTeniendo en cuenta que el solar sito en la calle   n.º  , destinado a depósito de materiales de obras, ha dejado de ser utilizado por los servicios municipales, quedando, por tanto, sin afectación a servicio público alguno; el que suscribe propone, de cara a su posterior enajenación, la desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica de bien dominio público a patrimonial, del expresado inmueble.


En  , a   de   de  


Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio.









B)  Acuerdo inicial sobre desafectación y cambio de calificación jurídica de inmueble


Acuerdo inicial sobre desafectación y cambio de calificación jurídica de inmueble


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Pleno del Excmo. AYUNTAMIENTO DE  , en sesión ordinaria celebrada en primera convocatoria el día  , adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

PROPUESTA SOBRE DESAFECTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO Y CAMBIO DE CALIFICACIÓN JURÍDICA DE INMUEBLE PROPIEDAD DEL AYUNTAMIENTO. Vista la propuesta del Concejal Responsable del Área de Hacienda y Patrimonio en la que, tras señalar que el solar sito en la calle   n.º  , destinado a depósito de materiales de obras, ha dejado de ser utilizado por los servicios municipales, quedando, por tanto, sin afectación a servicio público alguno, propone, de cara a su posterior enajenación, la desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien dominio público a patrimonial, del expresado inmueble; considerando lo dispuesto en los artículos 54, 58 y 61 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; el Pleno, conforme a las competencias resolutorias que le atribuye el artículo 22.2.l) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Decidir el inicio de actuaciones en orden a la desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien dominio público a patrimonial, del solar con anterioridad referenciado.

SEGUNDO.- Decidir que se evacuen las actuaciones y se cumplan las formalidades que previene el Ordenamiento jurídico.

Y para que conste, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









C)  Informe del Servicio de Patrimonio


Informe del Servicio de Patrimonio


 Export PopupASUNTO.- Expediente sobre desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien de dominio público a patrimonial, del solar propiedad del Ayuntamiento sito en la calle   n.º  

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 172.1 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, informa en Derecho lo siguiente:

PRIMERO.- El solar cuya desafectación y cambio de calificación jurídica se pretende constituye la finca   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento, figurada bajo el nombre de  , estando calificada, en cuanto a su naturaleza jurídica, como bien de dominio público, de servicio público —artículos 79.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 74.2 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, y 2 y 4 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales—.

SEGUNDO.- A tenor de lo establecido en los artículos 81.1 de la citada Ley y 8 de la referida norma reglamentaria, la alteración de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades locales requiere expediente en el que se acredite la oportunidad y legalidad de la alteración e información pública durante un mes.

TERCERO.- Conforme a los artículos 22.2.l) y 47.2.n) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, y 8.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y 50.13 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, corresponde al Pleno de la Corporación la competencia resolutoria para decidir sobre el asunto, cuyo acuerdo habrá de adoptarse con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros.

Dada dicha competencia y quorum exigible, se precisará con carácter previo la emisión de informes por Secretaría e Intervención —artículos 173.1.b) del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 3.3.c) y 4.1.b).5º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional— y el dictamen de la correspondiente Comisión Permanente Informativa —artículos 20.1.c) de la Ley Reguladora de las Bases de Régimen Local, y 123.1 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales—.



En  , a   de   de  

Jefe del Servicio de Patrimonio

NOTA DE SECRETARÍA.- A tenor de lo establecido en los artículos 173.1.b) del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 3.4 del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional, esta Secretaría muestra su conformidad al presente informe.




En  , a   de   de  

Secretario General










D)  Informe del Servicio de Urbanismo


Informe del Servicio de Urbanismo


 Export PopupEn relación con las actuaciones instruidas por este Ayuntamiento sobre desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien de dominio público a patrimonial, del solar propiedad del Ayuntamiento sito en la calle   n.º  ; el que suscribe informa:

El solar que se pretende desafectar ha dejado de ser utilizado por los servicios municipales como depósito de materiales de obras. Tampoco está prevista la utilización del mismo para el establecimiento de otros servicios o equipamientos del Ayuntamiento.

No existe, por tanto, razón técnica alguna que impida la desafectación y cambio de calificación jurídica proyectada.


En  , a   de   de  


Jefe del Servicio de Urbanismo









E)  Anuncio sobre información pública


Anuncio sobre información pública


 Export PopupInstruyéndose por el AYUNTAMIENTO DE   actuaciones tendentes al cambio de calificación jurídica del inmueble que más adelante se describe, desafectándolo del dominio público, del servicio público, a bien patrimonial; en cumplimiento de lo establecido en el artículo 8.2 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, se someten las actuaciones a información pública por plazo de un mes a contar del día siguiente hábil a la publicación del presente anuncio en el Boletín Oficial de la Provincia, encontrándose expuesto el expediente en el Servicio de Patrimonio del Ayuntamiento durante dicho periodo y pudiendo durante el mismo formularse alegaciones, observaciones y reclamaciones que resulten pertinentes.

Descripción del inmueble.

Solar sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 450,00 metros cuadrados, lindante al norte con  , al sur con  , al este con   y al oeste con  

Constituye la finca   del inventario de inmuebles del AYUNTAMIENTO DE  , figurada bajo el nombre de  

El solar tiene en el citado inventario el carácter de bien de dominio público, de servicio público.


En  , a   de   de  


El Alcalde









F)  Certificación sobre inexistencia reclamaciones


Certificación sobre inexistencia reclamaciones


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que de los antecedentes y documentos obrantes en este Ayuntamiento resulta lo siguiente:

PRIMERO.- Que en el Boletín Oficial de la Provincia n.º   de fecha   aparece publicado anuncio exponiendo al público por plazo de un mes, y a efectos de reclamaciones, expediente de cambio de calificación jurídica del solar propiedad del Ayuntamiento sito en la calle   n.º  

SEGUNDO.- Que en el referido plazo de un mes que ha permanecido expuesto al público dicho expediente no se han formulado, en relación al mismo, reclamación, alegación u observación alguna.

Y para que conste y surta sus efectos reglamentarios, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









G)  Informe de la Intervención de Fondos


Informe de la Intervención de Fondos


 Export PopupASUNTO.- Expediente sobre desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de dominio público a patrimonial, del solar propiedad del Ayuntamiento, sito en la calle   n.º  

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 173.1.b) del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, y 4.1.b).5º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter, informa lo siguiente:

Que constan en el expediente y se han evacuado las actuaciones que previene la normativa vigente de aplicación, especialmente las resultantes de los artículos 81.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y 8 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales.


En  , a   de   de  


Interventor de Fondos









H)  Dictamen de Comisión Permanente Informativa


Dictamen de Comisión Permanente Informativa


 Export PopupDICTAMEN EMITIDO POR LA COMISIÓN PERMANENTE INFORMATIVA DE HACIENDA Y PATRIMONIO EN REUNIÓN CELEBRADA EL DÍA  

EXPEDIENTE RELATIVO A DESAFECTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO Y CAMBIO DE CALIFICACIÓN JURÍDICA DE INMUEBLE PROPIEDAD DEL AYUNTAMIENTO. Vistas las actuaciones evacuadas en el expediente en epígrafe mencionado, de las que, en definitiva, resultan acreditados los requisitos y condiciones exigidos por la normativa vigente para poder llevar a término la desafectación y cambio de calificación jurídica propuesta; la Comisión, en votación ordinaria y por unanimidad, dictamina lo siguiente:

Informar favorablemente la desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien dominio público a patrimonial, del siguiente inmueble:

Descripción del inmueble.

Solar sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 450.00 metros cuadrados, lindante al norte con  , al sur con  , al este con   y al oeste con  

Constituye la finca   del inventario de inmuebles del AYUNTAMIENTO DE  , figurada bajo el nombre de  


En  , a   de   de  


Secretario de la Comisión









I)  Acuerdo definitivo sobre desafectación y cambio de calificación jurídica de inmueble


Acuerdo definitivo sobre desafectación y cambio de calificación jurídica de inmueble


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Pleno del Excmo. AYUNTAMIENTO DE  , en sesión ordinaria celebrada en primera convocatoria el día  , adoptó, entre otros, el siguiente acuerdo:

EXPEDIENTE RELATIVO A DESAFECTACIÓN DEL SERVICIO PÚBLICO Y CAMBIO DE CALIFICACIÓN JURÍDICA DE INMUEBLE PROPIEDAD DEL AYUNTAMIENTO. Se da cuenta de las actuaciones evacuadas en el expediente en epígrafe mencionado, instruido con motivo de acuerdo del Pleno de fecha  , actuaciones en las que figuran:


	
—  Propuesta del Concejal Responsable del Área de Hacienda Patrimonio sobre desafectación del servicio público de solar y cambio de calificación jurídica del mismo.

	
—  Acuerdo plenario sobre inicio de actuaciones.

	
—  Informe jurídico del Servicio de Patrimonio —en el que consta el conforme del Secretario— sobre normativa aplicable y procedimiento a seguir al respecto.

	
—  Informe del Servicio de Urbanismo en relación a la desafectación pretendida.

	
—  Información pública de las actuaciones durante un mes, sin que en el mencionado plazo se haya producido reclamación, observación o alegación alguna.

	
—  Informe de la Intervención de Fondos.

	
—  Dictamen de la Comisión Permanente Informativa de Hacienda y Patrimonio.



A la vista de todo ello, y estimando la Corporación que se han evacuado los trámites y unidos los documentos exigidos por la normativa vigente, y que, según resulta de las actuaciones, se ha acreditado la oportunidad y legalidad de la alteración y no se han producido reclamaciones en el plazo de exposición pública del expediente; considerando lo dispuesto, fundamentalmente, en los artículos 81.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 8 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, 173 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, 3.3.c) y 4.1.b).5º del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el régimen jurídico de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional; el Pleno, conforme a las competencias resolutorias que le atribuyen los artículos 22.2.l) y 47.2.n) de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, 8.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y 50.13 del Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, con el quorum de la mayoría absoluta del número legal de sus miembros, en votación ordinaria y por unanimidad, acuerda:

PRIMERO.- Decidir la desafectación del servicio público y cambio de calificación jurídica, de bien dominio público a patrimonial, del siguiente inmueble:

Descripción del inmueble.

Solar sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 450,00 metros cuadrados, lindante al norte con  , al sur con  , al este con   y al oeste con  

Constituye la finca   del inventario de inmuebles del AYUNTAMIENTO DE  , figurada bajo el nombre de  

SEGUNDO.- Recibir formalmente, como bien patrimonial o de propio, la expresada finca, de cuya nueva calificación jurídica deberá hacerse la correspondiente reseña en el inventario de bienes inmuebles del Ayuntamiento.

TERCERO.- Decidir que se proceda a la inscripción de dicho cambio de calificación jurídica en el Registro de la Propiedad.

Y para que conste, expido la presente certificación de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde
















3.4. Adscripción y desadscripción de bienes a un Organismo Autónomo






3.4.1. Expediente de adscripción de bienes (I)


 A)  Resolución sobre inicio de actuaciones


Resolución sobre inicio de actuaciones


 Export PopupD.   LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Alcalde de la Corporación, mediante decreto n.º   de fecha  , adoptó la siguiente resolución:

INICIO DE ACTUACIONES EN ORDEN A LA ADSCRIPCIÓN DE INMUEBLE AL ORGANISMO AUTÓNOMO «INSTITUTO MUNICIPAL DE DEPORTES». Teniendo en cuenta que este Ayuntamiento creó, en el año 1990, el Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» para gestionar las actividades deportivas del municipio; y teniendo en cuenta, igualmente, que procede la adscripción a dicho Organismo de un solar, sito en calle  , con extensión superficial de 600 m2, para la construcción, de manera provisional, de una pista polideportiva descubierta, y ello hasta tanto se dota al barrio de   de una instalación polideportiva cubierta; considerando lo dispuesto en los artículos 54, 58 y 61 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; esta Alcaldía, conforme a las competencias resolutorias que le atribuye el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, dispone:

Decidir el inicio de actuaciones en orden a la adscripción, al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» del solar municipal referido.

Y para que conste, expido la presente certificación, de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









B)  Informe del Servicio de Patrimonio


Informe del Servicio de Patrimonio


 Export PopupASUNTO.- Adscripción de solar al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes».

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 172.1 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, informa en Derecho lo siguiente:

PRIMERO.- El solar cuya adscripción se pretende constituye la finca   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento, figurada bajo el nombre de  , estando calificada, en cuanto a su naturaleza jurídica, como bien patrimonial o de propio —artículos 79.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, 76 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local, y 2.1 y 6.1 del Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales—.

SEGUNDO.- Sobre la adscripción de bienes y derechos, el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, no realiza ninguna mención. Si lo hace, en cambio, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas. Sus artículos 73 a 76 regulan la materia. Aunque tales artículos no son de aplicación directa a las Entidades locales, si lo son por aplicación supletoria. Los perfiles más importantes que de ellos se derivan, y que nos pueden situar claramente en el asunto, son los siguientes:


	
—  Los bienes y derechos patrimoniales de la Administración General del Estado podrán ser adscritos a los organismos públicos dependientes de aquella para su vinculación directa a un servicio de su competencia o para el cumplimiento de sus fines propios. En ambos casos, la adscripción llevará implícita la afectación del bien o derecho, que pasará a integrarse en el dominio público. Igualmente los bienes y derechos propios de un organismo público podrán ser adscritos al cumplimiento de los fines propios de otro —artículo 73.1 y 2—.Los organismos públicos a que se refiere tal precepto son, entre otros, los Organismos Autónomos, por lo que el régimen jurídico resultante de los preceptos que se citan sería aplicable a los mismos.



	
—  La adscripción no alterará la titularidad sobre el bien —artículo 73.3—.

	
—  Los bienes y derechos deberán destinarse al cumplimiento de los fines que motivaron su adscripción, y en la forma y con las condiciones que, en su caso, se hubiesen establecido en el correspondiente acuerdo —artículo 75—.

	
—  Corresponde a los organismos públicos que tengan adscritos bienes y derechos el ejercicio de las competencias demaniales, así como la vigilancia, protección jurídica, defensa, administración, conservación, mantenimiento y demás actuaciones que requiera el correcto uso y utilización de los mismos —artículo 76—.



TERCERO.- Para proceder en el presente asunto es preciso verificar si el solar de que se trata reúne las condiciones necesarias para su utilización, previa adecuación, como pista polideportiva descubierta. Será preciso, por ello, que por el Servicio correspondiente se emita informe al respecto.

CUARTO.- Conforme al artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, corresponde al Alcalde la competencia resolutoria para decidir sobre el asunto.


En  , a   de   de  


Jefe del Servicio de Patrimonio









C)  Informe del Servicio de Juventud y Deportes


Informe del Servicio de Juventud y Deportes


 Export PopupEn relación con la adscripción de solar al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes », el que suscribe informa lo siguiente:

PRIMERO.- El solar cuya adscripción se pretende está situado en el barrio de  , en la calle   n.º   Tiene una superficie de 600 m2. Está vallado y dispone de los servicios de agua y luz.

SEGUNDO.- El indicado barrio carece de instalaciones deportivas, aunque está proyectada la construcción de un pabellón polideportivo cubierto. Las obras se iniciarán el próximo año, estando prevista su finalización en el año   La inversión, según el proyecto ya redactado, ascenderá a 1.200.000,00 €.

TERCERO.- En tanto se acomete tal obra y se pone en marcha la instalación, parece adecuado la utilización de dicho solar para uso deportivo. Serán necesarias obras de adecuación del mismo, consistentes fundamentalmente en la construcción de una pista polideportiva de usos múltiples. La superficie del solar, 600 m2, es suficiente para conseguir el fin perseguido. Además, la ubicación del solar, situado en el centro del barrio, y sus inmejorables accesos, permitirán la plena utilización y rendimiento de la instalación.

CUARTO.- El «Instituto Municipal de Deportes» viene pretendiendo tal adscripción, con la finalidad expresada, desde hace ya varios años, sin que el Ayuntamiento haya decidido hasta la fecha nada sobre el particular. En los archivos de este Servicio constan diversas peticiones formuladas por tal Organismo al particular.

QUINTO.- Señalar, por último, que no consta que dicho solar sea preciso para otros proyectos o finalidades municipales.


En  , a   de   de  


Jefe del Servicio de Juventud y Deportes









D)  Resolución sobre adscripción de bienes


Resolución sobre adscripción de bienes


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO:

Que el Alcalde de la Corporación, mediante decreto n.º   de fecha  , adoptó la siguiente resolución:

ADSCRIPCIÓN DE INMUEBLE AL ORGANISMO AUTÓNOMO «INSTITUTO MUNICIPAL DE DEPORTES». Vistas las actuaciones evacuadas en orden a la adscripción al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» —creado por este Ayuntamiento para gestionar las actividades deportivas del municipio— de un solar, propiedad del Ayuntamiento, con el fin de que el mismo pueda ser destinado al servicio deportivo encomendado al referido Organismo Autónomo; considerando lo establecido en los artículos 73 a 76 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas; esta Alcaldía, conforme a las competencias resolutorias que le atribuye el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, dispone:

PRIMERO.- Decidir la adscripción, al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes», del inmueble que a continuación se indica:

— Solar sito en la calle   n.º  , con una extensión superficial de 600 m2. Es la finca figurada como   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento.

SEGUNDO.- Decidir, en orden efectividad de la adscripción, que se formule acta de entrega de los bienes referidos.

TERCERO.- Decidir se realice reseña de la adscripción en el inventario de bienes y derechos de la Entidad y en el Registro de la Propiedad.

Y para que conste, expido la presente certificación, de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









E)  Acta de entrega de bienes


Acta de entrega de bienes


 Export PopupEn  , a   de   de  

Reunidos:

De una parte, D.  , Sr. Alcalde del AYUNTAMIENTO DE  

Y de otra parte, D.  , Presidente del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes».

Ambos en representación de sus respectivas Instituciones —el primero en ejercicio de las facultades que le reconoce el artículo 21.1.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y el segundo en ejercicio de las competencias que le otorga el artículo   de los Estatutos de dicho Organismo—.

Proceden en este acto, en cumplimiento del decreto del Alcalde n.º   de fecha  , sobre adscripción al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» del inmueble que a continuación se indica, y de lo prevenido en el artículo 74.2 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, sobre recepción de los bienes en tales supuestos, a la entrega al citado Organismo Autónomo, creado por el Ayuntamiento de  , del bien indicado, propiedad de este, con el fin de que el mismo pueda ser destinado al servicio deportivo encomendado al citado Organismo Autónomo.

Bien objeto de entrega.

El bien que se entrega es el siguiente:

	
—  Solar sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 600 m2. Es la finca figurada como   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento.


El citado bien deberá ser destinado a finalidades estrictamente deportivas, coincidentes con las que tiene encomendadas el citado Organismo Autónomo, sin que pueda ser destinado por este a usos distintos a los referidos.

La entrega en adscripción no alterará la titularidad municipal del bien, aunque sí la calificación jurídica del mismo, por quedar afectado al servicio público deportivo referido, pasando, por tanto, a integrarse dentro de los considerados como de dominio público de servicio público. Corresponderá al Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» el ejercicio de las competencias demaniales, así como la vigilancia, protección jurídica, defensa, administración, conservación, mantenimiento y demás actuaciones que requiera el correcto uso y utilización del mismo.

Y para su constancia, se suscribe la presente Acta, por duplicado ejemplar, en el lugar y fecha inicialmente indicado.







	El Alcalde del AYUNTAMIENTO DE  

	El Presidente del Organismo Autónomo Instituto Municipal de Deportes


















3.4.2. Expediente de desadscripción de bienes (II)


 A)  Resolución sobre desadscripción de bienes


Resolución sobre desadscripción de bienes


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Alcalde de la Corporación, mediante decreto n.º   de fecha  , adoptó la siguiente resolución:

INICIO DE ACTUACIONES EN ORDEN A LA DESADSCRIPCIÓN DE INMUEBLE DEL ORGANISMO AUTÓNOMO «INSTITUTO MUNICIPAL DE DEPORTES». Teniendo en cuenta que el solar propiedad del Ayuntamiento que fue adscrito, en su momento, a dicho Organismo Autónomo, con el fin de que pudiera ser destinado al servicio deportivo encomendado al mismo, ya no es necesario para la práctica de actividades deportivas, y ello por haberse construido en el barrio  , en las proximidades de dicho solar, un pabellón polideportivo cubierto; y teniendo en cuenta, además, que el referido solar no viene siendo utilizado desde la entrada en servicio de la nueva instalación por dicho Organismo Autónomo; considerando lo dispuesto en los artículos 54, 58 y 61 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas; esta Alcaldía, conforme a las competencias resolutorias que le atribuye el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, dispone:

Decidir el inicio de actuaciones en orden a la desadscripción del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» del referido solar.

Y para que conste, expido la presente certificación, de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









B)  Informe del Servicio de Patrimonio


Informe del Servicio de Patrimonio


 Export PopupASUNTO.- Desadscripción de solar —instalación deportiva— del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes».

En relación al referido asunto, el que suscribe, en cumplimiento de lo establecido en el artículo 172.1 del Real Decreto 2568/1986, de 28 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales, informa en Derecho lo siguiente:

PRIMERO.- Sobre la desadscripción de bienes y derechos, el Real Decreto 1372/1986, de 13 de junio, por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, no realiza ninguna mención. Si lo hace, en cambio, la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas. Sus artículos 77 a 79 regulan la materia. Aunque tales artículos no son de aplicación directa a las Entidades locales, si lo son por aplicación supletoria. Los perfiles más importantes que de ellos se derivan, y que nos pueden situar claramente en el asunto, son los siguientes:


	
—  Si los bienes o derechos adscritos no fuesen destinados al fin previsto dentro del plazo que, en su caso, se hubiese fijado, o dejaran de serlo posteriormente, o se incumpliesen cualesquiera otras condiciones establecidas para su utilización, el Director General del Patrimonio del Estado podrá cursar un requerimiento al organismo al que se adscribieron los bienes o derechos para que se ajuste en su uso a lo señalado en el acuerdo de adscripción, o proponer al Ministerio de Hacienda la desadscripción de los mismos. Igual opción se dará en el caso de que el organismo que tenga adscritos los bienes no ejercite las competencias que le corresponden de acuerdo con el artículo anterior —artículo 77—.

	
—  Cuando los bienes o derechos adscritos dejen de ser necesarios para el cumplimiento de los fines que motivaron la adscripción, se procederá a su desadscripción previa regularización, en su caso, de su situación física y jurídica por el organismo correspondiente —artículo 78.1—.

	
—  La desadscripción, que llevará implícita la desafectación, requerirá, para su efectividad, de la recepción formal del bien o derecho que se documentará en la correspondiente acta de entrega, suscrita por representantes de la Dirección General del Patrimonio del Estado y del organismo u organismos, o en acta de toma de posesión levantada por la Dirección General del Patrimonio del Estado —artículo 79—.



SEGUNDO.- Es necesario que por el Servicio correspondiente se constante que la citada instalación deportiva ya no se precisa por el «Instituto Municipal de Deportes» para la práctica de disciplina deportiva alguna, y ello de cara a la posterior desadscripción, en su caso, de la mima.

TERCERO.- Conforme al artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, corresponde al Alcalde la competencia resolutoria para decidir sobre el asunto.


En  , a   de   de  


Jefe del Servicio de Patrimonio









C)  Informe del Servicio de Juventud y Deportes


Informe del Servicio de Juventud y Deportes


 Export PopupEn relación con la desadscripción de solar del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes», el que suscribe informa lo siguiente:


	
—  Que el solar de que se trata fue adscrito al «Instituto Municipal de Deportes» en el año  , habiendo sido utilizado, previa adaptación como pista polideportiva descubierta, de manera intensiva, para la práctica del deporte.

	
—  Que recientemente ha entrado en servicio una instalación deportiva —pabellón cubierto— en las inmediaciones del solar adaptado.

	
—  Que el Organismo Autónomo al que se adscribió dicha instalación no viene utilizando, desde la entrada en servicio de la anterior, la misma.

	
—  Que por las indicadas razones, resulta procedente la desadscripción del referido solar, adaptado como pista polideportiva descubierta.




En  , a   de   de  


Jefe del Servicio de Juventud y Deportes









D)  Resolución sobre desadscripción de bienes


Resolución sobre desadscripción de bienes


 Export PopupD.  , LICENCIADO EN DERECHO, SECRETARIO GENERAL DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE  

CERTIFICO: Que el Alcalde de la Corporación, mediante decreto n.º   de fecha  , adoptó la siguiente resolución:

DESADSCRIPCIÓN DE INMUEBLE DEL ORGANISMO AUTÓNOMO «INSTITUTO MUNICIPAL DE DEPORTES». Vista las actuaciones evacuadas —informes jurídico y técnico— en orden a la desadscripción del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» —creado por este Ayuntamiento para gestionar las actividades deportivas del municipio— de un solar —adaptado como pista polideportiva descubierta—, propiedad del Ayuntamiento y que fue adscrito, en su momento, a dicho Organismo Autónomo, con el fin de que pudiera ser destinado al servicio encomendado al mismo, y ello por haberse construido un pabellón polideportivo en las inmediaciones del solar referido; considerando lo establecido en los artículos 78 y 79 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas; esta Alcaldía, conforme a las competencias resolutorias que le atribuye el artículo 21.1.s) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, dispone:

PRIMERO.- Decidir la desadscripción del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» del bien que a continuación se indica:

	
—  Solar sito en la calle   n.º  , con extensión superficial de 600 metros cuadrados. El mismo fue adaptado como pista polideportiva descubierta. Es la finca figurada como   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento.


SEGUNDO.- Decidir, en orden a la efectividad de la desadscripción, que se formule acta de devolución del bien referido.

TERCERO.- Decidir se realice reseña de la desadscripción en el inventario de bienes y derechos de la Entidad y en el Registro de la Propiedad.

Y para que conste, expido la presente certificación, de orden y con el visto bueno del Sr. Alcalde,



en  , a   de   de  

Visto Bueno



El Alcalde









E)  Acta de devolución de bienes


Acta de devolución de bienes


 Export PopupEn  , a   de   de  

Reunidos:

De una parte, D.  , Sr. Alcalde del AYUNTAMIENTO DE  

Y de otra parte, D.  , Presidente del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes».

Ambos en representación de sus respectivas Instituciones —el primero, en ejercicio de las facultades que le reconoce el artículo 21.1.b) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, y el segundo en ejercicio de las competencias que le otorga el artículo   de los Estatutos de dicho Organismo—.

Proceden en este acto, en cumplimiento del decreto del Alcalde del Ayuntamiento n.º   de fecha  , sobre desadscripción del Organismo Autónomo «Instituto Municipal de Deportes» del bien que a continuación se indica, y de lo prevenido en el artículo 79 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas, sobre recepción de los bienes en tales supuestos, a la devolución por citado Organismo Autónomo, creado por el mencionado Ayuntamiento, del bien referido, propiedad de la citada Entidad local, que le fue adscrito por decreto del Alcalde n.º   de fecha   y entregado mediante Acta de fecha  , y ello por haberse puesto en servicio otras instalaciones de similar naturaleza en la expresa zona, que han venido a sustituir a la citada.

Bien objeto de devolución.

El bien que se devuelve es el siguiente:

	
—  Solar sito en la calle  , con extensión superficial de 600 metros cuadrados. El mismo fue adaptado como pista polideportiva descubierta. Es la finca figurada como   del epígrafe 1º del inventario de bienes y derechos del Ayuntamiento.


La citada pista ya no se considera necesaria para la práctica de disciplina deportiva alguna.

Y para su constancia, se suscribe la presente Acta, por duplicado ejemplar, en el lugar y fecha inicialmente indicado.







	El Alcalde del AYUNTAMIENTO DE  

	El Presidente del Organismo Autónomo Instituto Municipal de Deportes


















Capítulo III Adquisición 






1. Adquisición de bienes y derechos


 1.1.  Capacidad jurídica de los entes locales

Sobre este particular habrá que estar a lo dispuesto en el artículo 9.1 del RB. Determina este que las Entidades locales tienen capacidad jurídica plena para adquirir y poseer bienes de todas las clases.

1.2.  Acciones y recursos en defensa del patrimonio local.

Se reconoce, igualmente, a las Entidades locales, en el citado artículo 9.1 del RB, capacidad plena para ejercitar las acciones y recursos procedentes en defensa de su patrimonio. Pero, además de esa capacidad, los artículos 68.1 de la LRBRL y 9.2 del RB les imponen también a ellas la obligación de ejercer las acciones necesarias para la defensa de sus bienes y derechos, en cuyo caso, y a tenor del último apartado del artículo 9 de dicha norma reglamentaria, los acuerdos deberán adoptarse previo dictamen del Secretario o, en su caso, de la Asesoría Jurídica y, en su defecto, de un Letrado. Ese mismo dictamen lo exige también el artículo 3.3.d) 2º del RJFHN.

Sobre la necesidad de dicho dictamen, la STS de fecha 14 de mayo de 2001 ha declarado en su Fundamento de Derecho quinto: «... la Jurisprudencia de esta Sala ha venido matizando el requisito formal de acreditar la previa emisión del dictamen del Letrado para el acuerdo del ejercicio de acciones por las Corporaciones Locales, estableciendo que la sola falta de presentación inicial no es causa de inadmisión del recurso contencioso-administrativo, pudiendo subsanarse en cualquier momento, incluso de forma convalidante; que no es imprescindible cuando se trata de procesos en los que es traída la Corporación en concepto de demandada o recurrida; que sólo ha de producirse en el ejercicio inicial de las acciones y no para los sucesivos recursos o instancias; que el informe o dictamen puede incluso formularse "in voce, " etc., pero lo que no ha dicho la Jurisprudencia ni podía hacerlo —como finalmente no tiene más remedio que reconocer la recurrente— es que dicho requisito formal no sea ya exigible.

En efecto, la necesidad de una previa opinión experta en derecho para la adopción de acuerdos de las Corporaciones Locales, sobre el ejercicio de acciones, para la que se dan amplias facilidades (puede prestarla el Secretario del Ayuntamiento, los Servicios Jurídicos de Asesoramiento Municipal, cuando existen y en defecto de ambos, cualquier Letrado), tiene por finalidad —aunque no sea vinculante— hacer más difícil que un órgano administrativo inicie un pleito irreflexivamente o sin conocimiento de lo que son sus derechos, el modo de ejercitarlos y las razonables posibilidades de obtener una respuesta favorable.

...

Ciertamente no es indiferente al interés general, tanto desde un punto de vista de las propias Corporaciones, como desde el común de los ciudadanos a los que sirven, que las instituciones administrativas referidas puedan sumergirse sin el adecuado conocimiento previo en una conflictividad jurídica estéril y por ello la exigencia de ese mínimo requisito de la procedibilidad, en la forma flexible que se viene interpretando, no puede considerarse contrario al principio de tutela judicial efectiva, del art. 24 de la Constitución.

...»

El artículo 68 de la LRBRL faculta a los vecinos, en el caso de falta de actuación por la Entidad local, para el ejercicio de las correspondientes acciones. Se señala en su apartado segundo y siguientes, que cualquier vecino podrá requerir a la Entidad local para que las ejercite y si pasado el plazo de treinta días la entidad no lo hiciese el vecino podrá ejercitar la acción en nombre e interés de la Entidad local, en cuyo caso, y de prosperar la acción, el actor tendrá derecho a ser reembolsado por la entidad de las costas procesales y a la indemnización de cuantos daños y perjuicios se le hubieran seguido. Similar regulación se contiene en el artículo 220 del ROF.

La STS de fecha 14 de mayo de 2001 otorga al término vecino una acepción real y no personal. Su Fundamento de Derecho quinto señala al particular: «Es cierto que el concepto de vecino viene determinado en los artículos 15 y 16 LBRL, y 55 del ROF (personas que residiendo habitualmente en el municipio, se encuentran inscritas en el padrón municipal), más no es contraria a una interpretación teleológica del artículo 68 LBRL entender, como hace la sentencia de instancia, que el Ayuntamiento debe rembolsar las costas procesales a quien, sin tener propiamente tal condición, al verse privado del acceso a una finca de la que es titular situada en el término municipal de aquél, tiene que acudir al proceso, ante la inactividad e incumplimiento de la obligación municipal de ejercicio, para hacer efectivo no sólo su derecho sino también el que corresponde a todos los vecinos como consecuencia del régimen demanial propio del camino. O, dicho de otra forma, a los efectos del reiterado artículo 68 LBRL, cabe dar al término vecino que utiliza la norma no una acepción exclusivamente personal, sino también la real que proporciona, en determinados supuestos, la vinculación al municipio y a la acción de que se trata la titularidad de terrenos en el término municipal. Pues, como sostiene el Ministerio Fiscal, en tal caso no cabe apreciar diferencia alguna entre quien reside y está empadronado y quienes, sin estarlo, tienen idéntico interés en el ejercicio de la acción municipal de que se trata. Si en uno y otro caso el ejercicio por el particular ante la quietud del Ayuntamiento responde a intereses municipales y beneficia al municipio, la razón debe ser para el resarcimiento de los gastos procesales ocasionados de forma análoga.»

Directamente conectado con los artículos analizados se encuentra el 73 del RB, que impide a las Corporaciones locales allanarse a las demandas judiciales que afectaren al dominio y demás derechos reales integrantes de su patrimonio. Se pretende con ello que los bienes locales estén, incluso en los procedimientos judiciales, adecuadamente protegidos. Este rigor normativo viene matizado por algún sector doctrinal. EL CONSULTOR (1)  señala: «La legislación siempre ha sido recelosa en materia de transacciones y allanamientos. No obstante, ello no quiere decir que hayan de mantenerse pleitos indefendibles y sin fundamento o base alguna que supongan temeridad. Por ello, algunas Comunidades Autónomas regulan la transacción y los requisitos a cumplir (como ocurre en Andalucía, en su Ley 7/1999, de 29 de septiembre, de Bienes de las Entidades Locales)». A nuestro entender, los allanamientos y transacciones solo estarían justificados cuando se pretenda evitar perjuicios a la Corporación. De advertirse por esta que de un procedimiento judicial pueden derivarse tales perjuicios, procedería, en orden a mitigar su alcance, el allanamiento o la transacción en el correspondiente asunto. La propia LPAP contempla la posibilidad de transacción y arbitraje, siempre que exista decisión previa adoptada sobre el particular por el Consejo de Ministros. Su artículo 31 establece que no se podrá transigir judicial ni extrajudicialmente sobre los bienes y derechos del Patrimonio del Estado, ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre los mismos, sino mediante real decreto acordado por el Consejo de Ministros, a propuesta del de Hacienda, previo dictamen del Consejo de Estado en pleno. También la LPAC, cuando se refiere en su artículo 86.1 a la terminación convencional de los procedimientos, admite la transacción siempre que los pactos o acuerdos alcanzados entre las Administraciones y otras personas —tanto de Derecho público como privado— no sean contrarios al Ordenamiento jurídico ni versen sobre materias no susceptibles de dicha transacción y tengan por objeto satisfacer el interés público encomendado a las mismas. Respecto a la competencia para decidir sobre las transacciones que afecten a los bienes de las Entidades locales, el artículo 50.14 del ROF la atribuye al Pleno de la Corporación.

Como recoge la citada Revista, algunas Comunidades Autónomas, en su legislación de Régimen Local, también han abordado esta materia. El Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón, artículo 46, ha llegado incluso a definir lo que debe entenderse por transacción de bienes, indicando al respecto que es el convenio que, con la finalidad de evitar un pleito o de poner fin al que hubiese comenzado, realice la Entidad local con cualquiera personas en relación con los mismos bienes o cualquier derecho constituido sobre los mismos. El artículo 30 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de Navarra establece similar definición respecto a la transacción de bienes comunales. Señala dicho artículo que se entiende por tal el convenio que, con la finalidad de evitar un pleito o de poner fin al que hubiese comenzado, realice la Entidad local con cualquiera personas en relación con los mismos bienes comunales, o con helechales, corralizas, vecindades foranas u otro cualquier derecho constituido sobre los mismos.

Pero ciñéndonos a la cuestión que aquí interesa, la Ley de Bienes de Entidades Locales de Andalucía establece, en su artículo 73, que las Entidades locales podrán allanarse a las demandas que afecten a sus bienes y derechos, celebrar transacciones sobre sus bienes o derechos y someter a arbitraje los litigios que se susciten sobre estos mediante acuerdo del Pleno de la Corporación con el voto favorable de la mayoría absoluta legal de sus miembros. Señala, no obstante, que cuando las transacciones superen el 5 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto requerirán dictamen del Consejo Consultivo de Andalucía. El Reglamento de Bienes de dicha Comunidad precisa, en el artículo 164, que los acuerdos que al efecto se adopten deberán ir precedidos por informes de la Secretaría y de la Intervención, determinando, en aquellos casos de reconocida urgencia y una vez sean favorables tales informes, que podrá actuarse procesalmente en la forma que corresponda, una vez oída la Junta de Portavoces y siempre que la misma sea mayoritariamente favorable a la propuesta.

Por su parte, el Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales de Aragón señala, en artículo 46, que las Entidades locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al dominio y demás derechos reales integrantes de su patrimonio. Cualquier transacción sobre derechos o bienes patrimoniales que sean disponibles por no servir de soporte material a un servicio o función pública requerirá tramitación de procedimiento en el que constará informe de Secretario o de Letrado, y su resolución por acuerdo de Pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación.

La Ley Municipal y de Régimen Local de las Illes Balears y el Reglamento de Patrimonio de las Entidades Locales de Cataluña se pronuncian en términos similares a la Ley andaluza citada. Señalan en sus artículos 146 y 172, respectivamente, que los entes locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al dominio y demás derechos reales integrantes de su patrimonio, ni aceptar transacciones ni someter a arbitraje las contiendas que se susciten sobre sus bienes o derechos, si no es mediante acuerdo del Pleno adoptado por mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación.

La Ley de Administración Local de Galicia es todavía más contundente. Señala en su artículo 285 que las Corporaciones locales no podrán allanarse a las demandas judiciales que afecten al dominio y demás derechos reales integrantes de su patrimonio.

También la Ley Foral de Administración Local de Navarra resulta igual de contundente, pero aún más explícita. El artículo 116 determina que las Entidades locales no pueden allanarse a las demandas judiciales que afecten al dominio y demás derechos integrantes de su patrimonio, ni transigir sobre los mismos, si no es mediante acuerdo del Pleno adoptado por la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación. Si el allanamiento o transacción se refiere a bienes comunales requerirán, además, la previa y expresa aprobación del Gobierno de Navarra. Ese mismo artículo se refiere también al arbitraje, señalando que el sometimiento a arbitraje de las controversias o litigios sobre bienes de derecho privado requerirá asimismo acuerdo del Pleno por votación favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la Corporación. El Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de la mencionada Comunidad, además de reproducir las determinaciones de la Ley, exige, en su artículo 30, respecto al allanamiento o transacción, que los acuerdos deberán adoptarse previo dictamen del Secretario, de la Asesoría Jurídica, en su caso, o de un Letrado.

1.3.  Modos de adquirir

Sobre el modo de adquirir bienes por las Administraciones públicas, el artículo 15 de la LPAP, considerado de aplicación general, determina:


Artículo 15. Modos de adquirir.

Las Administraciones públicas podrán adquirir bienes y derechos por cualquiera de los modos previstos en el ordenamiento jurídico y, en particular, por los siguientes:

a) Por atribución de la Ley.

b) A título oneroso, con ejercicio o no de la potestad de expropiación.

c) Por herencia, legado o donación.

d) Por prescripción.

e) Por ocupación.



En iguales términos se pronuncia el artículo 10 del RB.

Aquí tan solo indicar que dichos modos de adquisición no se separan de los previstos en el artículo 609 del CC.

1.3.1.  Adquisición por atribución de la Ley

Por lo que respecta a esta modalidad de adquisición, es la Ley la que determina en qué supuestos se adquieren los bienes y derechos; la que constituye el título de adquisición.

En el ámbito local, tiene su reflejo más visible en la legislación urbanística. El artículo 18 del TRLSRU, referido a los deberes vinculados a la promoción de las actuaciones de transformación urbanística y a las actuaciones edificatorias, es la más clara manifestación de esta forma de adquisición. Su contenido reza así:


Artículo 18. Deberes vinculados a la promoción de las actuaciones de transformación urbanística y a las actuaciones edificatorias.

1. Las actuaciones de urbanización a que se refiere el artículo 7.1.a) comportan los siguientes deberes legales:

a) Entregar a la Administración competente el suelo reservado para viales, espacios libres, zonas verdes y restantes dotaciones públicas incluidas en la propia actuación o adscritas a ella para su obtención.

En estos suelos se incluirá, cuando deban formar parte de actuaciones de urbanización cuyo uso predominante sea el residencial, los que el instrumento de ordenación adscriba a la dotación pública de viviendas sometidas a algún régimen de protección, con destino exclusivo al alquiler, tanto en los supuestos en que así se determine por la legislación aplicable, como cuando de la memoria del correspondiente instrumento se derive la necesidad de contar con este tipo de viviendas de naturaleza rotatoria, y cuya finalidad sea atender necesidades temporales de colectivos con especiales dificultades de acceso a la vivienda.

b) Entregar a la Administración competente, y con destino al patrimonio público de suelo, el suelo libre de cargas de urbanización correspondiente al porcentaje de la edificabilidad media ponderada de la actuación, o del ámbito superior de referencia en que ésta se incluya, que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística.

Con carácter general, el porcentaje a que se refiere el párrafo anterior no podrá ser inferior al 5 por ciento ni superior al 15 por ciento.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá permitir excepcionalmente reducir o incrementar este porcentaje de forma proporcionada y motivada, hasta alcanzar un máximo del 20 por ciento en el caso de su incremento, para las actuaciones o los ámbitos en los que el valor de las parcelas resultantes sea sensiblemente inferior o superior, respectivamente, al medio en los restantes de su misma categoría de suelo.

La legislación sobre ordenación territorial y urbanística podrá determinar los casos y condiciones en que quepa sustituir la entrega del suelo por otras formas de cumplimiento del deber, excepto cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida al algún régimen de protección pública en virtud de la reserva a que se refiere la letra b) del apartado primero del artículo 20.

...

d) Entregar a la Administración competente, junto con el suelo correspondiente, las obras e infraestructuras a que se refiere la letra anterior que deban formar parte del dominio público como soporte inmueble de las instalaciones propias de cualesquiera redes de dotaciones y servicios, así como también dichas instalaciones cuando estén destinadas a la prestación de servicios de titularidad pública.

...



Por lo que se refiere al ámbito estatal, existe un claro supuesto de adquisición por atribución de la Ley. Se trata de la previsión contenida en los artículos 17 y 18 de la LPAP —considerados de aplicación general—. Se atribuye en estos a la Administración General del Estado, respectivamente, la pertenencia de los inmuebles que careciesen de dueño, así como los valores, dinero y demás bienes muebles respecto de los cuales no se haya practicado gestión alguna por los interesados en el plazo de veinte años. (2) 

Dentro del mencionado ámbito encontramos también otro supuesto de adquisición por atribución de la Ley. Nos estamos refiriendo a la sucesión por el Estado en aquellos supuestos de inexistencia de personas que tengan derecho a heredar. Su regulación está contenida en los artículos 956 a 958 de CC. La particularidad de esta adquisición es que se contempla un beneficio para las Instituciones municipales y provinciales de beneficencia, instrucción, acción social o profesionales, al tener que asignar el Estado una tercera parte de la herencia a cada una de ellas. Más concretamente, el primero de tales artículos, tras establecer la sucesión del Estado en dichos supuestos, impone a este la obligación de asignar una tercera parte de la herencia a Instituciones municipales del domicilio del difunto, de beneficencia, instrucción, acción social o profesionales, sean de carácter público o privado, y otra tercera parte, a Instituciones provinciales de los mismos caracteres, de la provincia del finado, prefiriendo, tanto entre unas como entre otras, aquellas a las que el causante haya pertenecido por su profesión y haya consagrado su máxima actividad, aunque sean de carácter general. Por su parte, el artículo 957 determina que la herencia se entenderá siempre aceptada por dichas Instituciones o Entidades a beneficio de inventario, sin necesidad de declaración alguna sobre ello. En el RGLPAP —artículos 4 a 15— se contiene el desarrollo de dichas previsiones normativas.

1.3.2.  Adquisición a título oneroso

1.3.2.1.  Formas que puede revestir la misma

La adquisición de bienes y derechos a título oneroso puede realizarse, según el artículo 15.b) de la LPAP, por compraventa o mediante expropiación forzosa. Es, sin embargo, en el artículo 11 del RB, con las particularidades resultantes del artículo 26.2 de la LCSP —a las que a continuación aludiremos—, donde viene determinado el diferente régimen jurídico al que quedan sometidas las indicadas formas adquisitivas:


	
a)  Adquisición por compraventa. Se regirá por la legislación patrimonial.

	
b)  Adquisición mediante expropiación forzosa. Se regirá por la normativa expropiatoria.



1.3.2.1.1.  Adquisición por compraventa

El artículo 1445 del CC define como compraventa aquel contrato en el que uno de los contratantes se obliga a entregar una cosa determinada y el otro a pagar por ella un precio cierto, en dinero o signo que lo represente. Sentado lo anterior, las Entidades locales cuando adquieren bienes pueden estar ante dos tipos de contratos: el de suministro y el de compraventa. Esta distinción debe quedar bien clara en orden a evitar cualquier confusión a la hora de determinar el régimen jurídico aplicable a cada uno.


	
a)  Contrato de suministro. Se considera así el que tiene por objeto la adquisición, el arrendamiento financiero, o el arrendamiento, con o sin opción de compra, de productos o bienes muebles. En el artículo 16 de la LCSP se detalla con precisión los contratos que deben ser considerados de suministro. Se regirá por la legislación contractual.

	
b)  Contrato de compraventa. Se considera así el que tiene por objeto la adquisición de bienes inmuebles. Se regirá por la legislación patrimonial.



Preparación y adjudicación.

Por lo que se refiere a las adquisiciones de bienes patrimoniales, el artículo 11.1 del RB establece lo siguiente:


Artículo 11.

1. La adquisición de bienes a título oneroso exigirá el cumplimiento de los requisitos contemplados en la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones locales. Tratándose de inmuebles se exigirá, además, informe previo pericial, y siendo bienes de valor histórico o artístico se requerirá el informe del órgano estatal o autonómico competente, siempre que su importe exceda del 1 por 100 de los recursos ordinarios del Presupuesto de la Corporación o del límite general establecido para la contratación directa en materia de suministros.

...



En cuanto a la previsión normativa contenida en el primer inciso del referido apartado primero del expresado artículo, sobre reenvío, en las adquisiciones de bienes patrimoniales de las Entidades locales, a la legislación de contratos, nos remitimos a lo expuesto en el Capítulo I de esta obra. Las restantes determinaciones del artículo, muy escuetas, nos conducen, en caso de inexistencia de normativa autonómica dictada al respecto, a las previsiones resultantes de la LPAP y de su Reglamento General de desarrollo —de aplicación supletoria a las Entidades locales. El artículo 116 la Ley establece el siguiente régimen:


Artículo 116. Procedimiento de adquisición de inmuebles o derechos sobre los mismos.

1. En el ámbito de la Administración General del Estado, la competencia para adquirir a título oneroso bienes inmuebles o derechos sobre los mismos corresponde al Ministerio de Hacienda, que podrá ejercerla por propia iniciativa, cuando lo estime conveniente para atender a las necesidades que, según las previsiones efectuadas, puedan surgir en el futuro, o a petición razonada del departamento interesado, a la que deberá acompañar, cuando se proponga la adquisición directa de inmuebles o derechos, la correspondiente tasación. La tramitación del procedimiento corresponderá a la Dirección General del Patrimonio del Estado.

2. La adquisición de inmuebles o derechos sobre los mismos por los organismos públicos vinculados a la Administración General del Estado o dependientes de ella se efectuará por su presidente o director, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda.

3. Al expediente de adquisición deberán incorporarse los siguientes documentos:

a) Una memoria en la que se justificará la necesidad o conveniencia de la adquisición, el fin o fines a que pretende destinarse el inmueble y el procedimiento de adjudicación que, conforme a lo establecido en el apartado siguiente y de forma justificada, se proponga seguir.

b) El informe de la Abogacía del Estado, o del órgano al que corresponda el asesoramiento jurídico de las entidades públicas vinculadas a la Administración General del Estado sobre las condiciones de la adquisición proyectada.

c) La tasación del bien o derecho, debidamente aprobada, que incorporará el correspondiente estudio de mercado.

4. La adquisición podrá realizarse mediante concurso público o mediante el procedimiento de licitación restringida regulado en el apartado 4 de la disposición adicional decimoquinta, salvo que se acuerde la adquisición directa por las peculiaridades de la necesidad a satisfacer, las condiciones del mercado inmobiliario, la urgencia de la adquisición resultante de acontecimientos imprevisibles, o la especial idoneidad del bien.

Igualmente, se podrá acordar la adquisición directa en los siguientes supuestos:

a) Cuando el vendedor sea otra Administración pública o, en general, cualquier persona jurídica de derecho público o privado perteneciente al sector público.

A estos efectos, se entenderá por persona jurídica de Derecho privado perteneciente al sector público la sociedad mercantil en cuyo capital sea mayoritaria la participación directa o indirecta de una o varias Administraciones públicas o personas jurídicas de Derecho público.

b) Cuando fuera declarado desierto el concurso promovido para la adquisición.

c) Cuando se adquiera a un copropietario una cuota de un bien, en caso de condominio.

d) Cuando la adquisición se efectúe en virtud del ejercicio de un derecho de adquisición preferente.

5. Si la adquisición se hubiese de realizar mediante concurso, la correspondiente convocatoria se publicará en el Boletín Oficial del Estado sin perjuicio de los demás medios de publicidad que pudieran utilizarse.

6. El importe de la adquisición podrá ser objeto de un aplazamiento de hasta cuatro años, con sujeción a los trámites previstos para los compromisos de gastos futuros.



Conforme a tal precepto, es necesario la incorporación al expediente una memoria justificativa sobre la necesidad o conveniencia de la adquisición, del fin del inmueble y del procedimiento de adjudicación. Es preciso también unir al mismo la tasación del bien o derecho. Respecto al procedimiento de adjudicación, aspecto de vital relevancia, resulta que el concurso o el procedimiento de licitación restringida es la forma ordinaria de adjudicación. La adquisición directa solo es aplicable en los supuestos prevenidos en el mismo.

Sobre la posibilidad de utilización del procedimiento negociado en los contratos privados, resultó esclarecedor el informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa n.o 67 de fecha 18 de diciembre de 1996. Se señalaba en este que en los contratos privados de la Administración, en defecto de normas administrativas especiales de las que resulten lo contrario, podría utilizarse el procedimiento negociado previsto en la legislación contractual por las causas enumeradas en los artículos correspondientes que más se ajustasen al propio objeto del contrato. La actual LCSP confirma esta posibilidad y con un similar criterio argumental. Establece, en su artículo 26.2, que, en defecto de normas específicas sobre la preparación y adjudicación de dichos contratos, regirán las Secciones 1.ª y 2.ª del Capítulo I del Título I del Libro Segundo, es decir los artículos 115 a 187, entre los que figuran los relativos al procedimiento negociado —artículos 166 a 171—.

La legislación autonómica que a continuación se cita prevé los supuestos en los que podrá realizarse la adquisición por procedimiento negociado:


	 Andalucía. El artículo 10.2 de la Ley de Bienes de las Entidades Locales prevé como forma habitual para la adquisición de bienes a título oneroso el concurso, si bien señala que podrá realizarse la adquisición por procedimiento negociado en los siguientes supuestos: cuando así lo requieran las características de singularidad y especificidad histórica, cultural, artística o técnica de los bienes; cuando se den circunstancias imprevistas para el órgano de contratación que justifiquen lo inaplazable de la adquisición y que no pueda lograrse mediante la tramitación del específico procedimiento de urgencia; y siempre que su precio no exceda de 3.000.000 de pesetas. El artículo 21.5 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales añade a los anteriores supuestos el siguiente: cuando el concurso o la subasta no llegaren a adjudicarse bien por falta de licitadores o porque las proposiciones presentadas no hayan sido admitidas o la persona adjudicataria no haya cumplido las condiciones necesarias para llevar a cabo la formalización del contrato.

	 Aragón. El artículo 17.3 del Reglamento de Bienes, Actividades, Servicios y Obras de las Entidades Locales determina que el concurso será la forma ordinaria para la adquisición de bienes a título oneroso, aunque podrá realizarse la adquisición por el procedimiento negociado en los siguientes supuestos: cuando así lo requieran las características de singularidad y especificidad histórica, cultural, artística, técnica o social de los bienes; cuando sea determinante de la adquisición el emplazamiento o situación concreta del inmueble que se precise adquirir; cuando existan circunstancias imprevisibles que justifiquen lo inaplazable de la adquisición y que no puedan lograrse mediante la tramitación urgente; y siempre que su precio no exceda de 30.050, 61 euros o, en su caso, de la cuantía establecida por la normativa de contratos de las Administraciones públicas para la aplicación del procedimiento negociado sin publicidad.Respecto al procedimiento negociado previsto en dicho precepto, el informe 10/2010, de 15 de septiembre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón subraya que, a pesar de la exclusión de los contratos patrimoniales de la LCSP, dicha exclusión no significa que no sea necesario la elaboración de un pliego de condiciones de ejecución del contrato. Señala el mismo, en la Consideración Jurídica segunda, que «la lógica del procedimiento negociado aconseja la aplicación analógica de las reglas del artículo 93 LCSP, que regula la iniciación y el contenido del expediente de contratación y que exige la incorporación al expediente del pliego de cláusulas administrativas particulares y del de prescripciones técnicas que hayan de regir el contrato». Concluye su argumentación de la siguiente forma: «En definitiva, de cara a preservar la esencia del procedimiento de enajenación, y en ausencia de regulación específica, debe existir en el expediente un "pliego de condiciones" que defina y determine el objeto del contrato, su régimen jurídico, sus efectos, duración del contrato, criterios de negociación (en el procedimiento negociado), pago del inmueble, cumplimiento y extinción, especificación del régimen fiscal (sujeción al Impuesto del Valor Añadido o al Impuesto de Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados); y contener los pactos o condiciones definidores de los derechos y obligaciones de las partes del contrato, y las demás menciones que sean necesarias para el buen fin del contrato.»



	 Cataluña. El artículo 206.3 del texto refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local establece que la adquisición de bienes y derechos patrimoniales a título oneroso requiere el cumplimiento de las normas sobre contratación de bienes y derechos de patrimonio local. Puede realizarse la adquisición directa de bienes inmuebles si lo requieren las peculiaridades de los bienes, las necesidades del servicio a satisfacer o las limitaciones del mercado inmobiliario. En tales casos, se requiere el informe previo del departamento competente en materia de Administración local si el valor de los bienes excede los 100.000 euros. El informe debe emitirse en un plazo de veinte días. En los demás casos, debe incorporarse el informe previo del secretario o secretaria de la entidad local. En los municipios de gran población y en el municipio de Barcelona solamente requieren el informe previo del departamento si el valor del bien excede del 25 % de los recursos ordinarios del presupuesto consolidado de la corporación. Puede realizarse la adquisición directa en el supuesto de extrema urgencia, previo informe del secretario o secretaria de la entidad local, con la acreditación de dicha situación. El artículo 30.1.a) del Reglamento de Patrimonio de las Entidades Locales reproduce las anteriores determinaciones.

	 Navarra. El artículo 108.1 a 3 de la Ley Foral de Administración Local determina que la adquisición de bienes a título oneroso se efectuará mediante concurso público o contratación directa. La adquisición de bienes muebles mediante contratación directa solo podrá acordarse cuando concurra algunos de los supuestos en los cuales proceda dicha forma de contratación en el contrato de suministro. La adquisición de los restantes bienes mediante contratación directa solo podrá acordarse cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: reconocida urgencia de la adquisición; peculiaridad de la necesidad a satisfacer; y limitación de la oferta en el mercado. El artículo 19 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales reproduce las anteriores previsiones.




 No cabe la utilización del contrato menor para las adquisiciones de bienes inmuebles. Además de no estar contemplada tal posibilidad en la normativa patrimonial, se trata de una de las formas que adopta el expediente de contratación —prevista exclusivamente para los contratos típicos de obras, servicios y suministros— y no una modalidad del procedimiento de licitación.



En cuanto a los trámites procedimentales que habrán de incorporarse al expediente, serán exigibles los siguientes:


	
1.  Memoria sobre necesidad de la adquisición y procedimiento de adjudicación.A tenor de lo dispuesto en el artículo 116.3.a) de la LPAP, se precisará la elaboración de una memoria en la que quede justificada la necesidad o conveniencia de la adquisición, el fin o fines a que pretende destinarse el inmueble y el procedimiento de adjudicación que, de forma justificada, se proponga seguir —concurso o adjudicación directa o, en términos de la legislación autonómica, procedimiento negociado—. En el caso de seguir el procedimiento de concurso deberá incorporarse al expediente, junto con la memoria, un pliego de condiciones de concurso y, en el de adjudicación directa, los documentos acreditativos de la personalidad del titular del inmueble, la descripción de este y la oferta de venta realizada —artículos 27 y 28 del RGLPAP—.

Respecto a la no exigencia, en la adjudicación directa, de pliegos de condiciones, parece que ello viene justificado al determinarse por el vendedor la totalidad de condiciones del contrato —artículo 27.1d) del RGLPAP—. Sin embargo, estimamos que debería tenerse en cuenta el criterio sentando a este particular por la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de Aragón, en informe 10/2010 citado con anterioridad, por las importantes razones que en el mismo se esgrimen, sobre la necesidad de incorporación al expediente de tales pliegos, con acomodación de estos a las propias especificidades del procedimiento —ausencia de Mesa de Contratación, presentación de oferta de manera abierta, sin utilización de sobre cerrado, etc.—



	
2.  Informe pericial.Según el artículo 11 del RB, se exige la emisión de informe previo pericial, y siendo bienes de valor histórico o artístico se requerirá el informe del órgano estatal o autonómico competente, siempre que su importe exceda del 1 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto de la Corporación o del límite general establecido para la contratación directa en materia de suministros. El artículo 116.3.c) de la LPAP reproduce tal exigencia.



	
3.  Dotación económica y fiscalización de la Intervención de Fondos.La adquisición precisará, antes de su aprobación, de la debida previsión en los presupuestos de la entidad —artículos 162, 165 y 177 del TRLRHL— y de la fiscalización de la Intervención de Fondos acreditativa del tal extremo —artículos 214 del TRLRHL y 4.1.a) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo—. El apartado tercero de la disposición adicional tercera de la LCSP establece también dicha obligación. Se señala, no obstante, en su apartado cuarto que en los municipios de menos de 5.000 habitantes la aprobación del gasto en las contrataciones será sustituida por una certificación de existencia de crédito que se expedirá por el Secretario Interventor o, en su caso, por el Interventor de la Corporación.

En numerosas ocasiones las adquisiciones de inmuebles se financian con cargo a futuros ejercicios presupuestarios. Esta posibilidad es admitida por el apartado noveno de la disposición adicional tercera de la LCSP, que establece que en los contratos que tengan por objeto la adquisición de bienes inmuebles, el importe de la adquisición podrá ser objeto de un aplazamiento de hasta cuatro años, con sujeción a los trámites previstos en la normativa reguladora de las Haciendas Locales para los compromisos de gastos futuros. Pues bien, el artículo 174 del TRLRHL prevé que las Entidades locales puedan adquirir compromisos de gastos que se extiendan a ejercicios posteriores para realización, entre otras, de inversiones de capital, siempre que su ejecución se inicie en el propio ejercicio. En tal caso, el número de ejercicios a que puedan aplicarse los correspondientes gastos no podrá ser superior a cuatro, y el gasto que se impute a cada uno de los ejercicios autorizados no podrá exceder de la cantidad que resulte de aplicar al crédito correspondiente del año en que la operación se comprometió los siguientes porcentajes: en el ejercicio inmediato siguiente, el 70 por ciento; en el segundo ejercicio, el 60 por ciento; y en el tercero y cuarto el 50 por ciento. En casos excepcionales, el Pleno de la Corporación podrá ampliar el número de anualidades así como elevar los porcentajes referidos.



	
4.  Dictamen de la correspondiente Comisión Permanente InformativaEs exigible, para el caso de que sea el Pleno de la Corporación el que tenga atribuida la competencia resolutoria para su aprobación, dictamen del asunto por la correspondiente Comisión Permanente Informativa.



	
5.  Competencia resolutoria.Conforme a la disposición adicional segunda de la LCSP, apartados 9 a 11, se atribuye la competencia para la adquisición de bienes inmuebles y derechos sujetos a la legislación patrimonial a los Alcaldes o Presidentes siempre que su valor no supere el 10 por ciento de los recursos ordinarios del presupuesto ni el importe de tres millones de euros. Cuando supere dicho porcentaje o importe corresponderá la competencia al Pleno. En los municipios de gran población la competencia recae, cualquiera que sea el importe del contrato o la duración del mismo, en la Junta de Gobierno Local.





Efectos, modificación y extinción.

En cuanto a los efectos y extinción de los contratos de compraventa habrá que estar al no existir determinaciones específicas en la normativa patrimonial, a las normas de derecho privado; en el presente caso a las determinaciones del CC. Los efectos más relevantes que en este se recogen son los que atañen a las obligaciones del vendedor y comprador. El vendedor está obligado a la entrega y saneamiento de la cosa objeto de la venta —artículo 1461—, y el comprador a pagar el precio de la cosa vendida en el tiempo y lugar fijados en el contrato —artículo 1500—.

La adquisición de bienes inmuebles deberá otorgarse en escritura pública. Tal exigencia viene determinada, como veremos con más detalle en el Capítulo siguiente, en el artículo 3 de la LH, relativo a la necesidad de consignación en escritura pública de los bienes inmuebles locales de cara a su preceptiva inscripción en el Registro de la Propiedad. El otorgamiento de la escritura equivaldrá a la entrega de la cosa objeto del contrato, si de la misma escritura no resultare o se dedujese claramente lo contrario —artículo 1462 del CC—. Los gastos de otorgamiento de la escritura serán de cuenta del vendedor, y los de primera copia y los demás posteriores a la venta serán de cuenta del comprador, salvo pacto en contrario —artículo 1455 del CC—.

Por lo que se refiere a los bienes incorporales, y más concretamente a la obligación del vendedor de entregar la cosa vendida, el artículo 1464 del CC remite a las previsiones del párrafo segundo del artículo 1462 citado, señalando que en cualquier otro caso en que este no tenga aplicación se entenderá por entrega el hecho de poner en poder del comprador los títulos de pertenencia, o el uso que haga de su derecho el mismo comprador, consintiéndolo el vendedor.

Sobre la resolución de la venta, el artículo 1506 determina que lo será por las mismas causas que todas las obligaciones, (3)  por las expresadas en los diferentes capítulos referentes al contrato de compraventa, y por el retracto convencional o por el legal.

1.3.2.1.1.1.  Adquisición de edificios en construcción

La LPAP establece la posibilidad de adquisición de edificios en construcción. Su artículo 117 —de aplicación supletoria a las Entidades locales— determina lo siguiente:


117. Adquisición de edificios en construcción.

1. La adquisición de inmuebles en construcción por la Administración General del Estado o sus organismos públicos podrá acordarse excepcionalmente por causas debidamente justificadas y siempre que se cumplan las siguientes condiciones:

a) El valor del suelo y de la parte del edificio ya edificada debe ser superior al de la porción que se encuentra pendiente de construcción.

b) La adquisición deberá acordarse por un precio determinado o determinable según parámetros ciertos.

c) En el momento de firma de la escritura pública de adquisición, sin perjuicio de los aplazamientos que puedan concertarse, sólo podrá abonarse el importe correspondiente al suelo y a la obra realizada, según certificación de los servicios técnicos correspondientes.

d) El resto del precio podrá abonarse a la entrega del inmueble o contra las correspondientes certificaciones de obra conformadas por los servicios técnicos.

e) El plazo previsto para su terminación y entrega a la Administración adquirente no podrá exceder de dos años.

f) El vendedor deberá garantizar suficientemente la entrega del edificio terminado en el plazo y condiciones pactados.

g) El adquirente deberá establecer los mecanismos necesarios para asegurar que el inmueble se ajusta a las condiciones estipuladas.

2. La adquisición de inmuebles en construcción por la Administración General del Estado será acordada por el Ministro de Hacienda. La adquisición de estos inmuebles por los organismos públicos requerirá el previo informe favorable del Ministro de Hacienda.

3. Podrán adquirirse edificios en construcción mediante la entrega, total o parcial, de otros bienes inmuebles o derechos sobre los mismos, en las condiciones señaladas en el apartado 1 anterior.



Según el informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa n.o 66/09, de 23 de julio, «Lo que caracteriza de forma especial desde el punto de vista jurídico un contrato de compraventa de un inmueble en construcción es precisamente el hecho de que el vendedor asuma la obligación de concluir la edificación del mismo antes de su entrega definitiva. En tales casos el contrato se configura como un contrato mixto de compraventa y ejecución de obra con aplicación de las normas de uno y otro a cada una de las prestaciones contempladas, en la medida en que no resulten incompatibles.

Por el contrario, cuando el contrato de compraventa tiene por objeto simplemente adquirir una construcción inconclusa, sin que el vendedor asuma ninguna obligación respecto de su conclusión, estaremos ante la compraventa de un bien inmueble sin más peculiaridades que las derivadas de la falta de terminación de la obra.»

1.3.2.1.1.2.  Arrendamiento financiero sobre bienes inmuebles

El artículo 128 de la LPAP señala que para la conclusión de contratos de arrendamiento financiero y otros contratos mixtos de arrendamiento con opción de compra se aplicarán las normas de competencia y procedimiento establecidas para la adquisición de inmuebles, reputándose, en todo caso, los mismos como contratos de arrendamiento. En cuanto al límite temporal de los contratos de arrendamiento financiero suscritos por las Entidades locales, el informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa 56/2009, de 1 de febrero de 2010, indica que será el de cuatro años que para la adquisición de compromisos de gasto plurianuales establece la Ley de Haciendas Locales en su artículo 155.3 y la Ley de Contratos del Sector Público en su Disposición Adicional 2ª, apartado 13 —hoy apartado 9—.

Pero lo que más interesa subrayar es lo que ha de entenderse por arrendamiento financiero. Habremos de acudir para ello a la LOSSEC, concretamente a su disposición adicional tercera, que establece lo siguiente:


Disposición adicional tercera. Operaciones de arrendamiento financiero.

1. Tendrán la consideración de operaciones de arrendamiento financiero aquellos contratos que tengan por objeto exclusivo la cesión de uso de bienes muebles e inmuebles, adquiridos para dicha finalidad según las especificaciones del futuro usuario, a cambio de una contraprestación consistente en el abono periódico de cuotas. Los bienes objeto de cesión habrán de quedar afectados por el usuario únicamente a sus explotaciones agrícolas, pesqueras, industriales, comerciales, artesanales, de servicios o profesionales. El contrato de arrendamiento financiero incluirá necesariamente una opción de compra, a su término, en favor del usuario.

Cuando por cualquier causa el usuario no llegue a adquirir el bien objeto del contrato, el arrendador podrá cederlo a un nuevo usuario, sin que el principio establecido en el principio establecido en el párrafo anterior se considere vulnerado por la circunstancia de no haber sido adquirido el bien de acuerdo con las especificaciones de dicho nuevo usuario.

2. Con carácter complementario, las entidades que realicen operaciones de arrendamiento financiero podrán realizar también las siguientes actividades:

a) Actividades de mantenimiento y conservación de los bienes cedidos.

b) Conceder financiación conectada a una operación de arrendamiento financiero, actual o futura.

c) Intermediar y gestionar operaciones de arrendamiento financiero.

d) Actividades de arrendamiento no financiero, que podrán complementar o no con una opción de compra.

e) Asesorar y elaborar informes comerciales.



Conforme a indicado precepto, lo que se pretende es, en definitiva, dotar de capacidad económica suficiente al arrendatario, en este caso a la Administración, para la adquisición de un inmueble. Encierra, por tanto, dicho contrato una operación de financiación, que queda reservada, tal y como resulta del artículo 3.1 de dicha Ley, a las entidades de crédito —Bancos, Cajas de Ahorro, Cooperativas de Crédito o Instituto de Crédito Oficial—, por corresponder la misma a su propio ámbito de actividad. Es precisamente este aspecto, el de la financiación, el que lo diferencia del arrendamiento ordinario. Así lo confirma el informe de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa antes citado, al señalar que «…mientras en el caso del arrendamiento financiero la razón económica de acudir a la celebración del mismo es la necesidad de obtener financiación para la adquisición del dominio de un bien, en el arrendamiento puro, la causa se encuentra, estrictamente, en el uso del bien arrendado.»

Respecto a la naturaleza jurídica de dichos contratos, el informe 61/2006, de 26 de marzo de 2007, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa, indica, en su Consideración Jurídica segunda, lo siguiente: «La posibilidad de que las Administraciones públicas celebren contratos de arrendamiento financiero y su naturaleza han sido cuestiones abordadas por esta Junta en sus informes de 30 de enero de 1998, 6 de julio de 2000, 17 de noviembre de 2003 y 11 de marzo de 2005 (expedientes 1/98, 20/00, 18/03 y 72/04) en los que la posibilidad de las Administraciones Públicas celebren contratos de arrendamiento financiero sobre bienes muebles e inmuebles se basa en su cita expresa a partir de la reforma de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas en el año 1999 y en la cita también expresa en el artículo 128 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas, derivando su carácter de contratos privados… Pero el informe no se limita solo a ello, sino que alude también a la posición y obligaciones de las partes: El llamado contrato de leasing o arrendamiento financiero que, en el orden o aspecto económico, conjuga o satisface tres distintos intereses subjetivos (el del usuario en acceder al disfrute de unos bienes que no puede o no le conviene adquirir directamente; el de fabricante o proveedor en dar salida en el mercado a sus productos y el de la sociedad de leasing en obtener un rendimiento económico de su capital sin más riesgo que el financiero), en el orden o aspecto jurídico no se configura por lo general, como un solo negocio jurídico con intervención de tres partes contratantes, sino que se articula a través de dos contratos, netamente diferenciados, aunque conexionados y dependientes entre sí por su confluencia en la obtención de la antes referida triple función económica: un contrato de compraventa por el que la sociedad de leasing adquiere del proveedor los bienes previamente seleccionados por el usuario y un arrendamiento con opción de compra o arrendamiento financiero, por el que la sociedad de leasing cede durante cierto tiempo la posesión y disfrute de tales bienes al usuario mediante una contraprestación dineraria fraccionada, con otorgamiento de una opción de compra a su término por el valor residual fijado en el contrato. Por lo que respecta al primero de dichos contratos (el de compraventa), la sociedad de leasing no responde al usuario del buen funcionamiento o idoneidad de los referidos bienes, pero, como contrapartida o compensación de ello, subroga (con subrogación convencional expresamente pactada) al arrendatario-usuario en todas las acciones que, como compradora, le puedan corresponder frente a la entidad proveedora-vendedora, cuya subrogación comprende, indudablemente, la eventual acción resolutoria de que todo comprador se halla asistido por inhabilidad o inidoneidad del objeto, así como la de saneamiento por vicios ocultos..».

Para concluir, hacernos eco del informe 01/2010, de 29 de abril, de la Junta Regional de Contratación Administrativa de Murcia, que define con bastante precisión este contrato y las partes que concurren en el mismo. Señala al particular que «el leasing inmobiliario o arrendamiento financiero inmobiliario puede definirse como aquel contrato en el cual una de las partes cede en arrendamiento un bien inmueble por un plazo determinado, a cambio de una retribución periódica generalmente mensual y con derecho a adquirirlo al final de la vida del mismo, contrato en el que intervienen tres partes:


	
—  El arrendatario, que es el titular de la operación, en este caso la entidad local, el cual elige los bienes que necesita, el proveedor del que adquirirlos y las condiciones del precio.

	
—  El vendedor de los bienes.

	
—  El comprador y arrendador, que es el banco o entidad de leasing, que en lugar de prestar el dinero va a adquirir del vendedor el bien elegido y lo arrendará con una opción de compra para cuando finalice el contrato.»




 Sobre la tributación de dichas operaciones, la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña de fecha 31 de diciembre de 2001 declara que «... el contrato de opción de compra ha de equipararse a efectos tributarios, abstracción hecha de cuál sea su contenido económico, sin otra especialidad de su contraprestación a los efectos de determinación de la base imponible, por lo que si el contrato de venta de bienes inmuebles "ab initio" en el sistema tributario está sujeto al ITP, también lo estará la opción de compra de tales bienes. "A sensu contrario," si la compraventa, por cumplir los requisitos característicos del IVA, se encuentra sujeta a este Impuesto, también lo estará la opción de compra.»

Por su parte, la consulta vinculante V1099/2016 de la Dirección General de Tributos de fecha 18 de marzo de 2016, que se hace eco de otras resoluciones anteriores del mismo órgano con similar contenido, indica que «cuando los contratos de arrendamiento financiero tienen por objeto inmuebles, tanto la constitución de los contratos como el ejercicio de la opción de compra, se documentan en escritura pública para su inscripción en el Registro de la Propiedad Inmobiliaria, lo que determina que al tratarse de escrituras públicas que tienen por objeto cantidades, que cumplen con los demás requisitos previstos en el artículo 31 del Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre (BOE de 20 de octubre de 1993), queden sujetas a la cuota proporcional de documentos notariales de la modalidad de actos jurídicos documentados de este impuesto.

La base imponible de la mencionada cuota proporcional, debe integrarse, de acuerdo con el citado artículo con la cantidad o cosa valuable. En el caso de las operaciones de "leasing, " al gravarse por la cuota proporcional todas las cantidades correspondientes a las cuotas periódicas, incluyendo en la base imponible, tanto la parte correspondiente a la recuperación del coste o valor del bien inmueble, como la parte de los intereses financieros, al ejercitarse la opción de compra, ya se ha satisfecho una parte del valor del bien de que se trate, por lo que la base imponible debe limitarse a la cuantía del importe del ejercicio de la opción de compra, sin que deban incluirse las cuantías correspondientes a las cuotas del "leasing, " puesto que para adquirir el inmueble ya se declararon y se pagaron las cuotas de las mismas.»



1.3.2.1.1.3.  Adquisición de derechos

Tal y como ha quedado expuesto, las Administraciones públicas pueden adquirir también, además de bienes, derechos —artículos 15, 115 y 116 de la LPAP—. Es preciso no perder de vista esta referencia, que justifica la aproximación a la materia, pues algunos derechos, como los reales, conforman un grupo de indudable trascendencia, que pueden contribuir al establecimiento y desarrollo de los servicios públicos locales. Un buen ejemplo de lo encontramos es el derecho real de superficie. Su regulación está contenida, en los artículos 53 y 54 del TRLSRU —a los que habría que atribuir el carácter de legislación civil a tenor del criterio sentado por el Tribunal Constitucional en su Sentencia de fecha 20 de marzo de 1997—. Conforme al primero de dichos preceptos, el derecho real de superficie atribuye al superficiario la facultad de realizar construcciones o edificaciones en la rasante y en el vuelo y el subsuelo de una finca ajena, manteniendo la propiedad temporal de las construcciones o edificaciones realizadas. También puede constituirse dicho derecho sobre construcciones o edificaciones ya realizadas o sobre viviendas, locales o elementos privativos de construcciones o edificaciones, atribuyendo al superficiario la propiedad temporal de las mismas, sin perjuicio de la propiedad separada del titular del suelo. Según la STS de fecha 30 de junio de 2009 «… en el derecho de superficie hay dos propiedades separadas que recaen sobre objetos distintos, la que recae sobre la finca que corresponde en exclusiva (a diferencia del derecho de vuelo que hay cotitularidad) al concedente (constituyente del gravamen real), y la que rece sobre la edificación (o, en su caso, plantación), que constituye la propiedad superficiaria (claudicante, en cuanto de duración temporal); y, como consecuencia, el concedente conserva como propietario de la finca todos los derechos del dueño que sean de posible utilización y no incompatibles, en cada caso, con la superficie». En cuanto al plazo de duración, el citado Texto Refundido señala que no podrá exceder de 99 años, transcurrido el cual el propietario del suelo hace suya la propiedad de lo edificado, sin que deba satisfacer indemnización alguna cualquiera que sea el título en virtud del cual se hubiera constituido el derecho.

También la legislación urbanística autonómica se refiere al citado derecho real y a la posibilidad de su constitución para usos permitidos por la ordenación urbanística: Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía —artículo 77—; Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón —artículo 113—; Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias —artículo 226—; Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de Urbanismo de las Illes Balears —artículo 106—; Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria —artículo 239—; Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha —artículos 80 a 82—; Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León —artículo 130—; Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña —artículo 171—; Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura —artículo 93 bis—; Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de la Comunidad de Madrid —artículos 179 a 181—; Ley 13/2015, de 30 de marzo, de Ordenación Territorial y Urbanística de la Región de Murcia —artículo 232—; Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Navarra —artículos 239 a 241—; Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo del País Vasco —artículos 128 a 130—; y Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja —artículo 185—.

La legislación civil autonómica incorpora, igualmente, referencias a este derecho real: Ley 5/2006, de 10 de mayo, del libro quinto del Código Civil de Cataluña, relativo a los derechos reales —artículos 564-1 a 564-6—; y Ley 1/1973, de 1 de marzo, por el que se aprueba la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra —artículos 430 a 434—.

Muy próximo al derecho real de superficie, aunque con notorias diferencias respecto al mismo, está el derecho de sobreedificación y subedificación a que alude el artículo 16.2 del RH. (4)  Lo define este como el derecho a elevar una o más plantas sobre un edificio ya construido o el de realizar construcciones bajo su suelo, haciendo suyas las edificaciones resultantes. Se trata, pues, de un derecho permanente, sin las limitaciones temporales del derecho real de superficie, en el que existe una verdadera consolidación de la propiedad, sin la posibilidad de reversión de la misma al cedente. El objetivo último del mismo es el total aprovechamiento del volumen edificatorio previsto por la legislación y normas urbanísticas, rentabilizando al máximo los espacios disponibles. En cuanto a la inscripción del derecho en el Registro de la Propiedad, dicho precepto solo exige que se determine las cuotas que hayan de corresponder a las nuevas plantas en los elementos y gastos comunes o las normas para su establecimiento, así como las normas de régimen de comunidad, si señalaren, para el caso de hacer la construcción.

La Ley 1/1973, de 1 de marzo, por el que se aprueba la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, realiza, en sus artículos 435 a 442, una detallada regulación del citado derecho, si bien nos referiremos aquí a aquellos particulares que más nos interesa resaltar. Señala el artículo 437 que el titular del derecho puede construir el número de plantas que el título hubiere fijado y, en defecto de determinación, se entenderá autorizado para construir cuantas fueren posibles, sin más limitaciones que las administrativas y las que imponga la seguridad del inmueble. Por su parte, el artículo 439 establece que las construcciones realizadas en ejercicio de estos derechos se construirán en régimen de propiedad horizontal.


 Tanto la constitución del derecho real de superficie como el derecho de sobreedificación y subedificación, considerados ambos como una prestación de servicios, más concretamente como una cesión de uso o disfrute de bienes —no como transmisión del dominio—, están sujetos al IVA —artículos 4 y 5.Uno. c) y d), en relación con lo dispuesto en el 20.Uno.23, de la LIVA—.



Pero no es este el único ejemplo en materia de adquisición de derechos. RODRÍGUEZ LÓPEZ, (5)  haciéndose eco de opinión de MIR PUIGPELAT, señala que el arrendamiento de inmuebles, en el que la Administración actúa como arrendataria, no es más que una forma adicional de adquisición onerosa de derechos de contenido patrimonial, cuya regulación se ha desgajado de las normas generales del Capítulo II de la LPAP y ha pasado a contenerse en Capítulo propio, que atiende a las especialidades que presenta.

La importancia del arrendamiento, ha hecho que dicha Ley dedique todo el Capítulo III del Título V —artículos 122 a 128—, al arrendamiento de inmuebles por la Administración. Aunque dichos preceptos no son de aplicación general ni tienen el carácter de básicos, son de aplicación supletoria a las Entidades locales, supletoriedad que cobra fuerza y de la que hay que hacer uso, en los mencionados casos, ante el silencio que guarda tanto la legislación autonómica local como el RB.

De los citados preceptos, tan solo resaltar algunos aspectos relativos al procedimiento para el arrendamiento de inmuebles. Conforme al artículo 124.1 de la Ley, los arrendamientos se concertarán mediante concurso público, salvo que, de forma justificada y por las peculiaridades de la necesidad a satisfacer, las condiciones del mercado inmobiliario, la urgencia de la contratación debida a acontecimientos imprevisibles, o la especial idoneidad del bien, se considere necesario o conveniente concertarlos de modo directo. Se señala también en el apartado segundo de dicho precepto que las propuestas de arrendamiento, así como las de novación y prórroga, serán sometidas a informe técnico, que recogerá el correspondiente estudio de mercado, y de la Abogacía del Estado o del órgano al que corresponda el asesoramiento jurídico de las entidades públicas vinculadas a la Administración General del Estado.

En el CC —artículos 1542 a 1582— y en la LAU y LAR se contiene también la regulación de los arrendamientos.

1.3.2.1.1.4.  Adquisición con operación de crédito asociada

Buena parte de las inversiones que realizan los entes locales tienen su soporte financiero en operaciones de crédito. Las adquisiciones, especialmente las de inmuebles, no escapan tampoco a la financiación a crédito. Ello nos obliga a analizar el régimen jurídico de estas operaciones, que difiere del previsto para la propia adquisición del correspondiente bien.

Las operaciones de crédito vienen reguladas, además de en el artículo 2.1.f), en el 48 a 55 y en el 149.2 del TRLRHL. Se reconoce en estos a las Entidades locales la facultad de concertar operaciones de crédito en todas sus modalidades, tanto a corto como a largo plazo, así como operaciones financieras de cobertura y gestión del riesgo del tipo de interés y del tipo de cambio. La concertación de cualquiera de las modalidades previstas en el referido texto legal, excepto la regulada en el artículo 149.2 indicado, (6)  requerirá que la Corporación o Entidad disponga del presupuesto aprobado para el ejercicio en curso —se prevé, no obstante y de manera excepcional, la posibilidad de concertación de operaciones para el caso de prórroga del presupuesto—. Las Entidades locales podrán concertar también, para atender necesidades transitorias de tesorería, operaciones de crédito a corto plazo, que no excedan de un año, siempre que en su conjunto no superen el 30 por ciento de sus ingresos liquidados por operaciones corrientes en el ejercicio anterior, salvo que la operación haya de realizarse en el primer semestre del año sin que se haya producido la liquidación del presupuesto del tal ejercicio.

Respecto al procedimiento para contratación de dichas operaciones, tan solo indicar que, a tenor de lo establecido en el artículo 10 de la LCSP quedan excluidos del ámbito de la citada Ley los contratos de préstamo y operaciones de tesorería. Hemos de advertir, sin embargo, que nada impide, y en nuestra opinión lo consideramos exigible, que las Entidades locales se sometan a los procedimientos previstos en dicha Ley —regidos por principios de libertad de acceso a las licitaciones, publicidad y transparencia y no discriminación e igualdad—, al menos a aquellos que se consideren más fundamentales, pues su observancia tendría un doble efecto: de una parte, dotar de transparencia a la actuación de aquellas, y, de otra, garantizar los derechos e intereses de los particulares. En último término, promover la concurrencia debe reportar condiciones más favorables y ventajosas para los intereses de las Entidades locales. En el supuesto de inexistencia de previsiones presupuestarias, el artículo 52.1 del TRLRHL señala que, en tal caso, sería de aplicación las previsiones de la Ley de Contratos del Sector Público relativas a los contratos privados, salvo que se realice la oportuna adaptación del presupuesto o de sus bases de ejecución, como condición previa a la viabilidad de los compromisos adquiridos para suscribir la correspondiente operación de crédito.

Cuando se pretenda la adquisición de un inmueble a una entidad financiera —supuesto nada excepcional, en tanto las mismas disponen, como consecuencia del impago de créditos hipotecarios, de buena parte del parque inmobiliario existente— y esta vincule su venta con la financiación del inmueble a través de un préstamo otorgado por dicha entidad, la STS de fecha 19 de abril de 2004, a la que ya hicimos referencia, declara en su Fundamento de Derecho sexto: «No hallamos en la condición establecida por el Banco Español de Crédito, S.A., consistente en concertar con dicha entidad bancaria un préstamo para el pago aplazado de parte del precio de los terrenos, una renuncia de derechos contraria a los artículos 2.3 y 10 de la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios. La entidad bancaria realiza una oferta de contrato de compraventa fijando una condición con respecto al pago aplazado que forma parte de las prestaciones y contraprestaciones de las partes de que es objeto el contrato, condición que se encuentra dentro de la libertad de pactos concedida por el artículo 4 de la LCAP, sin resultar contraria al interés público, el ordenamiento jurídico o a los principios de buena administración...».

Sobre la competencia para concertar operaciones de crédito, los artículos 21.1.f) y 34.1.f) de la LRBRL la atribuyen al Alcalde o Presidente, con exclusión de las contempladas en el artículo 158.5 de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales — hoy artículo 177.5 del TRLRHL—, siempre que aquellas estén previstas en el presupuesto y su importe acumulado dentro de cada ejercicio económico no supere el 10 por 100 de sus recursos ordinarios. En caso de superar dicho porcentaje, y a tenor de lo establecido en el artículo 22.2.m) y 33.2.k) de la expresada Ley, la competencia resolutoria corresponderá al Pleno. En los municipios de gran población la competencia recae en la Junta de Gobierno Local —artículo 127.1.g)—.

1.3.2.1.2.  Adquisición mediante expropiación

El derecho a la propiedad viene reconocido en el artículo 33.1 de la CE. Ese reconocimiento no se realiza, sin embargo, con carácter absoluto, sino, tal y como establece su apartado tercero, condicionado a la inexistencia de intereses generales superiores. El derecho decae por razones de utilidad pública e interés social, eso sí previa la correspondiente indemnización al sujeto que se ve privado del mismo y de conformidad con lo dispuesto en las leyes.

Sobre este precepto, la STC 166/1986, de 19 de diciembre, declara en su Fundamento Jurídico decimotercero:

«...

... no puede abrigarse duda, desde un punto de vista formal, que las expropiaciones ope legis son, en cuanto Leyes singulares, constitucionalmente legítimas, si bien requieren, por ser expropiatoria, que respeten las garantías del art. 33 de la Constitución.

Este artículo, después de reconocer el derecho a la propiedad privada y señalar su función social como delimitadora de su contenido, dispone que "nadie puede ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto en las Leyes." Son, por tanto, tres las garantías de la propiedad privada frente al poder expropiatorio de los poderes públicos: 1) un fin de utilidad pública o interés social, o causa expropiandi; 2) el derecho del expropiado a la correspondiente indemnización, y 3) la realización de la expropiación de conformidad con lo dispuesto en las Leyes. Estas garantías se analizan en los tres apartados siguientes en su relación respectiva con las expropiaciones legislativas:

A) La causa expropiandi es el fin de utilidad pública o interés social que en cada caso declara el legislador. Dada la gran variedad de fines públicos que pueden ser legalmente configurados como causa justificativa de la expropiación, el destino de los bienes y derechos expropiados puede ser también muy distinto, pues dependerá del modo como se satisfaga en cada supuesto expropiatorio el interés público que legitima la expropiación forzosa.

...

B) La segunda garantía que establece el artículo 33.3 de la Constitución es la mediación de la "correspondiente indemnización." Esta garantía plantea esenciales problemas, respectivamente, referidos a su naturaleza dentro del complejo expropiatorio y su contenido.

En cuanto a su naturaleza, la indemnización al expropiado puede configurarse como un requisito previo a la expropiación, cuya falta de cumplimiento impide la ocupación de los bienes y derechos objeto de la expropiación, o como consecuencia y efecto de ésta, que concede al expropiado el derecho a ser resarcido del bien expropiado, después de que dicha ocupación se haya consumado. El artículo 33.3 de la Constitución no exige el previo pago de la indemnización y esto, unido a la garantía de que la expropiación se realice "de conformidad con lo dispuesto en las Leyes, " hace que dicho artículo consienta tanto las expropiaciones en que la Ley impone el previo pago como las que no la exigen, no siendo por tanto inconstitucional la Ley que relega el pago de la indemnización a la última fase del procedimiento expropiatorio...

En cuanto al contenido o nivel de la indemnización, una vez que la Constitución no utiliza el término de "justo precio, " dicha indemnización debe corresponder con el valor económico del bien o derecho expropiado, siendo por ello preciso que entre éste y la cuantía de la indemnización exista un proporcional equilibrio para cuya obtención el legislador puede fijar distintas modalidades de valoración, dependientes de la naturaleza de los bienes y derechos expropiados, debiendo ser éstas respetadas, desde la perspectiva constitucional, a no ser que se revelen manifiestamente desprovistas de base razonable.

Conforme a lo expuesto, la garantía constitucional de la "correspondiente indemnización" concede el derecho a percibir la contraprestación económica que corresponda al valor real de los bienes y derechos expropiados, cualquiera que sea éste, pues lo que garantiza la Constitución es el razonable equilibrio entre el daño expropiatorio y su reparación.

...

C) La tercera garantía del artículo 33.3 de la Constitución es la consistente en que la expropiación se "realice de conformidad con lo dispuesto en las Leyes, " es decir, la llamada garantía del procedimiento expropiatorio.

Esta garantía se establece en beneficio de los ciudadanos y tiene por objeto proteger sus derechos a la igualdad y seguridad jurídica, estableciendo el respecto y sumisión a normas generales de procedimiento legalmente preestablecidas, cuya observancia impida expropiaciones discriminatorias o arbitrarias.

...»

RODRÍGUEZ MORO (7)  sintetiza con extraordinario acierto los caracteres generales de la expropiación: «a) implica ésta la transferencia de una cosa del patrimonio del expropiado al del expropiante; tal transferencia se opera coactivamente; c) ha de fundarse en razones de utilidad pública, interés social, etc.; d) exige indemnización al expropiado; e) debe acomodarse al procedimiento legal establecido al efecto.»

1.3.2.1.2.1.  Expropiación ordinaria

Es en la LEF —que tiene, a tenor de lo establecido en el artículo 149.1.18ª CE, el carácter de legislación básica— y en su Reglamento de desarrollo donde se contiene la regulación de la materia. Se establece en la mencionada Ley que tanto el Estado como la provincia y el municipio pueden acordar la expropiación forzosa, (8)  y ello siempre que existan razones de utilidad pública e interés social. En el procedimiento que al efecto se evacue será preciso declarar la misma, así como la necesidad de ocupación de los correspondientes bienes —que serán los estrictamente indispensables para el fin de la expropiación—. Sobre esta materia, es preciso hacer mención a la disposición adicional quinta del Real Decreto 835/2003, de 27 de junio, por el que se regula la cooperación económica del Estado a las inversiones de las Entidades locales, que establece, de conformidad con lo previsto en el artículo 10 de la LEF, que la aprobación de los planes provinciales e insulares de cooperación y de los planes de inversión, regulados en dicho Real Decreto, implicará la declaración de utilidad pública de las obras y servicios incluidos en aquellos y la necesidad de ocupación de los terrenos y edificios a efectos de su expropiación forzosa.

Sobre la competencia para ejercitar la facultad expropiatoria por razón del territorio, la STS de fecha 28 de diciembre de 1980 declara en su Fundamento de Derecho segundo: «La potestad expropiatoria cuando sea ejercitada por Municipios, como es el caso, ha de recaer sobre bienes radicados en el término municipal, porque sólo en éste se ejercitan válidamente las competencias legalmente atribuidas..., y dado el carácter territorial que es connatural a la mencionada potestad. Es también cierto que la aplicación de la expropiación a bienes inmuebles sitos fuera del término municipal del Ente local expropiante es constitutiva de nulidad de pleno derecho, como supuesto de incompetencia manifiesta...».

Respecto al sujeto expropiado, caso de existencia de controversia, por presentarse propietarios que esgrimen títulos contradictorios, la STS de fecha 1 de diciembre de 2008, determina que, conforme al artículo 5.2 de la Ley de Expropiación Forzosa, el trámite ha de entenderse con todos ellos, con consignación, según el artículo 51.1.b) de su Reglamento, de su justiprecio. Más concretamente, su Fundamento de Derecho tercero, con base en las determinaciones contenidas en los artículos 38 de la Ley Hipotecaria y 3 de la Ley de Expropiación Forzosa, declara que «... tratándose de bienes inmuebles, en primer lugar se reputa dueño o titular de derechos sobre los mismos a quien resulte serlo conforme al Registro de la Propiedad. Sólo en su defecto, esto es, subsidiariamente, merece esa condición quien la acredite en virtud de registros administrativos y en último lugar, a falta también de los mismos, a quien notoria y públicamente se le tenga por tal... Ahora bien, la normativa expropiatoria, a efectos de constituir el componente subjetivo del procedimiento, no jerarquiza aquellas categorías, de modo que, confluyendo en un mismo bien varios interesados habilitados por títulos diversos, los amparados por el Registro de la Propiedad desplacen automáticamente a quienes hacen valer una matrícula administrativa o la general y pública reputación. El legislador ha querido que, en tales casos, dado que se trata de trasmitir forzosamente el dominio o los correspondientes derechos reales, las diligencias se entiendan con las personas que presentan títulos, en principio, justificativos, para que, en tanto se dilucida ante la jurisdicción competente la titularidad, el procedimiento siga su curso y, llegado el caso, se consigne el justo precio a fin de que, en su momento, lo reciba quien resulte ser el legítimo dueño. Se evita así una demora que no haría más que perjudicar el fin de la expropiación.»

La determinación del justo precio y pago de este al sujeto expropiado se convierte en una de las fases del procedimiento de mayor interés para el mismo. (9)  La LEF dedica a esta cuestión los artículos 25 y siguientes. Conforme a dicha Ley, la fijación del justo precio se tramitará como pieza separada, encabezada por la exacta descripción del bien concreto que haya de expropiarse. A tal fin se abrirá un expediente individual a cada uno de los propietarios de bienes expropiables. El expediente será único en los casos en que el objeto de la expropiación pertenezca en comunidad a varias personas, o cuando varios bienes constituyan una unidad económica. La Administración requerirá a los propietarios para que presenten hoja de aprecio, en la que se concrete el valor en que estimen el objeto que se expropia, valoración que podrá aceptarse o rechazarse por la Administración expropiante. En el primer caso, se entenderá determinado definitivamente el justo precio y la Administración procederá al pago del mismo; en el segundo caso, la Administración extenderá hoja de aprecio del valor del objeto de la expropiación a efectos de su aceptación o rechazo por el particular expropiado. Si el propietario rechazase el precio ofrecido por la misma, se pasará el expediente de justiprecio al Jurado Provincial de Expropiación. Respecto a la motivación por este de su resolución, la STS de fecha 2 de marzo de 2009 señala que «para entender satisfecha la exigencia de motivar que impone a los jurados de expropiación el artículo 35, apartado 1, de la ley sectorial, basta con que la argumentación, aunque breve, sea racional y suficiente, permitiendo al interesado conocer las razones que han llevado a la decisión y fundar adecuadamente una posible impugnación, propiciando así su defensa frente a la actuación que considere perjudicial a sus intereses. No se exigen, pues, numerosas y abundantes consideraciones, siendo bastante la mención genérica de los criterios utilizados y la referencia a los elementos o factores comprendidos en la estimación». Una vez determinado el justo precio, se procederá al pago de la cantidad que resulte en el plazo máximo de seis meses. Hecho efectivo el justo precio, o consignado el mismo para el caso de que el propietario rehusare a recibirlo, podrá ocuparse la finca por vía administrativa o hacer ejercicio del derecho expropiado.

En cuanto a la valoración de los bienes expropiados habrá que estar a lo dispuesto, cualquiera que sea la finalidad de la expropiación y legislación que la motive, en el TRLSRH —artículo 34.1.b)— y en el RVLS. La valoración inmobiliaria constituye una competencia exclusiva del Estado, a tenor de lo dispuesto en el artículo 149.1.18ª de la CE y de acuerdo con una jurisprudencia ampliamente consolidada por el Tribunal Constitucional. A tenor de dicha normativa, el suelo rural y el suelo urbanizado se valorarán conforme a su naturaleza. (10)  En ningún caso, y por lo que se refiere al primero de ellos, podrán tenerse en cuenta las expectativas urbanísticas, es decir la asignación de edificabilidades y usos por la ordenación territorial o urbanística que no hayan sido todavía efectivamente realizados, para la valoración del suelo —artículo 7.5 del RVLS—.


 Sobre la intervención del Jurado Provincial de Expropiación en la determinación del justiprecio, debe hacerse constar que las Comunidades Autónomas de Aragón, Asturias, Castilla-La Mancha, Cataluña, Extremadura, Galicia, Madrid, Navarra y País Vasco disponen de Jurados Regionales o Territoriales. El Decreto Legislativo 1/2014, de 8 de julio, por el que se aprueba del texto refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón, señala que corresponde al Jurado Aragonés de Expropiación la competencia para la fijación del justo precio en las expropiaciones en las que la Administración expropiante sea la de la Comunidad Autónoma o cualquiera de las Entidades locales de Aragón —artículo 209.2—. El Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias, establece que el Jurado de Expropiación del Principado de Asturias es un órgano colegiado permanente especializado en los procedimientos para la fijación del justo precio en la expropiación forzosa, cuando la Administración expropiante sea la del Principado de Asturias o las Entidades locales de su ámbito territorial, y los fines de interés público a que la expropiación deba servir pertenezcan al ámbito competencial de la Comunidad o de las Entidades locales —artículo 12.1—. El Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística de Castilla-La Mancha, dispone que el Jurado Regional de Valoraciones actuará con competencia resolutoria para la fijación del justo precio en las expropiaciones, cuando la Administración expropiante sea la Junta de Comunidades o cualquiera de las Diputaciones o los municipios —artículo 152.2—. La Ley 9/2005, de 7 de julio, del Jurado de Expropiación de Cataluña, establece que corresponde al citado Jurado la tasación, el peritaje y la fijación del justiprecio en los expedientes expropiatorios de las Administraciones públicas de Cataluña —artículo 2—. La Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura, determina que el Jurado Autonómico de Valoraciones es el órgano de la Administración de la Comunidad Autónoma de Extremadura especializado en materia de expropiación forzosa, que actuará con competencia resolutoria definitiva, poniendo sus actos fin a la vía administrativa, para la fijación del justo precio en las expropiaciones, cuando la Administración expropiante sea la Junta o cualquiera de las Diputaciones o Municipios —artículo 153.1 y 2—. La Ley 2/2016, de 10 de febrero, del Suelo de Galicia, previene que el Jurado de Expropiación de Galicia es un órgano colegiado permanente de la Comunidad Autónoma de Galicia especializado en los procedimientos para la fijación del justiprecio en la expropiación forzosa, cuando la Administración expropiante sea la Comunidad Autónoma o las Entidades locales de su ámbito territorial —artículo 11—. La Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo de Madrid, prevé que el Jurado Territorial de Expropiación Forzosa actuará con competencia resolutoria definitiva para la fijación del justiprecio en todas las expropiaciones, sean o no por razón de la ordenación urbanística, cuando la Administración expropiante sea la de la Comunidad de Madrid o uno de los municipios de la misma —artículo 240.2—. El Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Foral del Territorio y Urbanismo de Navarra, determina que el Jurado de Expropiación de Navarra entenderá y decidirá sobre los expedientes de justiprecio que se produzcan en las expropiaciones de cualquier clase que lleven a cabo las Administraciones Públicas de Navarra, señalando que en los expedientes de justiprecio que se susciten en las expropiaciones que lleve a cabo la Administración del Estado en el territorio de Navarra, el Jurado de Expropiación de Navarra conocerá cuando así se acuerde con aquella Administración —artículo 126.1—. Por último, la Ley 8/1987, de 20 de noviembre, de creación de los Jurados Territoriales de Expropiación Forzosa del País Vasco, señala que los referidos Jurados entenderán y decidirán, dentro del ámbito territorial propio, sobre los expedientes de justiprecio que se produzcan en las expropiaciones que se lleven a cabo en el ámbito geográfico de la Comunidad Autónoma de Euskadi —artículo 1.2—.
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